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1).Dar a Conocer las generalidades de la figura de la libertad condicional. 
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En el desarrollo de nuestra investigación abordaremos lo que son las 
generalidades de la figura de la libertad condicional así mismo el tratamiento 
reeducativo penitenciario,  Regulación de la figura de la libertad condicional en la 
legislación penal nicaragüense, Marco Jurídico para la concesión de la libertad 
condicional, de igual forma incluiremos en esta el análisis de casos prácticos.  
La libertad condicional es una temática que se ha debatido infinidades de veces en 
todas las regiones del mundo y existen varias concepciones como son de carácter 
político, religioso, moral, ético y de manera muy particular la materia jurídica. 
En nuestro código penal vigente no existe de manera alguna la privación de la vida 
ni de la privación de libertad de por vida, sino que se establece la privación de la 
libertad por un tiempo determinado como es la pena máxima de treinta años de 
prisión. Así mismo contemplaba la libertad condicional en su art. 108 el Código 
Penal de 1974 ya derogado. De igual forma el código penal vigente contempla lo 
que es la libertad condicional en su art.96 cp. De la misma manera la Ley 745 
dispone el tema de la libertad condicional en su art. 16 inc. b.   
El objetivo para con éste trabajo es el de analizar la finalidad de la libertad 
condicional en Nicaragua, su ámbito de aplicación y la utilización de la misma en 
nuestra realidad jurídica; se pretende realizar un trabajo que sea veraz, objetivo y 
de fácil comprensión. 
A lo largo de esta investigación nos hemos dado cuenta que la figura de la libertad 
condicional juega un papel importante en el ámbito jurídico, ya que observamos 
que así como la ley sanciona las conductas de las personas que cometen delitos, 
también les da algunos beneficios entre ellas nuestra legislación penal 
nicaragüense destaca lo que es la libertad condicional. 
Consideramos que desde el inicio de los estudios, los estudiantes del círculo 
jurídico están en la posibilidad de descubrir y enriquecer más acerca de este tema. 
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De acuerdo con el artículo 39 de la Constitución Política de Nicaragua, la prisión 
debe ser utilizada con el propósito de transformar al interno para reintegrarlo a la 
sociedad. Esto significa que las penas tienen un carácter reeducativo. 
El Juez de Vigilancia Penitenciaria al conceder el beneficio de la libertad 
condicional debe fundamentar su resolución basándose en el artículo 96 del 
código penal, así mismo deberá tomar en cuenta la hoja evaluativa y el pronóstico 
individualizado, también el buen comportamiento del recluso para determinar  si 
está apto para reinsertarse a la sociedad.   
Nosotras escogimos  abordar este tema en nuestro trabajo monográfico puesto 
que fue un tema que abordamos en nuestro trabajo final de las prácticas pre-
profesionales realizadas en el Bufete Jurídico de nuestra Alma Mater. Entre las 
actividades que realizábamos en el Bufete estaba la interposición de incidentes 
como es el caso de la libertad condicional la cual está establecida en nuestra 
legislación como un beneficio que se le otorga a los privados de libertad siempre y 
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I Capítulo  
Generalidades de la Figura de la Libertad Condicional 
 
Antecedentes 
Gadea y Venegas (s.f.) citando a Vieites (1941) expresan que: 
En cuanto al origen histórico de la libertad condicional, las opiniones de los autores se 
encuentran de manera dividida. Algunos, entre ellos el profesor cubano Moisés Vieites, 
creen haber encontrado reminiscencias de la Institución del Antiguo Derecho Chino. Otros 
como Francisco de Córdoba afirman que en el derecho canónico existía una institución 
similar a la libertad condicional. 
El profesor Jiménez de Asúa trata de reivindicar para su patria España el origen de la 
institución recordando que fue el coronel Montesínos quien dio a la libertad condicional el 
carácter de complemento de un sistema correctivo. La libertad condicional tuvo su origen 
en Francia en 1832 en que le aplicó por primera vez como un premio a los delincuentes 
menores de dieciséis años, a los que se colocaba como aprendices en establecimientos 
particulares y quedaban sujetos a la tutela y vigilancia de la sociedad de jóvenes 
detenidos (p. 50).  
Gómez, Ruíz & Alemán (2004) expresan: 
“Otro antecedente de la libertad condicional hay que situarlo en los Estados Unidos en el 
reformatorio de Elvira; donde en 1876 se implantó con gran éxito, aunque en aquel país 
se ha desarrollado con el nombre de “libertad bajo palabra”.  
Es a finales del siglo XIX cuando adopta la libertad condicional la forma con la que ha 
llegado hasta nosotros. Estamos en el momento de máximo esplendor del sistema 
progresivo, como régimen de ejecución de la pena privativa de libertad, constituyendo la 
libertad condicional el cuarto periodo de dicho régimen de cumplimiento.  
Sin embargo, prescindiendo de aquellos antecedentes que pudieran haber tenido alguna 
similitud con la liberta condicional, lo cierto, es que la institución liberadora rodeada de los 
requisitos y caracteres con que hoy conocemos, aparece con los sistemas penitenciarios 
progresivos y con la aparición de las teorías preventivas especial (pp.4- 5). 
Análisis de la figura de la Libertad Condicional en la legislación penal nicaragüense 
 
 
La libertad condicional fue instituida en Nicaragua por el código penal de 1974. 
Actualmente nuestro código penal vigente no establece de ninguna manera la 
privación de libertad de por vida. Nuestra Carta Magna dispone en su artículo 37 
que la privación de la libertad es por un tiempo determinado, es por esta razón que 
la pena máxima no trasciende más allá de los treinta años de prisión.  
 Concepto 
Gadea y Venegas (s.f.) citando a Arroyo, García & Ferré (1999) expresan que: 
La Libertad Condicional es un beneficio que se concede al ya condenado por sentencia 
ejecutoriada (siempre y cuando cumpla ciertos requisitos establecidos en,  por la ley), de 
vivir libremente todo el tiempo que le falte para extinguir su condena,  es decir es un modo 
de cumplir en libertad la pena privativa de libertad, por haber demostrado su enmienda 
mediante el buen comportamiento observado durante la privación de libertad en el Centro 
Penitenciario; entendido de que, una vez liberado, no infringirá las normas y prohibiciones 
establecidas en la ley y que cualquier contravención a la misma, le hará perder la libertad. 
El condenado sale de prisión antes del plazo fijado por la condena, pero bajo la condición 
que observará buena conducta, de modo que esta libertad es transitoria (p. 340). 
De un modo muy simplista y sin perjuicio de las matizaciones que se irán realizando en el 
curso de esta ponencia, la libertad condicional puede definirse como la excarcelación del 
condenado a una pena Privativa de libertad que se produce en el último tramo de la 
ejecución de la condena – y, por tanto, antes de que haya extinguido totalmente la pena – 
siempre y cuando se considere que el condenado ha cumplido determinados requisitos 
exigidos por la normativa vigente. La decisión respecto a la concesión o no de la libertad 
condicional corresponde al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria (Moreno, 2004, p. 1). 
“La libertad condicional se trata de una forma de cumplimentar la pena; tiene carácter 
provisional; se ha de gozar bajo vigilancia y constituye un periodo de prueba a que debe 
ser sometido el penado, antes de lograr la definitiva libertad” (Kent, 1987, p 78). 
Gadea y Venegas (s.f) haciendo propias las palabras de Arroyo, García & Ferré (1999) La 
libertad condicional se nos presenta como una parte componente de la pena, y por ende 
el liberado prosigue soportando la sanción infringida, descontándola en libertad.  
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La libertad condicional no pone término a la pena, sino que cambia la manera de 
ejecutarla, pues al durar esto todo el tiempo que falte al liberado por cumplir su condena, 
mientras no transcurra ese tiempo, el liberado conserva su condición técnica de penado, 
sin que se extinga la responsabilidad criminal (p. 352). 
“Señala la Enciclopedia Jurídica Básica que la libertad condicional “Toma su 
nombre de la situación de excarcelación, sujeta a condición, en que cumple el reo 
la última parte de su condena, y persigue facilitar su resocialización” (Enciclopedia 
Jurídica Básica volumen III, s.f, p. 4016). 
En Nicaragua nuestro sistema penitenciario es progresivo según dispone el 
artículo 39 de la Constitución Política, puesto que el objetivo de este es la 
transformación del interno para su posterior reintegración a la sociedad.  Así 
mismo este sistema progresivo promueve la unidad familiar, la educación y la 
ocupación del privado de libertad para su superación personal. 
También nuestra legislación penitenciaria, la Ley del Régimen Penitenciario y 
Ejecución de la Pena, Ley 473 establece en sus artículos 1, 3 y 12  que el fin de la 
ejecución de la pena es la reeducación y reinserción del recluso en beneficio de la 
familia y la sociedad.  De igual forma la Ley 745, Ley de Ejecución, Beneficios y 
Control Jurisdiccional de la Sanción Penal dispone en el artículo 1 y 6 que el 
objeto de la pena tiene una finalidad reeducativa y de reinserción del condenado a 
la sociedad.  
En un sistema penitenciario progresivo, la libertad condicional tiene como fin la 
reinserción social de los reos, esto acontece “cuando al delincuente se le han 
modificado los factores negativos de su personalidad y se le ha dotado de una 
formación general idónea” (Gómez, Ruíz & Alemán, 2004, p. 9). 
Gómez, Ruíz & Alemán (2004) encontraron que la libertad condicional es una 
forma de seguir la condena, pero en libertad, cuando se ha cumplido con los 
requisitos establecidos en la ley, permitiéndose al reo volver a ser parte activa de 
la sociedad (p. 10). 
El complemento lógico de los Sistemas Penitenciarios, especialmente el 
progresivo, y la institución denominada libertad condicional. El penado que reúna  
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los requisitos establecidos en la ley y que sometido al tratamiento correccional 
aparece corregido debe ser puesto en libertad, pues la pena para él ya carece de 
finalidad (Gadea y Venegas, s.f, p. 352).  
La libertad condicional es un concepto del Derecho Penal y Penitenciario 
fundamental para entender el mandato constitucional de la reeducación y 
reinserción social del reo. Es una forma de seguir cumpliendo la condena, pero en 
libertad, cuando se ha cumplido con los requisitos establecidos en la ley, 
permitiéndose al reo volver a ser parte activa de la sociedad. Condena, pero en 
libertad, otorgando el Estado su confianza a quien ya está a punto de terminar su 
condena y quiere volver a ser parte activa de la misma (Ludeña, 2002, en línea). 
La libertad condicional es una figura en la cual  el condenado seguirá cumpliendo 
con la pena que le fue impuesta pero en libertad y por tal motivo es que éste 
estará sometido a vigilancia sobre su conducta, puesto que existe una sentencia 
firme que aún no ha terminado de cumplir. 
La persona acusada de tal delito puede acceder a un tipo de libertad un poco más 
restringida o controlada que la de cualquier otro individuo. De ahí la idea de que es 
condicional, ya que es un tipo de libertad que se otorga de manera condicional, 
ante la existencia de ciertos elementos que aseguren el control sobre la persona 
acusada de determinado delito o crimen. En el ámbito del derecho y de la justicia, 
la libertad condicional es entendida como un beneficio ya que no cualquiera puede 
acceder a ella. Su aplicación puede variar de región en región, de jurisdicción a 
jurisdicción de acuerdo a un sinfín de elementos (Diccionario Jurídico Definición 
abc, s.f, en línea). 
Naturaleza Jurídica 
Gómez, Ruíz & Alemán (2004) expresan que actualmente, la pena privativa de 
libertad (prisión) sigue siendo la piedra angular del sistema penal, no obstante 
los esfuerzos encaminados a disminuir su aplicación; hoy día, cada vez más se 
reconocen las desventajas de la pena de prisión, no sólo para el delincuente 
sino también para la comunidad. Por el momento, la sociedad no puede 
prescindir de la sanción. No puede justificarse la solución simplista e  
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ingenua que considere posible eliminar todo tipo de la sanción o 
procedimientos coactivos, como pretende el abolicionismo (p. 10). 
De lo antes expuesto surgen dos teorías acerca de la naturaleza jurídica de la 
libertad condicional, como sustitutivo penal y como parte integrante del 
tratamiento penitenciario de un sistema progresivo. 
Como sustitutivo penal 
De acuerdo con Gómez, Ruíz & Alemán (2004) La idea de los sustitutivos penales no 
es algo novedosa; uno de los padres de la escuela positiva: Enrico Ferri, al referirse a 
la pena la consideraba insuficiente para combatir el delito, y con el propósito de reducir 
aquellos factores que lo producen, creó la idea de los “sustitutivos penales”, orientados 
a mejorar las condiciones de los reos. Así, por ejemplo, en lo educativo abolir los 
espectáculos inmorales; en lo familiar, admitir el divorcio, etc., la crisis del fundamento 
mismo de la sanción se refleja a su vez, en la crisis de la prisión, que hasta hace 
algunos años se consideraba como la gran solución para resolver el problema delictivo 
y que no ha dado resultados (p. 11). 
Por último, el ilustre penalista colombiano, Alfonso Reyes Echandía, propone la 
“desprisionalización” de las sanciones penales, sugiriendo, entre otras, las siguientes 
medidas alternativas: libertad vigilada, libertad bajo palabra, ejecución condicional de 
la pena, multa, trabajo obligatorio en instituciones estatales, comunitarias o de 
asistencia social y suspensión de la licencia o autorización para ejercer la actividad 
profesional que generó el delito” (Gómez, Ruíz & Alemán, 2004, p. 11).  
El sustitutivo penal supone una supervisión y control sobre el interno, puesto 
que le imponen ciertas prohibiciones para que recupere su libertad pero éste 
está sometido a vigilancia por el Juez penitenciario.  
En resumen, el liberado sigue siendo un condenado, aunque cumpla el resto de la 
pena fuera de la cárcel, o en “libertad”, sujetándose al cumplimiento de ciertas 
obligaciones impuestas por un juez, por un período no menor al lapso que le falte para 
cumplir la totalidad de la pena, el cual es conocido como período de prueba, tiempo 
durante el cual le puede ser revocado dicho beneficio por incumplimiento de  
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las obligaciones impuestas, o por cometer un nuevo delito (Gómez, Ruíz & Alemán, 
2004, p. 12). 
Gómez, Ruíz & Alemán (2004), citando a Trejos y otros han señalado que la libertad 
condicional se otorga como premio al buen comportamiento observado por el 
condenado durante el cumplimiento de la pena y como estímulo para un buen 
comportamiento, en la vida libre”. Una vez concedida la libertad condicional, su 
vigilancia no debe ser confiada a la policía sino que comprenderá una asistencia social 
(p. 12). 
Como parte integrante del tratamiento penitenciario de un sistema progresivo 
De acuerdo con los fines de resocialización y prevención del delito que rigen a la pena 
en el sistema progresivo y teniendo en cuenta que el penado va ascendiendo por una 
serie de fases, la práctica aconsejó que el tránsito entre la vida en reclusión y la 
libertad no se llevará a cabo de una forma brusca, sino que debía existir un período 
intermedio o de prueba al objeto de asegurarse si la enmienda del penado es auténtica 
y lograba adaptarse a la vida en sociedad (Gómez, Ruíz & Alemán, 2004, p. 12).  
Ese período intermedio o de prueba se le denominó libertad condicional. El 
fundamento de la libertad condicional es asegurar que ese buen comportamiento 
mostrado por el penado a lo largo de la reclusión es verdadero y responde a una 
corrección íntima y real, no aparente. 
En el año 2004, Gómez, Ruíz & Alemán citando a Cobo Del Rosal, la concesión total 
de confianza al condenado, puesto que en virtud del excelente comportamiento se le 
anticipa la liberación de la prisión. En este sentido, la libertad condicional se ofrece 
como una parte integrante de la pena y, por ende, el liberado continúa soportando la 
sanción impuesta, descontándola en libertad (p. 13). 
El interno cumplirá la pena en libertad pero en el caso de que el incumpla las 
prohibiciones impuestas por el Juez de vigilancia penitenciaria o vuelva a 
delinquir se le revocará inmediatamente el beneficio y volverá a prisión,  
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el tiempo que pasó en libertad no se le tomará en cuenta y no podrá volver a 
solicitar dicho incidente (Gómez, Ruíz & Alemán, 2004). 
La libertad condicional según lo que hemos leído y analizado es una forma de 
seguir cumpliendo con  la pena no en el Centro Penitenciario sino en libertad 
siempre y cuando esté bajo la supervisión del Juez de Ejecución y vigilancia 
Penitenciaria, esto se da una vez de que el privado de libertad haya cumplido 
con todos los parámetros para la reinserción y readaptación a la sociedad. 
Características 
Para Gómez, Ruiz y Alemán (2004) la libertad condicional reúne las siguientes 
características: 
a) Es una parte integrante del tratamiento penitenciario de un sistema progresivo. 
Tomando en consideración que éste persigue como objetivo anular o modificar los 
patrones criminológicos de la conducta del delincuente, así que mediante la 
libertad condicional puede demostrarle, los nuevos patrones de conducta 
adquiridos por el interno, por tanto no puede concebirse un tratamiento 
penitenciario separado de la libertad condicional como su última etapa. 
b) No implica una modificación de la condena sino una forma de cumplimiento. Es 
decir, que la condena sigue siendo la misma, lo que se modifica es su forma de 
cumplimiento, el interno ya no se encuentra cumpliendo la pena privado de su 
libertad sino que está descontando su condena en libertad. 
c) Constituye un estímulo para el buen comportamiento del condenado durante la 
pena; para su posterior reinserción social antes del cumplimiento total de la 
misma. Se puede decir que los avances en el proceso de resocialización durante 
el tiempo que permanezca en prisión pueden verse premiada  con la concesión de 
la libertad condicional.  
d) Obedece al interés social. Porque le presenta al reo la oportunidad de retorno a 
la vida en comunidad antes de haber cumplido la totalidad de su condena.  
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e) Sólo puede concederse, denegarse o revocarse por el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria y de Ejecución de la Pena competente (pp. 13-14). 
 Teorías de la Libertad Condicional 
Para descubrir donde se encuentran los primeros vestigios de la figura de la 
libertad condicional, es necesario enfocarnos en el estudio de las doctrinas 
modernas de la penalidad, que le permitieron al derecho penal evolucionar 
tomando una dirección diferente. 
Gadea y Venegas (s.f.) citando a Daien (1947) expresan que: 
Las teorías clásicas de la penalidad: sostuvieron que las penas debían ser un verdadero 
castigo para el que delinquía, y que la venganza social era fundamento básico del castigo 
impuesto, admitiendo que todo aquel que cometía un delito no debía ser reintegrado al 
seno de la colectividad; estas teorías fueron ampliamente debatidas y dejadas a un lado 
por nuevos conceptos vertidos sobre la pena, teorías modernas que estudian y plantean 
la penalidad de una forma diferente; dentro de estas tenemos. 
Urbano expresa que la teoría correccional: esta teoría fue planteada por Roeder, a 
mediados del siglo pasado, aquí el Derecho Penal no se enfoca principalmente en el acto, 
sino en el sujeto, en el hombre real, vivo y efectivo en su total y exclusiva individualidad; 
esta doctrina no tuvo repercusión en su país, sin embargo por su contenido, fue aceptada 
en España, constituyendo hoy la base de la pena moderna y sus consecuencias positivas 
como la libertad condicional, condena condicional, excarcelamiento durante el proceso 
etc., fundamentos que las personas acusadas de un delito con penas menores pueden 
ser más útiles a la sociedad estando en libertad que privándoles de ella (p. 72). 
Gadea y Venegas (s.f) citando a Solís Romero (1947) expresa la teoría de la Escuela 
Positiva: esta teoría constituye un complemento valioso de la teoría Roederiana y 
proclama como criterio principal, al igual que la correccionista, atender más al sujeto que 
comete el delito que al delito mismo. La pena, continuando con los planteamientos de esta 
teoría, no se debe imponer y medir según la gravedad del hecho, sino teniendo en vista la 
temeridad del culpable (p. 44). 
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Gadea y Venegas haciendo propias las palabras de Roeder (1945) expresan que la teoría 
del Positivismo: este el positivismo crítico o antropológico criminal jurídico, cuya principal 
idea es la de reivindicar la autonomía del Derecho Penal probando su sustantividad; esta 
teoría es acorde con los fines que persigue la libertad condicional ya que algunos autores 
también manifiestan que constituye un organismo sustantivo con cierta autonomía, dentro 
del ya autónomo Derecho Penal, pues en su aplicación intervienen elementos 
sociológicos, administrativos, y criminólogos (p. 59). 
Gómez, Ruíz & Alemán (2004) expresan que la justificación de la pena no puede ser 
distinta de la dada por el derecho penal como una facultad que tiene el Estado para actuar 
de conformidad con las normas del derecho para el mantenimiento del orden social. De 
ahí que la pena se haya definido como un mal que le es impuesto a todo a aquel que ha 
infringido una norma o ha cometido un hecho punible ello responde a una vieja y 
arraigada tradición que sostiene que el mal no debe quedar sin castigo y el culpable debe 
encontrar su merecido (p. 8). 
Autores como Ignacio Berdugo Gómez de la Torre, sostiene que la “pena es una privación 
de bienes jurídicos prevista en la ley y que se impone por los órganos jurisdiccionales 
competentes al responsable de un hecho delictivo” sin embargo, es de tener en cuenta 
que la pena aun siendo un mal como retribución al culpable de un delito debe de tener 
como finalidad la prevención general y especial que permitan la resocialización y no 
comisión de nuevos delitos. 
Por otra parte han surgido diferentes enfoques sobre los fines de la pena, de ahí que las 
teorías absolutas (teorías de la retribución) sostengan que la pena se agota en si misma 
en cuanto mal que se impone y por tanto rechazan la búsqueda de fines fuera ésta; 
mientras las teorías relativas (teorías de la prevención) sostienen lo contrario al afirmar 
que además de imponer un castigo se logra que los miembros de una determinada 
comunidad se abstengan de delinquir (prevención general) y a su vez el que ha cometido 
el delito (prevención especial); teoría que es respaldada por nuestra Constitución 
mediante la búsqueda de la resocialización del delincuente mediante el cumplimiento de 
las etapas que se establecen en el sistema progresivo.  
Por otro lado las teorías de la unión tratan de combinar los principios legitimantes de las 
teorías absolutas y las relativas procuran justificar la pena en su capacidad para reprimir 
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(retribución), y prevenir (protección) al mismo tiempo. En otras palabras, la pena será 
legítima para estas teorías, en la medida que sea a la vez justa y útil.  
Claus Roxin, en su obra “Política criminal y reforma del derecho penal”, ha propuesto una 
concepción dialéctica de la pena, "en la medida que acentúa la oposición de los diferentes 
puntos de vista y trata de alcanzar una síntesis". La forma de alcanzar esta síntesis según 
él es que en el momento de la amenaza, el fin de la pena es la prevención general; en la 
determinación de la pena, los fines preventivos son limitados por la medida de la 
gravedad de la culpabilidad; y en el momento de la ejecución adquieren preponderancia 
los fines resocializadores (prevención especial) (pp. 8-9). 
Finalidad de la Libertad Condicional 
Para Muñoz (s.f) la libertad condicional lo que quiere conseguir es la reinserción 
de las personas condenadas. En el momento de realizar la propuesta de libertad 
condicional será necesario presentar un pronóstico individualizado de integración 
social del penado, siendo fundamental señalar que los principios de reeducación y 
reinserción social se han cumplido. 
 
Para lograr esta reinserción social del penado es preciso que se reeduque, esto 
significa “que no solo se debe de proporcionar al condenado todos los medios 
necesarios para compensar todos aquellos factores que le han llevado a delinquir, 
sino incentivar su participación activa en ello” (pp. 50-54).  
 
Urbano (1941) Establece que se puede decir que el fundamento de la libertad   
condicional como subfigura radica con el propósito de evitar los excesos una vez 
que la finalidad de la pena se ha cumplido.  
Gadea y Venegas (s.f.) citando a Solano Gutiérrez (1945) expresan que: 
La libertad condicional cabe perfectamente en el sistema penal nicaragüense destinada 
en especial a aquellos sujetos en la vida de los cuales la comisión de un delito no 
representa sino un doloroso y quizá inevitable accidente. Este aspecto se hace aún más 
característico cuando se considera la trascendencia que alcanza la  
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institución con respecto a la familia del delincuente, para la cual, el encarcelamiento de 
aquél significa el abandono y la miseria absoluta (p. 87). 
La resocialización, como Principio Rector del Sistema Penitenciario, impone que 
con la ejecución de la pena privativa de la libertad se persigan fines de prevención 
especial, postura asumida por la moderna doctrina penitenciaria que considera 
que la misma se circunscribe a que el penado respete la ley penal y que se 
abstenga de cometer delitos en el futuro (Guillamondegui, 2007, p. 3). 
“Otro aspecto muy importante en reeducar consiste en “compensar las carencias 
del recluso frente al hombre libre ofreciéndole posibilidades para que tenga acceso 
a la cultura y en un desarrollo integral de su personalidad” (Mapelli, 1983, p. 53). 
Muñoz Brunet (s.f) haciendo propias las palabras de Bueno Arús señala que “la 
prisión debe servir como medio para poder recuperar para la sociedad a las 
personas que han delinquido. De esta forma la reinserción favorece tanto al 
delincuente como a la sociedad” (p. 57). 
Cabe mencionar que la reeducación penal es el proceso de rehabilitación que 
impulsa el Sistema Penitenciario Nacional para lograr la reinserción en la sociedad 
de los sujetos comisores de delitos, a través de la cual se proporciona a los 
internos un tratamiento reeducativo que genere cambios en su comportamiento y 
les permita reintegrarse a la sociedad (Cuarezma & Houed, 2000, p. 545).   
Desde nuestro punto de vista la finalidad de la libertad condicional radica en lograr 
que el condenado sea capaz de respetar la ley y así de ésta manera no vuelva a 
delinquir. También es necesario que dicho sujeto demuestre un buen 
comportamiento dentro del Sistema Penitenciario para que esté apto a 
reinsertarse a la sociedad. 
Muñoz Brunet (s.f) citando a García Arán (1997) la reeducación y la reinserción no 
pueden destinarse a obtener un cambio en el sujeto ni en su personalidad sino nada más 
(pero también nada menos) que a obtener una conducta futura respetuosa con la ley y los 
derechos de los demás. En otras palabras, la evitación del delito es lo máximo que 
permiten los derechos inherentes a la dignidad humana como contenido de la reeducación 
y la reinserción (p. 55). 
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Estamos de acuerdo con Muñoz Brunet ya que es necesario que la persona 
condenada se reeduque y esto le sea beneficioso al momento de estar en libertad 
ya que podrá ser capaz de respetar la ley penal y así mismo estar apto para 
reinsertarse a la sociedad sin ser un peligro para ella (Muñoz, s.f). 
Muñoz Brunet (s.f) cita a diversos autores como Bueno Arús, Asencio Cantisán o 
Vega Alocén han remarcado la función de reeducación que desempeña el periodo 
de libertad condicional ya que supone un tránsito entre la reclusión y la libertad 
definitiva. Constituye un periodo de prueba donde el condenado podrá demostrar 
que puede incorporarse de manera normalizada a la sociedad. Será en este 
periodo donde se pondrá de manifiesto si la pena ha tenido un sentido reeducador 
(p. 56). 
 
La idea de la libertad condicional es ciertamente controversial a nivel social ya que 
supone que a través suyo se le está otorgando un beneficio o un derecho a una 
persona que cometió algún tipo de delito. En algunos casos, se le puede otorgar 
incluso a personas que cometen delitos graves como asesinatos. Sin embargo, 
existe también como un modo de incentivar el cambio de conducta del acusado ya 
que entre los requisitos para obtenerla es haber llevado a cabo una actitud 
respetuosa de la ley y de la vida en comunidad dentro de la cárcel (Diccionario 
Jurídico Definición ABC, s.f, en línea). 
Fundamento 
El beneficio de la libertad condicional se funda en una presunción de que el 
condenado pueda corregir su conducta delictiva, que deriva de la condena 
observada del mismo durante su estancia en prisión. Es por esta razón que se le 
concede al penado una libertad revocable y de esta manera quedará sujeto al 
cumplimiento de ciertas obligaciones y a la vigilancia de la autoridad. 
El beneficio de la libertad condicional se da a favor de los condenados que reúnan 
los requisitos establecidos en el art. 96 del Código Penal, los cuales deberán 
cumplir con las dos terceras (2/3) partes de la condena que fue impuesta, tener 
buena conducta, así mismo que el pronóstico individualizado sea favorable; es  
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decir, que el sujeto este apto para reinsertarse a la sociedad puesto que no 
presenta ningún peligro para la misma. 
El nombre mismo de la institución indica que la libertad acordada al condenado no 
es definitiva sino condicional. El carácter esencial de la institución radica en la 
posibilidad del que liberado sea reintegrado a la prisión si no cumple las normas 
de conducta que le han sido impuestas. El carácter provisional y revocable de la 
liberación tiene, necesariamente, que despertar en el liberado el temor de volver a 
la cárcel de la que acaba de salir si no se conduce bien y ese temor es un freno 
saludable que obra sobre el condenado, precisamente, en circunstancias en que 
mayores son las acechanzas y tentaciones que le ofrece la vida libre. 
La Ley 745, Ley de Ejecución y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal 
establece en el artículo 16 inciso b que se podrá otorgar la libertad condicional en 
los delitos graves y menos graves, cuando a la persona condenada haya cumplido 
las dos terceras partes de efectiva prisión, cuando concurran las circunstancias del 
Código Penal. 
 
Libertad Condicional importa la última etapa del Régimen Penitenciario e implica el 
regreso del condenado del establecimiento penitenciario, gozando una suerte de 
“libertad bajo condiciones”, en razón de las normas de conducta y restricciones 
que debe para su conservación, las cuales regirán hasta el cumplimiento total de 
la pena (cumplir Guillamondegui, 2007, p. 3). 
 
Este beneficio solo se podrá, aplicar cuando a la persona condenada haya 
cumplido las tres cuartas partes de la pena de efectiva prisión, en los delitos de: 
terrorismo, secuestro extorsivo, tráfico y extracción de órganos y tejidos humanos, 
tráfico de emigrantes ilegales, delitos relacionados con estupefacientes, 
psicotrópicos y otras sustancias controladas exceptuando el delito tipificado de 
tenencia en el Código Penal, lavado de dinero bienes o activos, tráfico ilícito de 
armas, fabricación, trafico, tenencia y uso de armas restringidas, sustancias o 
artefactos explosivos, tráfico ilícito de vehículos, crimen organizado, violencia 
doméstica o intrafamiliar, delitos contra la libertad e integridad sexual, delitos 
contra el orden internacional, robo con violencia o intimidación en las personas,  
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robo agravado.  
 
La excepción al párrafo anterior es que se refiere a cuando el delito sexual sea 
cometido contra niños, niñas y adolescentes no habrá lugar a ningún beneficio. 
 
Nuestro Código Penal vigente Ley 641 del 2008 establece en el art. 96 la libertad 
condicional y se establece en las penas de prisión que excedan los cinco años, 
para aquellos sentenciados en quienes concurran las circunstancias siguientes: 
 
a) Que hayan cumplido las dos terceras partes de la condena impuesta; 
b) Que hayan observado buena conducta, y exista, respecto de los mismos, un 
pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, emitida por las 
autoridades penitenciarias. 
 
El período de prueba para la libertad condicional comprenderá el tiempo que falte 
para el cumplimiento de la condena, y durante el mismo el condenado estará 
sujeto a la vigilancia de la autoridad, que obligará al penado a presentarse 
personalmente de manera periódica. 
 
Si durante el período de prueba el condenado cometiere un nuevo delito o violare 
los deberes que se le hayan impuesto, se le revocará la libertad condicional y se le 
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II Capítulo  




En el Sistema Penitenciario Nacional se atiende el proceso reeducativo del 
individuo privado de libertad, fundamentándose en el trato penitenciario conocido 
como <<Régimen Progresivo>> que propicia el contacto permanente del individuo 
con su familia y el grupo social del cual proviene, así como el desarrollo para 
administrar su libertad (Cuarezma & Houed, 2000, p. 549). 
 
La ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la pena establece de una 
manera clara en su artículo 65 lo que es el tratamiento penitenciario, el tratamiento 
penitenciario consiste en el conjunto de actividades organizadas con el objetivo de 
desarrollar una actividad de auto-respeto, responsabilidad individual y social del 
privado de libertad o interno con relación a su familia y a la sociedad en general, 
logrando con ello el alcance de los fines y objetivos de la reeducación y 
reinserción social de los internos.  
 
El tratamiento reeducativo comprende todas las acciones y procedimientos que se 
ejecutan para dar atención y seguimiento a las personas privadas de libertad, 
tanto en forma grupal como individual, tendientes a ir modificando paulatinamente 
sus hábitos y conductas, orientando sus intereses y motivaciones hasta prácticas y 
comportamientos aceptados por la sociedad nicaragüense (Grijalva, 1997, p. 6).  
 
Indica Hassemer que el sistema penitenciario ha optado “entre la alternativa 
“seguridad y socialización” claramente por lo segundo haciendo del tratamiento del 
recluso el instrumento ideal para conseguir su resocialización” (Hassemer, 1989, 
p. 60). 
 
Para Quintero (2011) “El tratamiento penitenciario consiste en el conjunto de 
actividades directamente dirigidas a la consecución de la reeducación y 
reinserción social de los penados” (p. 4). 
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Según Cuarezma & Houed (2000) la reeducación penal se fundamenta en el 
sistema progresivo en el tratamiento reeducativo de los reclusos. Este sistema 
pretende optimizar los resultados del trabajo reeducativo y garantizar así su rápido 
reintegro a las tareas de la sociedad (p. 552). 
El término reinserción se emplea cuando se quiere dar cuenta de la situación de 
integrar nuevamente en la sociedad o comunidad a aquel individuo que por una 
determinada razón se encontraba viviendo por fuera de la misma. La mayoría de 
las veces esa razón se debe a un accionar delictivo, es decir, un individuo que 
mató o robó y fue sentenciado a prisión por tal conducta, una vez que cumple su 
condena, de uno, dos o veinte años, tendrá el derecho que le adjudica la ley de 
salir en libertad y con él, por tanto, la posibilidad de reinsertarse en la sociedad, de 
volver a vivir con otros individuos respetando los derechos de estos como principal 
misión y también disponiendo de obligaciones (Diccionario Jurídico Definición 
ABC, s.f, en línea). 
La reinserción social consiste en reintegrar al interno a la sociedad, si bien es 
cierto son personas que cometieron delitos pero también tienen derechos a volver 
a ser parte del entorno social, tenemos que tener en claro que nuestra norma 
suprema establece que el fin primordial que tiene las penas privativas de libertad, 
es que el individuo este apto para reinsertarse nuevamente a la sociedad, lo que 
se pretende no es excluirlos, apartarlos sino que esta sea una medida para que 
ellos vuelvan a ser parte activa de la misma. 
 
Fabián Quintero (2011) haciendo suyas las palabras de Garrido (1992) El 
tratamiento penitenciario consiste en un conjunto de actividades normativizadas 
con el objetivo de conseguir la inserción social de los penados, y cuya meta final 
es que el sujeto alcance la intención y la capacidad de vivir respetando la ley 
penal. (p. 4).  
 
Quintero (2011) expresa que el tratamiento pretende hacer del interno una 
persona con la intención y la capacidad de vivir respetando la Ley Penal, así como 
de subvenir a sus necesidades. A tal fin, se procurará, en la medida de lo posible, 
desarrollar en ellos una actitud de respeto a sí mismos, y de responsabilidad  
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individual y social con respecto a su familia, al prójimo y a la sociedad en general 
(p. 4). 
 
Desde nuestra perspectiva el tratamiento reeducativo penitenciario se basa en un 
estudio sobre la personalidad del reo, es decir, saber cuáles fueron los factores 
que influyeron en su conducta para delinquir y de esta manera lograr reeducar o 
capacitar al interno para que respete las leyes y se reinserte de forma favorable a 
la sociedad. 
 
El Tratamiento Penitenciario consiste en la aplicación intencionada a cada caso 
particular de aquellas influencias peculiares, específicas, reunidas en una 
institución determinada para remover, anular o neutralizar la inadaptación social 
del delincuente (Anónimo, 2009, en línea).  
El tratamiento penitenciario tiene como finalidad la de hacerle comprender al 
privado de libertad que tiene que convivir en la sociedad respetando los valores 
sociales y las leyes (Kent, 1987, p. 33). 
La premisa principal del tratamiento penitenciario, es lograr la readaptación social 
del sujeto, por eso en su definición se debe destacar (Aplicación intencionada a 
cada caso en particular) y su objetivo es remover, sacudir, recordarle a la persona 
cuales fueron los factores criminógenos, los motivos por los que delinquió, e 
intentar con el esfuerzo siempre de lograrlo, de neutralizarlo si al menos no se 
lograra anular esos factores (Anónimo, 2009, en línea).  
El Tratamiento Penitenciario tiene el propósito de moldear la personalidad del 
recluso y modificar su actitud futura frente al medio social, a través de métodos 
psicológicos, pedagógicos y sociales. Para tal efecto se hace uso del sistema 
progresivo (Gonzáles, s.f, en línea). 
 
El objetivo es recuperar el mayor número de personas privadas de libertad, 
consiguiendo la plena reintegración a la convivencia social normalizada, con 
ausencia de nuevos delitos, es la esencia de nuestro trabajo en la institución 
penitenciaria y la mejor defensa, sin duda que podemos hacer de nuestra 
sociedad (Valero García, 2006, p. 42).  
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La resocialización del penado difícilmente se podrá conseguir sin que éste tenga 
asumidos unos valores mínimos de convivencia y de acatamiento de las normas 
penales. La recuperación para la sociedad del que ha delinquido será infructuosa 
sin la convicción del penado (Muñoz, s.f, p. 59). 
 
Se fomentará que el interno participe en la planificación y ejecución de su 
tratamiento y colaborará para, en el futuro, ser capaz de llevar, con conciencia 
social, una vida sin delitos (Soler Cantalapiedra, 2003, p. 37). 
 
a) Estará basado en el estudio científico de la constitución, el temperamento, el 
carácter, las aptitudes y las actitudes del sujeto a tratar, así como de su sistema 
dinámico- motivacional y del aspecto evolutivo de su personalidad, conducente a 
un enjuiciamiento global de la misma, que se recogerá en el protocolo del interno.  
 
b) Guardará relación directa con un diagnóstico de personalidad criminal y con un 
juicio pronóstico inicial, que serán emitidos tomando como base una consideración 
ponderada del enjuiciamiento global al que se refiere el apartado anterior, así 
como el resumen de actividad delictiva y de todos los datos ambientales, ya sean 
individuales, familiares o sociales, del sujeto.  
 
c) Será individualizado, consistiendo en la variable utilización de métodos médico-
biológicos, psiquiátricos, psicológicos, pedagógicos y sociales, en relación a la 
personalidad del interno.  
 
d) En general será complejo, exigiendo la integración de varios de los métodos 
citados en una dirección de conjunto y en el marco del régimen adecuado.  
 
e) Será programado, fijándose el plan general que deberá seguirse en su 
ejecución, la intensidad mayor o menor en la aplicación de cada método de 
tratamiento y la distribución de los quehaceres concretos integrantes del mismo 
entre los diversos especialistas y educadores.  
 
f) Será de carácter continuo y dinámico, dependiente de las incidencias en la  
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evolución de la personalidad del interno durante el cumplimiento de la condena (p. 
37). 
 
¿Qué es lo que en realidad se trata de reeducar? 
 
La ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la pena establece de una 
manera clara en su artículo 66 que el objetivo del tratamiento penitenciario es 
proporcionar a los privados de libertad o internos, a través de servicios, atención y 
seguimiento, diferentes oportunidades para la superación académica, técnica y 
vocacional, brindarles las posibilidades para desempeñar un oficio y prepararlos 
para la vida, teniendo como punto de partida la aceptación voluntaria del interno y 
el respeto a su dignidad.  
 
Lo que se trata de reeducar es la conducta del interno, a tal punto que esta 
persona esté capacitada para reinsertarse a la sociedad siendo capaz de respetar 
las leyes penales. Esta reinserción social se puede lograr a través de tratamientos 
que recibe el interno en los Sistemas Penitenciarios. El objetivo es que esta 
persona no vuelva a delinquir por eso le ofrecen distintas opciones para que 
pueda elegir y no recaiga en los factores que lo llevaron a cometer delitos. 
 
Consideramos que el objetivo del tratamiento penitenciario es que el recluso 
cambie su conducta agresiva y antisocial, que sea consciente del daño que ha 
causado a la sociedad y a sí mismo. 
 
Es importante e indispensable que en los centros penitenciarios se brinden todas 
las atenciones debidas para que el privado de libertad pueda ser capaz de volver a 
reinsertarse al núcleo de la sociedad y de esta manera se estaría cumpliendo lo 
estipulado por la carta Magna y nuestras leyes de la República.  
 
El jurista, Allan Arburola Valverde haciendo suyas las palabras de Sandoval 
Huertas (1998) “la finalidad declarada del tratamiento penitenciario consiste en la 
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La reeducación se entiende como el tratamiento penitenciario en sentido amplio, y 
engloba todas las actividades de tipo educativo, formativo o cultural, que 
contribuyan a evitar la deshumanización de la persona condena o su reincidencia 
futura, de manera que pueda llevar una vida normalizada, alejada del delito 
(Tébar, 2004, p. 60). 
El tratamiento reeducativo lo que pretende es hacer que el interno o bien dicho el 
privado de libertad pueda desarrollar actividades de respeto y así mismo tener una 
responsabilidad social para de esta manera poder formar parte de este entorno 
una vez de que  su pronóstico individualizado sea favorable y demuestre de forma 
convincente de que éste es apto para nueva reinserción social y que se vea en 
claro de que no volverá a delinquir. 
 
Valero García (2006) expresa que los internos tienen derecho a recibir y participar 
en la educación, formación profesional, trabajo y programas específicos de 
tratamiento, para lograr conseguir los objetivos previstos como es el caso de 
volver a reinsertar a la sociedad a aquellos privados de libertad.  
 
La educación y la formación profesional son básicas para conseguir un cambio 
real de los reclusos, por este motivo es que en los centros hay posibilidad de 
cursar todos los niveles educativos de enseñanzas (Valero Garcia, 2006, p. 37). 
Valero García expresa que “la concepción actual consiste en poner en marcha 
estrategias educativas que mejoren sus posibilidades para vivir en libertad, sin 
delitos” (p. 41).  
 
Aspectos que intervienen en el tratamiento reeducativo 
Existen dos principios rectores que orientan el tratamiento de los internos. En 
primer lugar, encontramos el reconocimiento de la dignidad humana y el 
respeto de los Derechos Humanos, estableciendo así el principio de igualdad 
de tratamiento a los internos en concordancia con la garantía constitucional de 
igualdad ante la ley (Cuarezma & Houed, 2000, p. 547). 
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Estamos de acuerdo con Cuarezma & Houed (2000) que todas las personas 
que se encuentran privadas de su libertad deberán ser tratadas con respeto a 
su dignidad por el simple hecho de ser humanos y así mismo recibir el mismo 
trato porque todos somos iguales ante la ley. 
La Carta Magna de la República de Nicaragua establece en su artículo 39 que 
el Sistema Penitenciario es humanitario y tiene como objeto fundamental la 
transformación del interno para reintegrarlo a la sociedad. Por medio del 
sistema progresivo promueve la unidad familiar, la salud, la superación 
educativa, cultural y la ocupación productiva con remuneración salarial para el 
interno. Las penas tienen un carácter reeducativo. Las mujeres condenadas 
guardarán prisión en centros penales distintos a los de los hombres y se 
procurará que los guardas sean del mismo sexo.  
La importancia del tratamiento penitenciario radica en que, con mayor o menos 
precisión científica, el tratamiento está íntimamente vinculado a la ejecución de 
la pena de privación de libertad con una finalidad de prevención especial 
positiva (llámese corrección, reeducación, reinserción social, resocialización, o 
de cualquier otro modo parecido, y ésta es la única o la preponderante finalidad 
de la pena que las normas del Estado de Derecho aceptan expresamente del 
amplio abanico de posibilidades definido por la doctrina (Bueno, 2006, p. 12). 
Grijalva (1997) expresa que para efecto de tratamiento reeducativo se le brinda 
a la población penal una atención basada en: la clasificación, la relación 
interno-familia, el trabajo socialmente útil, la instrucción escolar, la capacitación 
técnica, las actividades culturales y deportivas y la emulación (p. 7).  
La relación interno-familia: “Esta relación constituye una actividad fundamental 
para el tratamiento reeducativo, ya que el acercamiento familiar influye 
psíquicamente en el ánimo y la conducta del interno”. 
Para promover esta relación, se otorgan visitas ordinarias y conyugales de acuerdo 
con el régimen penitenciario, se conceden visitas extraordinarias y se impulsa una 
política educativa con los familiares, de tal manera que la influencia de estos se 
prolongue fundamentalmente cuando el interno obtenga su libertad (p. 7).  
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Estamos de acuerdo respecto a que el interno se relacione con sus familiares 
ya que eso le ayudará al cambio de su conducta. Otro aspecto importante es 
que incide en el ánimo del recluso, consideramos que esta persona sentirá que 
tiene el apoyo de sus familiares y que no está solo. 
2) El trabajo socialmente útil: Por medio del trabajo se pretende combatir el 
ocio, crear hábitos de disciplina y darle, al interno, la posibilidad de percibir 
remuneración económica. Debido a la falta de fuentes de trabajo, en la 
actualidad los internos se integran a este de acuerdo con las posibilidades y 
condiciones existentes en cada centro penitenciario (Grijalva, 1997, p. 8). 
La ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la pena establece en 
su artículo  77  la participación del privado de libertad o interno en el trabajo 
penitenciario, es el elemento fundamental para hacer posible el tratamiento 
penitenciario.  
La remuneración salarial de los privados de libertad estará en correspondencia 
al tipo de trabajo, modalidad y características del mismo; todo lo relativo a las 
medidas de seguridad del interno es por cuenta y responsabilidad exclusiva de 
la dirección del Sistema Penitenciario Nacional.  
El tiempo que permanecen los internos en los Sistemas Penitenciarios  
nicaragüenses, les da la oportunidad de aprender un oficio con el fin de que 
una vez que salgan en libertad puedan subvenir a sus necesidades sin cometer 
delitos. Hacemos hincapié en esto ya que es importante que ellos aprendan un 
oficio porque podrán ganarse la vida honradamente y mantenerse a si mismo 
como a su familiares.  
3) La instrucción escolar: “La instrucción escolar se impulsa en todos los 
centros penales del país, desarrollándose en dos modalidades: la 
alfabetización y la primaria acelerada” (Grijalva, 1997, p. 8). 
“Los planes y programas de estudio y el desarrollo de las clases están sujetos 
a los lineamientos y orientaciones que emite el Ministerio de Educación” 
(Grijalva, 1997, p. 8). 
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Silvio Antonio Grijalva (1997) a los internos se les brinda capacitación técnica 
para que aprendan un oficio. Los cursos que se implementan dependen de las 
gestiones que desarrollan las autoridades penitenciarias a nivel central y en 
cada centro penal para conseguir su financiamiento. A los privados de libertad 
que egresan de cada curso se les extiende un certificado acreditado por el 
Instituto Nacional Tecnológico (INATEC).  
La ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la pena establece en 
su artículo  88 lo que es la educación y formación de los internos. Los centros 
penitenciarios deben de disponer de una escuela en la que se desarrolle la 
educación y formación básica de los privados de libertad o internos, 
especialmente para analfabetas y jóvenes de bajo nivel académico.  
El sistema educativo para los privados de libertad debe ser administrado, 
técnica y financieramente por el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, 
por lo que la enseñanza impartida debe de ajustarse a los programas y 
políticas oficiales del Estado. En todos los casos la instrucción y educación 
para los privados de libertad debe de estar orientada a que éstos puedan 
alcanzar los niveles académicos y títulos respectivos.  
La promoción de la enseñanza y la capacitación técnica de los internos, debe 
fomentar la participación de los diversos organismos del Estado y la sociedad 
civil, indistintamente de su naturaleza, con la finalidad y objetivo de ayudar al 
Sistema Penitenciario y al Ministerio de Educación, Cultura y Deportes para 
crear las condiciones técnicas y materiales necesarias para facilitar la 
reinserción social del privado de libertad.  
En el programa de tratamiento se integrará también la formación y el 
perfeccionamiento profesional de aquellos sujetos cuya readaptación lo 
requiera, realizándose con asesoramiento psicológico continuo durante el 
proceso formativo y previa la orientación personal correspondiente (Valero 
García, 2006, p. 39). 
Opinamos que es una labor muy importante la que realizan las personas que 
capacitan a los internos, porque el día de mañana esa persona podrá acceder  
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a un trabajo, vivir honradamente y subvenir a sus necesidades. El ciudadano 
que ingresó a un centro penitenciario ya no es el mismo que saldrá puesto que 
se observará  como aprovechó el tiempo que estuvo en prisión para aprender 
un oficio y en el futuro ser un buen ciudadano. 
Recalcando lo antes mencionado también es beneficioso para la sociedad 
puesto que es una persona que está capacitada para reinsertase a ella y sobre 
todo que tendrá la capacidad de respetar la ley y vivir en armonía con sus 
prójimos. 
4) Las actividades culturales y deportivas: Tales eventos se promueven para la 
recreación y el esparcimiento de los internos, de tal manera que influyan en 
mantener una adecuada salud mental y física, y por consiguiente, en el 
comportamiento disciplinario de los privados de libertad que participan en ellos 
(Grijalva, 1997, p. 9). 
La ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la pena establece en 
su artículo 89 el derecho a la educación, cultura y deportes, los privados de 
libertad o internos tienen derecho a disponer de locales apropiados para el 
desarrollo de las diferentes actividades educativas, culturales y deportivas, 
orientadas a su desarrollo físico, psíquico y mental, así como textos oficiales o 
libros diversos, revistas y periódicos de libre circulación en el país que les 
facilite su formación académica.  
El proceso informativo y académico también puede realizarse a través de 
audiciones radiofónicas, televisivas u otros medios similares. La única 
limitación con relación al derecho a la educación está determinada por razones 
de seguridad penitenciaria.  
Los internos están integrados en las distintas disciplinas deportivas tales como: 
fútbol, beisbol, baloncesto y voleibol. En las ramas artísticas son: teatro, danza 
y comicidad (Grijalva, 1997). 
Consideramos que es beneficioso y apropiado que los privados de libertad 
tengan la posibilidad de recreación, puesto que esto ayuda a que mejore su 
comportamiento y respeten las normativas del centro penitenciario. 
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5) La emulación: Es el mecanismo de reconocimiento que se aplica a aquellos 
internos que mantienen buen comportamiento e integración a las diversas 
actividades reeducativas con el propósito de estimular actitudes positivas que 
faciliten su posterior reinserción social (Grijalva, 1997, p. 9). 
Desde nuestro punto de vista estamos de acuerdo con este mecanismo ya que 
los internos que tienen buen comportamiento y cumplen con las normas del 
centro penitenciario se merecen el reconocimiento y esto les ayudará al 
momento de solicitar algún incidente ya sea el caso de la libertad condicional. 
6) Asistencia Religiosa: Los internos reciben asistencia religiosa de cualquier 
culto. 
La ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la pena establece de 
una manera clara en su artículo 73 lo que se refiere a la asistencia religiosa 
(Asistencia espiritual). Los privados de libertad o internos gozan del derecho 
del ejercicio del culto religioso y a comunicarse con sus guías espirituales 
llamados por ellos o por aquellos que presten colaboración en el centro 
penitenciario.  
Nuestra Constitución Política establece en su  art. 14 que el Estado no tiene 
religión oficial. 
Para Bosca (2006) “En muchos países se ha organizado una asistencia religiosa en 
los establecimientos carcelarios para atender las necesidades de quienes se 
encuentran en una situación de privación de la libertad”.  
Las leyes orgánicas de los sistemas carcelarios también suelen contener previsiones 
en esta materia. Hay que tener en cuenta que la situación de enfermedad y la 
experiencia del dolor expone a las personas a sufrimientos en ocasiones prolongados 
que requieren tanto de la prescripción médica como de los auxilios espirituales, pero 
también es altamente estresante la mera privación de la libertad. 
La ley garantiza plenamente el derecho de toda persona privada de libertad, de recibir 
asistencia religiosa según sus convicciones y de los ministros de su culto. La  
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Iglesia católica brinda este servicio espiritual mediante los capellanes del servicio 
penitenciario (pp. 17-18). 
El jurista Bosca (2006) expresa que la mencionada norma general que reglamenta el 
cumplimiento de las penas privativas de libertad reconoce el derecho a la atención 
espiritual que tienen los hombres y mujeres internados en establecimientos carcelarios 
federales y especifica su derecho a ser atendidos personalmente por los ministros 
respectivos. También establece la existencia de un lugar adecuado para realizar 
actividades de orden religioso (p. 19). 
“También establece que pondrá a disposición locales apropiados para los actos 
religiosos y que los internados tendrán plena libertad para el ejercicio de su religión” 
(Bosca, 2006, p. 21). 
Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe 
pronóstico final en el que se manifestarán los resultados conseguidos por el 
tratamiento y un juicio de probabilidad sobre el comportamiento futuro del 
sujeto en libertad, que, en su caso, se tendrá en cuenta en el expediente para 
la concesión de la libertad condicional (Valero García, 2006, p. 39). 
 




Regulación de la figura de la libertad condicional en la legislación penal 
nicaragüense 
 
Esta regulación consistirá en todo el procedimiento que ha de seguirse para la 
tramitación del incidente de libertad condicional, para esto el ordenamiento jurídico 
que utilizaremos serán: La Constitución Política de la República de Nicaragua, el 
Código Penal y Procesal Penal, ley 745 de Ejecución, Beneficios y Control 
Jurisdiccional de la Sanción Penal y la ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y 
Ejecución de las penas. 
 
3.1 Requisitos para la concesión de la libertad condicional 
 
3.1.1 Buena Conducta 
 
Asunción Muñoz Brunet (s.f) expresa que: 
Aunque muchos autores opinan que este requisito es subjetivo y que podría tratarse de un 
concepto jurídico indeterminado, discrepo totalmente ya que para saber si un interno tiene 
buena conducta o no, solamente se tendrá que examinar su expediente y averiguar si 
tiene expedientes disciplinarios por faltas graves o muy graves.  
Igualmente opina Sánchez Yllera cuando afirma que por buena conducta sólo cabe 
entender “ausencia de mala conducta” (p. 121).  
La conducta está relacionada a la modalidad que tiene una persona para 
comportarse en diversos ámbitos de su vida. Esto quiere decir que el término 
puede emplearse como sinónimo de comportamiento, ya que se refiere a las 
acciones que desarrolla un sujeto frente a los estímulos que recibe y a los vínculos 
que establece con su entorno (Diccionario Definición.De, s.f, en línea). 
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Muñoz (s.f) haciendo suyas las palabras de Mapelli Caffarena afirma que “una 
sanción por sí sola no es motivo para denegar la libertad condicional”, siempre que 
la falta cometida por el interno no sea de gravedad  (p. 124). 
La identificación del término “buena conducta” con la ausencia de sanciones 
disciplinarias es práctica habitual en la Administración Penitenciaria. Así, las 
prisiones no suelen molestarse siquiera en incoar el expediente de libertad 
condicional hasta que el interno tenga su expediente “limpio” de cualquier 
rastro de sanción disciplinaria (Moreno, 2004, p. 4). 
En nuestro sistema penitenciario nicaragüense los internos que se han 
encontrado en acciones de indisciplina, tienen que asumir la responsabilidad 
que generó esa indisciplina.  
Una vez que se solicita la hoja evaluativa esta acción aparece reflejada en ella 
es por esta razón que se deberá solicitar nuevamente la hoja evaluativa dentro 
de un plazo de seis meses, para que salga en limpio su expediente. 
Para Ríos Martín, no se puede exigir a la persona presa que tenga una 
conducta superior a la del ciudadano normal. Lo único que es relevante para 
poder concederse la LC es que no se tengan partes sancionadores sin 
cancelar. Un importante sector doctrinal opina que, incluso ante la comisión de 
determinadas faltas disciplinarias, se puede aconsejar la concesión de tal 
beneficio con un estudio individualizado del preso. Basta para este sector un 
comportamiento mínimamente correcto, en vistas a la reeducación y 
reinserción social (Ludeña, 2002, en línea). 
Se trata de un requisito de naturaleza subjetiva, cuya valoración será siempre 
difícil, sutil y problemática. En todo caso, para objetivar al máximo este requisito 
subjetivo, habrá que entender por "buena conducta" un comportamiento correcto, 
esto es, la inexistencia de sanciones disciplinarias no canceladas en el expediente 
del interno (Vega, s.f, p. 23).  
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Podría decirse que la conducta es entendida a partir de los comportamientos de 
un sujeto que pueden observarse. En su conformación entran en juego las 
actividades del cuerpo (como hablar o caminar) y de la mente (pensar), en 
especial aquellas que se desarrollan para interactuar con otras personas 
(Diccionario Definición.De, s.f, en línea). 
Es por este motivo que la libertad condicional lo que pretende es la reinserción 
social, es por esta razón que no debería entenderse que el que cometía tal 
acción disciplinaria no tenga derecho de reinsertarse a la sociedad o no tenga 
derecho a intentar ser parte de la misma. 
El código penal de la República de Nicaragua Ley 641 en su artículo 96 
establece como requisito para la concesión de la libertad condicional en su 
inciso b que en el interno se haya observado buena conducta. 
La buena conducta es un parámetro indispensable para el otorgamiento de 
dicho incidente, es necesario que el privado de libertad cumpla con las reglas 
que se establecen dentro del sistema penitenciario. 
Consideramos que el comportamiento del interno durante el cumplimiento de 
su condena es indispensable puesto que es importante ver la evolución que el 
privado de libertad a desarrollado y de esta forma valorar si su conducta a 
cambiado durante su estancia en este centro penitenciario, tenemos que tener 
en cuenta que la condena no es un castigo sino una forma de que el reo pueda 
ser una persona capaz de respetar las leyes así mismo de reintegrarse una vez 
más a la sociedad, también consideramos de que los jueces o tribunales para 
otorgar dicho beneficio toman en cuenta la calificación del delito es decir no es 
lo mismo un delito grave a uno menos grave. 
3.1.2 Pronóstico individualizado y favorable de reinserción social 
 
Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe 
pronóstico final, en el que se manifestarán los resultados conseguidos por el 
tratamiento y un juicio de probabilidad sobre el comportamiento futuro del  
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sujeto en libertad que, en su caso, se tendrá en cuenta en el expediente para la 
concesión de la libertad condicional (Moreno, 2004, p.5). 
Para poder retornar al régimen general de cumplimiento será necesario un 
pronóstico individualizado previo y favorable de reinserción social debiendo 
valorarse en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del 
tratamiento reeducador (Muñoz, s.f, p. 103).   
Estas son algunas de las circunstancias personales más comunes de los reos, 
entre ellas están: la desintegración familiar, también por la fácil obtención de 
armas destructivas como lo son las drogas así mismo puede ser por la 
violencia que vivieron en distintas circunstancias de su vida. 
La base del tratamiento de reinserción social está encaminada en trasformar a 
estas personas que cometieron delitos para ser de ellas personas capaces de 
poder reinsertarse a la sociedad y de que no vuelvan a cometer delitos. 
Este pronóstico futuro está dotado, como es lógico, de incertidumbre. Para 
poder emitir un pronóstico sobre la conducta de una persona habría que 
realizar estudios individualizados de las instancias socializadoras y de las 
circunstancias personales y psicológicas que pudieron influir en la comisión del 
delito (Ludeña, 2002, en línea). 
Enrique Sanz Delgado (2006) opina que el pronóstico de reinserción social ha 
de existir (...), y no puede eludirse el requisito o hacer como si no existiera. No 
puede, sin embargo, olvidarse que todo juicio de probabilidad está sujeto a 
error y, si es un juicio de futuro, más aún (p. 113). 
Para optar al beneficio de la libertad condicional es preciso que el interno 
presente en su pronóstico individualizado un resultado favorable para la 
reinserción social, este pronóstico debe reflejar que el privado de libertad está 
apto para reintegrarse a la sociedad y que el ya no es una persona peligrosa 
para esta misma. 
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Este pronóstico individualizado es emitido por los expertos que el Juez de 
Vigilancia estime convenientes. 
Así mismo debemos señalar que el código penal de la República de Nicaragua 
Ley 641 en su artículo 96 incisos b establece como requisito para la concesión 
de la libertad condicional deberá existir un pronóstico individualizado y 
favorable de reinserción social emitido por las autoridades penitenciarias. 
3.1.3 Cumplimiento de las dos terceras partes de la condena 
 
El artículo 96 del código penal vigente de Nicaragua ley 641 establece que para 
optar al beneficio de la libertad condicional se dará en las penas de prisión que 
excedan los cinco años, para aquellos sentenciados en los que ocurran las 
siguientes causas entre estas enumera en su inciso a) que hayan cumplido las 
dos terceras partes de su condena. 
A como hemos venido señalando en nuestro trabajo la libertad condicional es 
un beneficio que se le concede a los privados de libertad. 
Los beneficios penitenciarios son aquellas medidas que permiten la reducción 
de la duración de la condena impuesta en sentencia firme o de la de tiempo 
efectivo de internamiento (Soler Cantalapiedra, 2003, p. 146). 
El articulo 16 inciso b de la ley 745 Ley de Ejecución, Beneficios y Control 
Jurisdiccional de la sanción penal reza: Se podrá otorgar, la libertad condicional 
en los delitos graves y menos graves, cuando a la persona condenada haya 
cumplido las dos terceras partes de efectiva prisión, cuando concurran las 
circunstancias del Código Penal. 
Estas circunstancias son las antes mencionadas como la buena conducta, la 
existencia de un pronóstico individualizado y favorable de reinserción emitido 
por las autoridades del Centro Penal.  
En el caso de que el reo esté detenido al momento que se celebre la audiencia 
preliminar, el cómputo del tiempo de la condena comienza a contabilizarse desde 
que se le impuso la medida cautelar y en el caso de que se decrete como medida  
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cautelar la presentación periódica comenzará a contabilizarse la condena desde la 
audiencia inicial. 
 
Cuando se está en arresto domiciliar como por ejemplo se le decretó a una mujer 
embarazada esta medida cautelar comienza a contabilizarse desde el momento 
que se le concedió esta medida otorgada por la autoridad. 
 
3.1.4 Excepción a la regla de las dos terceras partes 
 
Al mismo tiempo la ley 745 de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional  de 
la Sanción Penal reza que éste beneficio sólo se podrá, aplicar cuando a la 
persona condenada haya cumplido las tres cuartas partes de la pena de 
efectiva prisión, en los delitos de: terrorismo, secuestro extorsivo, tráfico y 
extracción de órganos y tejidos humanos, tráfico de migrantes ilegales, delitos 
relacionados con estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas. 
En el mismo artículo se menciona que se exceptúa el delito tipificado de 
tenencia en el Código Penal es decir que para este tipo penal solo será 
necesario que se cumplan las dos terceras partes de la condena impuesta.  
El lavado de dinero bienes o activos, tráfico ilícito de armas, fabricación, trafico, 
tenencia y uso de armas restringidas, sustancias o artefactos explosivos, tráfico 
ilícito de vehículos, crimen organizado, violencia doméstica o intrafamiliar, 
delitos contra la libertad e integridad sexual, delitos contra el orden 
internacional, robo con violencia o intimidación en las personas, robo agravado, 
estos deberán cumplir las tres cuartas partes de su condena. 
La libertad Condicional de ninguna manera podrá concederse cuando el delito 
sexual sea cometido contra niños, niñas y adolescentes no habrá lugar a 
ningún beneficio. 
De la misma manera debemos tomar en cuenta que otra excepción a esta regla 
de las dos terceras partes es por el motivo de la llamada libertad extraordinaria 
establecida en el artículo 97 del código penal de la República de Nicaragua ley 
641 el cual se refiere a la libertad condicional extraordinaria y establece que,  
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los condenados que hayan cumplido la edad de setenta años o la cumplan 
durante la ejecución de la condena, y reúnan los requisitos establecidos en el 
artículo 96 del mismo código ley 641, excepto de las dos terceras partes de la 
condena, podrán obtener la concesión de la libertad condicional. 
Nuestro Código Penal vigente ley 641 establece que se elevará al Juez de 
Vigilancia Penitenciaria el expediente de libertad condicional de los privados de 
libertad que hayan cumplido setenta años, el expediente deberá contener los 
requisitos establecidos en la misma norma jurídica, excepto el de haber 
extinguido las dos terceras partes o las tres cuartas partes en su caso de la 
condena. 
Así mismo el artículo 97 del código penal vigente ley 641 establece que  
procederá la libertad condicional cuando, según informe médico forense, se 
trate de enfermos muy graves, con padecimientos incurables y terminales. 
En caso de enfermedad el propio código procesal penal de la República de 
Nicaragua Ley Numero 406 establece en su artículo 411 que si el condenado 
sufre alguna enfermedad durante la pena privativa de libertad y esta no puede 
ser atendido adecuadamente en la cárcel que ponga en grave riesgo su salud y 
su vida, el Juez de Ejecución de la pena podrá ordenar la internación del 
enfermo en un establecimiento adecuado esto siempre previo los informes 
médicos forense que sean necesarios el juez ordenará las medidas necesarias 
para evitar la fuga. 
Cuando se trate de alguna alteración psíquica, perturbación o alteración de la 
percepción del condenado el juez a través del mismo procedimiento puede 
ordenar su traslado a un Centro especializado de atención. En todos los casos 
el tiempo de internamiento se computará para efectos de la pena. 
Estos casos antes mencionados son solo cuando necesitan alguna atención 
medica, es decir el privado de libertad después de un tiempo determinado 
cuando así lo vea necesario los peritos en esta materia este podrá seguir 
cumpliendo su condena en prisión una vez que se haya recuperado según 
informes médicos. 
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Igual sistema ha de seguirse cuando, según el informe médico se trate de 
enfermos muy graves con padecimientos que no pueden ser curados cuando 
así lo consideren los servicios médicos del Centro y estos consideren que se 
debe otorgar la concesión de la libertad condicional por esta causa, lo deben 
poner en conocimiento de la junta de tratamiento mediante la elaboración del 
informe médico así lo establece el código penal ley 641. 
Es importarte recalcar que el sistema penitenciario según nuestra constitución 
política lo que pretende es que se trata de reeducar la conducta del interno, 
debemos tener claro que el artículo 407 de nuestro código procesal penal de 
Nicaragua establece las atribuciones de los jueces de ejecución y una de sus 
atribuciones es según el inciso dos: mantener, modificar, sustituir, o hacer 
cesar las penas y las medidas de seguridad.  
El artículo 232 del mismo código procesal penal establece como deberes de la 
policía nacional en su inciso 6 que estos deberán solicitar la evaluación del 
detenido por parte del médico forense o quien haga sus veces, previo a su 
presentación a la autoridad jurisdiccional o en su caso de grave estado de 
salud. 
Es importante hacer mención que los jueces de vigilancia no solamente son 
encargados de velar por el cumplimiento de la pena impuesta sino también de 
salvaguardar los derechos de los internos y uno de los derechos es el de tener 
una adecuada atención médica. 
 Marco jurídico sobre la concesión de la libertad condicional 
  
 3.2.1 Constitución Política de la República de Nicaragua 
 
La Constitución Política del Estado es la norma jurídica suprema que define los 
derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos y a demás garantiza la 
libertad política y civil del individuo. 
 
La carta magna, es la norma suprema es decir ninguna ley podrá estar por encima 
de ella. La constitución regula las relaciones entre los poderes del estado como  
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son en nuestro país el poder ejecutivo, el poder legislativo, poder judicial y el 
poder electoral así mismo en la carta magna se encuentran recogidos todos los 
derechos y  obligaciones de los ciudadanos. 
 
El artículo 23 de la constitución política establece que  el derecho a la vida es 
inviolable e inherente a la persona humana. En Nicaragua no hay pena de 
muerte. 
El artículo 36 de la carta magna de Nicaragua  dispone que toda persona tiene  
derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. Nadie será 
sometido a torturas, procedimientos, penas ni a tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. La violación de este derecho constituye delito y será penado por 
la ley. 
Primeramente es importante mencionar que nuestra constitución política de la 
República de Nicaragua vigente establece en su artículo 37 en su parte in fine 
que no se impondrá pena o penas que, aisladamente o en conjunto, duren más 
de treinta años. 
De la misma manera el artículo 38 de la carta fundamental nicaragüense 
establece que la ley no tiene efecto retroactivo, excepto en materia penal 
cuando favorezca al reo. 
Así mismo en su Artículo 39 reza: En Nicaragua, el sistema penitenciario es 
humanitario y tiene como objetivo fundamental la transformación del interno 
para reintegrarlo a la sociedad. Por medio del sistema progresivo promueve la 
unidad familiar, la salud, la superación educativa, cultural y la ocupación 
productiva con remuneración salarial para el interno. Las penas tienen un 
carácter reeducativo. 
Las mujeres condenadas guardarán prisión en centros penales distintos a los 
de los hombres y se procurará que los guardas sean del mismo sexo. 
El artículo 58 de  nuestra carta magna establece que  los nicaragüenses tienen 
derecho a la educación y a la cultura es necesario mencionar que aunque los 
privados de libertad sean personas que cometieron delitos no por esto se les 
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negará la participación en la educación y en la cultura ya que cabe mencionar 
que todos los nicaragüenses somos iguales ante la ley. 
La constitución establece que la educación tiene como objetivo la formación 
plena e integral del nicaragüense; dotarlo de una conciencia crítica, científica y 
humanista; desarrollar su personalidad y el sentido de su dignidad; y 
capacitarlo para asumir las tareas de interés común que demanda el progreso 
de la nación; por consiguiente, la educación es factor fundamental para la 
transformación y el desarrollo del individuo y la sociedad artículo 116. 
Esto va acorde con lo que se pretende en el sistema penitenciario que el 
objetivo primordial es la reeducación del interno. 
La constitución política es la carta fundamental de la nación nicaragüense 
ninguna ley podrá estar por encima de ella. 
 3.2.2 Código Penal de Nicaragua ley N° 641 
 
En nuestro código penal la libertad condicional está regulada únicamente en los 
artículos 96 y 97, ésta se concibe como un beneficio penitenciario otorgado a 
los condenados que reúnan los requisitos ya mencionados como es que hayan 
sido sentenciados a una pena de prisión que exceda de cinco años, que 
cumplan con las dos terceras partes de la pena impuesta. 
De igual manera también se requiere que el reo haya presentado buena 
conducta a lo largo de su estadía en el centro penitenciario así como la 
existencia de un pronóstico individualizado y favorable de reintegración a la 
sociedad emitido por las autoridades del penal. 
Una vez que se otorgue el beneficio, el juez de vigilancia penitenciaria 
impondrá ciertas medidas que el interno deberá cumplir y en caso contrario se 
le revocará dicho beneficio. Si cometiere un nuevo delito durante el tiempo que 
esté disfrutando de la libertad condicional también se le revocará y cumplirá el 
resto de la pena y no podrá volver a solicitar este beneficio. 
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 3.2.3  Ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de las penas 
En su artículo 1 de la ley 473 Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de las 
penas deja muy en claro cuál es el objeto que se pretende con dicha norma y 
establece que tiene por objeto el de regular las actividades en la ejecución de 
las penas y medidas cautelares privativas de libertad, tales como control, 
reeducación, seguridad penal y la reinserción social de los privados de libertad.  
Así mismo dispone que la ejecución de las penas tiene como fin primordial la 
reeducación y reinserción del privado de libertad a las actividades de la 
sociedad.  
 De igual forma el artículo 6 hace mención sobre los objetivos fundamentales  
del Sistema Penitenciario Nacional y entre ellos se encuentran: Ejecutar las 
sentencias penales y medidas cautelares privativas de libertad que fueron 
dictadas por los tribunales de justicia, el de la reeducar a los privados de 
libertad  para que luego estos puedan volver a hacer parte de la sociedad, así 
mismo promueven la unidad familiar, la salud y la ocupación productiva del 
interno. 
La ley 473 de la República de Nicaragua hace hincapié en su art. 7 que el 
sistema penitenciario se fundamenta en el reconocimiento de la dignidad de la 
persona y el respeto a los derechos humanos. 
Establece en el art 8 de la misma ley lo que es el principio de igualdad, queda 
prohibida la discriminación para los internos por motivos de nacimiento, 
nacionalidad, credo político o religioso, raza, sexo, edad, idioma, opinión, 
origen, estrato social y capacidad económica. 
Es importante señalar que nuestra constitución política en su artículo 27 
establece que todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a 
igual protección. No habrá discriminación por motivos de nacimiento, 
nacionalidad, credo político, raza, sexo idioma, religión, opinión, origen, 
posición económica o condición social. 
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El artículo 13 menciona cual es la autoridad de aplicación y sus funciones con 
relación a los internos y dice que para los fines y efectos de la presente Ley, se 
designa como autoridad de aplicación de ésta, a la Dirección General del 
Sistema Penitenciario Nacional, siendo sus funciones para con los internos, 
entre ellos están la de promover la aplicación, control y ejecución de programas 
de reeducación para los internos, con el objetivo de su reinserción gradual a la 
sociedad por medio del Sistema Progresivo, tanto en los centros penitenciarios 
ordinarios y/o especiales; así como la de promover la asistencia, la 
participación y la unidad familiar de los internos durante el proceso de 
tratamiento y rehabilitación. 
Dentro de las funciones del Director General del Sistema Penitenciario 
Nacional está la de Cumplir y hacer cumplir la Constitución Política, el 
ordenamiento jurídico del Estado nicaragüense, así como los acuerdos, 
tratados y convenios internacionales relativos a la materia y demás 
disposiciones de carácter general que regulen la actividad penitenciaria. 
Otro punto importante que debemos tomar en cuenta es el artículo 46 sobre el 
otorgamiento de beneficios legales puesto que el director del centro 
penitenciario podrá proponer a la autoridad judicial competente el otorgamiento 
de los beneficios legales relativos a la suspensión de penas y la libertad 
condicional en favor de los privados de libertad que reúnan los requisitos 
establecidos en el Código Penal. El Director General del Sistema Penitenciario 
Nacional, por medio del Ministro de Gobernación, elaborará al Presidente de la 
República, listas de privados de libertad para que gocen del beneficio del 
indulto y su posterior reinserción social.  
Otro aspecto que tiene mucha relevancia es que los internos que están 
ubicados en el régimen laboral son personas que voluntariamente aceptaron el 
tratamiento reeducativo y han solicitado integrarse en las diversas actividades 
del penal, su ubicación será en las galerías y celdas sin candados y/o de 
acuerdo a las condiciones físicas del centro penitenciario.  
El reglamento de la ley 473 en su artículo 111 establece que en el régimen 
laboral se ubican a los internos que voluntariamente aceptan el tratamiento  
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reeducativo, los que son regresados del Régimen Semi-abierto, los que 
estando en prisión preventiva son condenados y hayan demostrado buen 
comportamiento. 
 Planteamientos a partir del incidente de libertad condicional 
 3.3.1 Código Procesal Penal de Nicaragua ley 406 
Conforme lo establecido en  el artículo 1 del código procesal penal, ninguna 
persona podrá ser condenado a una pena o sometida a una medida de 
seguridad, sino es por medio de una sentencia firme, dictada por un tribunal 
competente y a través de un proceso en el que se hayan observado los 
derechos y garantías consagrados en la Constitución Política y tratados 
internacionales (Aráuz, 2006, p. 591). 
El artículo 402 de la ley 406 código procesal penal reza: Derechos. El 
condenado podrá ejercer, durante la ejecución de la pena, los derechos y las 
facultades que le otorgan la Constitución Política, los tratados y convenios 
internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Nicaragua, las 
leyes penales, penitenciarias y los reglamentos, y planteará ante el tribunal que 
corresponda las observaciones, recursos e incidencias que con fundamento en 
aquellas reglas, estime convenientes (Código Procesal Penal, 2001). 
Debemos mencionar que la constitución política establece que la pena no 
podrá ir más allá de los treinta años y no trasciende de a persona del 
condenado. 
El Artículo 404 del código procesal penal es claro en establecer cuáles son las 
partes en la ejecución para el trámite de Incidentes en estas menciona al  
Ministerio Público, el acusador particular, el querellante, el condenado o su 
defensor podrán plantear ante el competente Juez de Ejecución de la pena 
incidentes relativos a la ejecución, sustitución, modificación o extinción de la 
pena o de las medidas de seguridad. 
Deberán resolverse dichos incidentes dentro del plazo de cinco días, previa 
audiencia a los demás intervinientes y si fuera necesario incorporar elementos  
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de prueba, el Juez de Ejecución, aún de oficio, ordenará una investigación 
sumaria, después de la cual decidirá. 
Los incidentes relativos a la libertad anticipada y aquellos en los cuales, por su 
importancia, el Juez de Ejecución de la pena lo estime necesario, serán 
resueltos en audiencia oral siempre se deberán citar a los testigos y peritos que 
deben informar durante el debate. 
El Juez de Ejecución será el encargado de decidir por medio de auto fundado, 
contra lo resuelto por el juez de vigilancia penitenciaria, procede recurso de 
apelación ante la Sala Penal del Tribunal de Apelación en cuya competencia 
territorial ejerza sus funciones el Juez de Ejecución correspondiente; la 
interposición del recurso de apelación no suspenderá la ejecución de la pena. 
El artículo 407 CPP hace mención de cuáles son las Atribuciones de los Jueces 
de Ejecución y dice que los Jueces de Ejecución ejercerán las siguientes 
atribuciones, Hacer comparecer ante sí a los condenados o a los funcionarios 
del sistema penitenciario, con fines de vigilancia y control, mantener, sustituir, 
modificar o hacer cesar las penas y las medidas de seguridad, así como las 
condiciones de su cumplimiento. 
Así mismo visitar los centros de reclusión, por lo menos una vez al mes, con el 
fin de constatar el respeto de los derechos fundamentales y penitenciarios de 
los internos, y ordenar las medidas correctivas que estimen convenientes, 
resolver, con aplicación del procedimiento previsto para los incidentes de 
ejecución, las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el 
régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecten sus derechos, 
resolver, por vía de recurso, las reclamaciones que formulen los internos sobre 
sanciones disciplinarias, aprobar las sanciones de ubicación en celdas de 
aislamiento por más de cuarenta y ocho horas, y, dar seguimiento y controlar el 
cumplimiento de las penas no privativas de libertad. 
Artículo 408 CPP reza: Unificación de penas. Cuando se hayan dictado varias 
sentencias de condena contra una misma persona o cuando después de una  
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condena firme se deba juzgar a la misma persona por otro hecho anterior o 
posterior a la condena, un solo juez unificará las penas, según corresponda. 
La unificación de penas será efectuada por el juez que impuso la última de 
ellas observando lo dispuesto en la Constitución Política. De su decisión 
deberá informar a los jueces que impusieron las condenas previas y al Juez de 
Ejecución competente (Código Procesal Penal, 2001). 
El juez de ejecución es una autoridad diferente a lo que es el juez de sentencia, 
tenemos que tener claro que el juez de ejecución es el encargado de velar por 
los derechos de los privados de libertad así mismo de hacer cumplir las penas 
impuestas y de resolver los incidentes que se promuevan por las partes.  
 3.3.2 Ley 745. Ley de ejecución, beneficios y control jurisdiccional de la 
sanción Penal de la República de Nicaragua 
El artículo 1 de la Ley 745 reza: El objeto de la presente Ley es regular el 
control jurisdiccional de la ejecución de las sanciones penales, la vigilancia 
penitenciaria, el seguimiento de las medidas de seguridad y establecer el 
procedimiento para la tramitación y resolución de los incidentes 
correspondientes, garantizando la finalidad reeducativa de la imposición de la 
pena y la reinserción en la sociedad de la persona condenada (Ley de 
ejecución, beneficios y control jurisdiccional de la sanción penal de la República 
de Nicaragua, 2010). 
La finalidad y Ejecución de la Pena y Vigilancia está establecida en la ley 745 y 
menciona que la sanción penal en su fase de ejecución tendrá la finalidad 
primordial de procurar la transformación de la persona condenada mediante el 
sistema progresivo, aplicando un conjunto de beneficios, derechos e incentivos 
que estimulen su incorporación a un plan de reeducación y de reinserción 
paulatina en la sociedad. El Estado deberá proporcionar los medios adecuados 
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3.3 Análisis de Casos Prácticos 
 
En investigaciones realizadas en los juzgados de ejecución y vigilancia 
penitenciaria de Nejapa constatamos el procedimiento a seguir en la 
tramitación del incidente de libertad condicional, analizamos varios expedientes 
y en todos se llevó a cabo el siguiente procedimiento: 
Se realizó el escrito de cambio de defensa, el cual fue firmado por el 
condenado; este escrito se interpuso en ORDICE. Cuyo objetivo es que se 
conceda la debida intervención de ley, la cual es concedida por el Juez de 
Vigilancia y Ejecución Penitenciaria en donde está radicada la causa. 
Luego de esto se procedió a interponer escrito en donde se solicita la hoja 
evaluativa del condenado, el objetivo de esta, es ver el comportamiento del 
condenado dentro del sistema penitenciario. Cuando en la hoja evaluativa se 
ve reflejada la mala conducta, es decir el condenado a incurrido en indisciplina, 
la autoridad judicial no dará lugar al incidente, sino hasta que hayan 
transcurridos seis meses, contados a partir de la fecha en que se cometió esta 
indisciplina (mal comportamiento). 
El artículo 24 de la ley 745 establece que dichos informes serán remitido el 
expediente judicial, el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria solicitará a 
la Dirección de Control Penal del Sistema Penitenciario, la remisión en el plazo 
de cinco días, de un informe de la situación penitenciaria del interno con la 
proyección de las fechas de cumplimiento de la pena. 
Así mismo solicitará, en el plazo de seis meses, el envío de la correspondiente 
ruta progresiva, de conformidad con la Ley No. 473 "Ley del Régimen 
Penitenciario y Ejecución de la Pena", publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
No. 222 el 21 de Noviembre del 2003. Para las proyecciones de avance en el 
régimen progresivo y del cumplimiento de la sanción, la autoridad penitenciaria 
deberá considerar el eventual abono legal a la sanción por trabajo 
penitenciario, así como los períodos de prisión preventiva o arresto domiciliario 
cumplidos por la persona condenada durante el proceso. 
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 Luego se deberá Interponer escrito promoviendo el incidente de Libertad 
Condicional y así mismo solicitar audiencia para debatir dicho incidente. Esta  
audiencia será notificada y será remitido a los juzgados en la hora y fecha 
señalada en la orden girada por el juez al centro penitenciario. 
 La audiencia debe realizarse en presencia de las partes procesales. 
 El incidente deberá ser resuelto en un plazo de 5 días mediante auto fundado. 
De este auto se puede apelar. 
En la mayoría de estos casos que analizamos nos dimos cuenta que las 
resoluciones emitidas por el juez de ejecución y vigilancia penitenciaria se 
basan en que el sujeto es una persona que sigue siendo un peligro para la 
sociedad debemos tomar en cuenta de que el juez de ejecución deberá tomar 
en cuenta y valorar lo que es la hoja evaluativa del condenado así mismo el 
pronóstico individualizado y de que este cumpla con las dos terceras partes o 
en su caso las tres terceras partes de la condena. 
El juez tiene la obligación de fundamentar el por que deniega dicho incidente, 
no así dando una respuesta de que para su considerar el a pesar de que su 
valoración demuestre que tiene un buen comportamiento y es una persona que 
esta apta para reinsertarse a la sociedad su índice de peligrosidad según 
criterio propio del juez no ha disminuido en lo mínimo. 
Otras de las razones que algunos jueces dan al resolver el incidente que se ha 
promovido en estos casos como la libertad condicional, es el que no se puede 
mezclar un derecho con un beneficio esto es que no se puede tomar en cuenta 
el tiempo laborado por los privados de libertad como parte de descuento de la 
condena. 
Aunque se concluya que la actividad mostrada por el evaluado en el periodo 
valorado es positiva y está acorde con el tratamiento reeducativo esto para 
algunas autoridades no es suficiente. 
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De estos autos emitidos por el juez de vigilancia penitenciaria son objeto de 
apelación. 
Respecto a la libertad condicional extraordinaria que contempla el código penal 
vigente de Nicaragua en el artículo 97 de la ley 641 dispone que deberán 
cumplirse los requisitos como es el caso de la buena conducta y un pronóstico 
favorable de reinserción social excepto las dos terceras partes o tres cuartas 
partes en su caso de la condena cuando el interno se encuentre en caso de 
que haya cumplido la edad de 70 años o la cumplan durante la ejecución de la 
condena igualmente procederá la libertad condicional cuando según informe 
del médico forense se trate de enfermos muy graves con padecimientos 
incurables y terminales.  
En casos analizados también observamos que el juez de ejecución concedió el 
beneficio de la libertad condicional y este lo fundamentó con la hoja evaluativa y el 
pronóstico individualizado y favorable de reinserción social donde se demostró que 
el privado de libertad durante el cumplimiento de su condena tuvo una conducta y 
disciplina que le es favorable, así mismo pudimos observar que en el pronóstico 
emitido por las autoridades del sistema penitenciario mostraban que se integraron  
a las actividades básicas del tratamiento reeducativo como son el de instrucción 
escolar, deporte, trabajo, sus valoraciones psicológicas son clínicamente estables 
y por tanto en las conclusiones finales se demostró que están aptos para la 
reinserción social. 
 
En este caso del tratamiento reeducativo es necesario según nuestro criterio de 
que los privados de libertad sean visitados por sus familiares porque de esta 
manera contribuyen a que ellos se sientan de alguna manera apoyados por sus 
familiares y esto los motive a ser mejores ciudadanos. 
 
El Art. 29 de la ley 745 Ley de ejecución, beneficios y control jurisdiccional de la 
sanción penal de la República de Nicaragua establece las condiciones de 
cumplimiento de la libertad condicional una vez que se haya concedido. 
 
El Juez, al conceder la libertad condicional, podrá imponer a la persona  
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condenada, por el plazo que resta para el efectivo cumplimiento de la sanción, 
alguna o algunas de las siguientes condiciones, de acuerdo con las 
particularidades del caso y con fundamento en la prueba evacuada, la obligación 
de someterse al cuidado y vigilancia de un familiar o responsable o institución 
determinada, que informará regularmente al Juzgado. 
 
Así mismo otra de las medidas que se pueden imponer están la obligación de 
presentarse periódicamente ante el Juzgado que se designe; la prohibición de salir 
del país; la obligación de tener un domicilio fijo y conocido, mismo que solo podrá 
modificar con autorización del Juzgado; la prohibición de acercarse o perturbar a 
la víctima o sus familiares y otras señaladas en la misma norma jurídica. 
 
Una vez que la libertad condicional es concedida el periodo que durará esta es 
todo el tiempo que le falte al interno para cumplir su condena. Si durante este 
periodo el individuo vuelve a delinquir dicho beneficio puede ser revocado por el 
juez de vigilancia penitenciaria en el caso de que exista una sentencia firme en 
donde se condene por el nuevo delito  de esta manera el sujeto volverá a cumplir 
el resto de la condena que le falte en prisión. 
 
De la misma manera se revocara el incidente si el interno incumple con las 
prohibiciones que le fueron impuestos por el juez de vigilancia penitenciaria 
cuando concedió el beneficio. 
 




El incidente de Libertad Condicional, puede ser promovido una vez dictada la 
sentencia y esta se encuentre firme, ante el juez de ejecución y vigilancia 
penitenciaria. Se establece la libertad condicional en las penas que excedan a los 
cinco años de prisión.  
 
Este beneficio se le podrá tramitar siempre que el condenado haya cumplido las 
dos terceras partes de la condena impuesta o en su caso las tres cuartas partes. 
 
Excepción a la regla este beneficio solo se podrá, aplicar cuando a la persona 
condenada haya cumplido las tres cuartas partes de la pena de efectiva prisión, en 
los delitos de: terrorismo, secuestro extorsivo, tráfico y extracción de órganos y 
tejidos humanos, tráfico de migrantes ilegales, delitos relacionados con 
estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas. Esto es uno de los 
requisitos para otorgar dicho beneficio. 
  
A todos estos delitos se exceptúan el delito tipificado de tenencia en el Código 
Penal, lavado de dinero bienes o activos, tráfico ilícito de armas, fabricación, 
trafico, tenencia y uso de armas restringidas, sustancias o artefactos explosivos, 
tráfico ilícito de vehículos, crimen organizado, violencia doméstica o intrafamiliar, 
delitos contra la libertad e integridad sexual, delitos contra el orden internacional, 
robo con violencia o intimidación en las personas, robo agravado. 
 
Cuando el delito sexual sea cometido contra niños, niñas y adolescentes no habrá 
lugar a ningún beneficio. 
 
La ley 745 viene a restringir todos los derechos que la misma Carta Magna y el 
código penal de Nicaragua le otorgan a los privados de libertad. La finalidad de 
esta ley 745, Ley de Ejecución, Beneficio y Control Jurisdiccional de la sanción 
penal es esencialmente el control de la ejecución de las sanciones penales 
artículo 1 esta ley entró en vigor el veintiséis de enero del dos mil once, esta ley 
tiene un sentido perjudicial para quien está siendo sometido a un proceso judicial o 
se encuentra cumpliendo condena, dispone que los condenados por delitos  
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sexuales contra menores no podrán acceder a ningún beneficio penitenciario esto 
lo encontramos regulado en la misma ley en su artículo 16 cabe mencionarse que 
antes que entrara en vigencia esta ley sí podía aspirar a estos beneficios. 
 
Debemos tener en cuenta que no existe retroactividad de la ley pero que existe 
una excepción a esta regla como es el caso de la materia penal siempre que 
favorezca al reo, así mismo lo contempla la misma ley en su artículo 73 al 
disponer que solo en materia penal será retroactiva la ley cuando favorezca al reo, 
es más nuestra Constitución política en su artículo  38 se  prohíbe la retroactividad 
de la ley, salvo en materia penal cuando favorezca al reo y a como sabemos 
ninguna ley está por encima de nuestra norma suprema o carta magna. 
 
Uno de nuestros mayores problemas para con ésta investigación es el hecho de 
que existe poca bibliografía, no se ha escrito mucho sobre el tema. Consideramos 
que nosotros podemos contribuir para que se tenga un mayor conocimiento de la 
utilización de esta figura.  
 
En la práctica nos hemos dado cuenta que cada juez aplica a su manera dicho 
procedimiento para otorgar el beneficio de la libertad condicional, es decir existen 
diversas formas para la aplicación del mismo; esto va en dependencia de que juez 
y en qué juzgado se tramita. 
 
Algunos jueces consideran que no es necesario la figura del juez de ejecución y 
mucho menos para aplicar el beneficio ya que consideran que no es 
recomendable que un juez que no ha conocido toda la causa tome estas 
decisiones puesto que probablemente carecerá de suficientes elementos para 
conceder o negar un beneficio como es en este caso la figura de la libertad 
condicional. 
 
La figura del juez ejecutor de la pena lo que pretende es que el reo o el privado de 
libertad cuente con una persona que vele por sus derechos y obligaciones 
mientras este se encuentre cumpliendo condena es por esta razón que nosotras 
consideramos que la figura del juez de ejecución es muy importante. 
 
 





Es necesario que todos los abogados hagan valer el derecho que las leyes le 
otorgan a los Privados de Libertad, es evidente como la Ley 745, Ley de 
Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal viene a violentar 
estos derechos pasándole por encima a Nuestra carta Magna, La Constitución 
Política. 
 
Para solicitar el beneficio de la libertad condicional debemos fundamentar nuestros 
alegatos utilizando artículos de nuestras leyes en este caso de nuestro Código 
Penal el cual establece que la ley no tiene efecto retroactivo excepto cuando 
favorezca al reo para que de esta manera el privado de libertad no se vea 
afectado al momento de solicitar este beneficio. Es evidente como en la práctica 
algunos Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria aplican al momento de 
resolver sobre dicho incidente leyes que no son beneficiosas para los internos 
como es la ley 745. 
 
No es correcto que los jueces apliquen su propio criterio denegando este incidente 
por el simple hecho también de ser según ellos personas peligrosas para la 
sociedad. 
 
Los jueces deberán tomar en cuenta todo el proceso es decir su evolución dentro 
del sistema penitenciario su expediente completo en que ha mejorado en que si 
esta persona puede formar parte de la sociedad nuevamente, lo que se pretende 
es que el privado de libertad se reeduque y no vuelva a delinquir. 
 
Así mismo consideramos importante que en los centros penitenciarios cumplan 
con sus deberes como es el caso de vivir en condiciones adecuadas, nosotros en 
visitas realizadas al centro penitenciario de Tipitapa Jorge Navarro conocida como 
La Modelo observamos que los privados de libertad viven en condiciones 
infrahumanas, es necesario de que den una mayor atención a estas personas no 
debemos olvidarnos de que son seres humanos como todos nosotros. 
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LEY DEL RÉGIMEN PENITENCIARIO Y EJECUCIÓN DE LA PENA  
LEY No. 473. Aprobado el 11 de Septiembre del 2003.  
Publicado en La Gaceta No. 222 del 21 de Noviembre del 2003.  
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA,  
Hace saber al pueblo Nicaragüense que:  
LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA 
 
En uso de las facultades;  
 
HA DICTADO:  
 
La siguiente:  
 
LEY DEL RÉGIMEN PENITENCIARIO Y EJECUCIÓN DE LA PENA  
CAPÍTULO I  
DEL OBJETO, EJERCICIO Y NATURALEZA DEL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
Artículo 1.- Objeto.  
La presente Ley tiene por objeto establecer las normativas y reglas generales para 
el funcionamiento del Sistema Penitenciario Nacional y regular la actividad de éste 
en la ejecución de las penas y medidas cautelares privativas de libertad, tales 
como control, reeducación, seguridad penal y la reinserción social de los privados 
de libertad.  
La ejecución de la pena tiene como fin primordial la reeducación y reinserción del 
privado de libertad a las actividades de la sociedad.  
Artículo 2.- Ejercicio de la actividad del Sistema Penitenciario Nacional.  
La actividad del Sistema Penitenciario Nacional se ejercerá de conformidad con 
las garantías y principios establecidos en la Constitución Política y demás leyes de 
la República, reglamentos de la materia, el Código de Conducta y los instrumentos 
jurídicos internacionales sobre derechos humanos suscritos y ratificados por 
Nicaragua.  
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Artículo 3.- Actuación del Sistema Penitenciario Nacional.  
El Sistema Penitenciario Nacional es la institución del Estado, en cuanto a 
organización y estructura de éste y la sociedad nicaragüense, con facultades 
expresas para la ejecución de la pena privativa de libertad impuesta por las 
autoridades judiciales del país y el fin primordial es la reeducación y reinserción 
del privado de libertad a las actividades de la sociedad.  
La actividad del Sistema Penitenciario Nacional se ejerce exclusivamente por 
medio de sus jefes, oficiales y el personal profesional designado para el ejercicio 
de la guarda, custodia y seguridad de los privados de libertad.  
Artículo 4.- Naturaleza del Sistema Penitenciario Nacional.  
El Sistema Penitenciario Nacional es un cuerpo armado, de naturaleza civil, 
profesional, apolítico, apartidista, no deliberante, organizada jerárquicamente y 
con rango de Dirección General dentro de la estructura orgánica del Ministerio de 
Gobernación, con estructura, organización y competencia definida en la Ley Nº 
290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial, número 102 del 3 de Junio de 1998; su 
Reglamento y por lo dispuesto en la presente Ley.  
Le corresponde al Ministro de Gobernación, coordinar, dirigir y administrar el 
Sistema Penitenciario Nacional a través del Director General que al efecto nombre 
por medio de Acuerdo Ministerial. Su uniforme, distintivos, escudo, bandera y lema 
son de uso exclusivo.  
Artículo 5.- Ámbito de competencia del Sistema Penitenciario Nacional.  
El Sistema Penitenciario Nacional tiene su ámbito de competencia en todo el 
territorio nacional con funciones de control, reeducación y seguridad penal. Su 
autoridad se ejerce por medio del director general, quien es nombrado de entre 
sus miembros activos de máxima jerarquía por el Ministro de Gobernación.  
La Dirección del Sistema Penitenciario Nacional tiene su sede principal en la 
Ciudad de Managua, pudiendo establecer centros penales en cualquier lugar del 
país, todo de conformidad a las normativas técnicas y las directrices 
administrativas pertinentes, según sea el caso.  
 
CAPÍTULO II  
DE LOS OBJETIVOS, PRINCIPIOS Y FUNCIONES 
 
Artículo 6.- Objetivos del Sistema Penitenciario Nacional.  
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Son objetivos fundamentales del Sistema Penitenciario Nacional los siguientes:  
 
1. La ejecución de las sentencias penales y las medidas cautelares privativas de 
libertad, dictadas por los tribunales de justicia;  
2. La reeducación del interno para su reintegración a la sociedad; y  
3. Promover la unidad familiar, la salud y la ocupación productiva del interno. 
 
Artículo 7.- Ejercicio y fundamento del Sistema Penitenciario Nacional.  
El Sistema Penitenciario Nacional se fundamenta en el reconocimiento de la 
dignidad de la persona y el respeto a los derechos humanos. En ningún caso los 
internos serán sometidos a torturas, penas, ni tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Se prohíbe el maltrato físico o psicológico y cualquier otro 
procedimiento que atente en contra de la dignidad humana del interno.  
Artículo 8.- Principio de igualdad.  
En el ejercicio de la actividad penitenciaria, queda prohibida la discriminación para 
los internos por motivos de nacimiento, nacionalidad, credo político o religioso, 
raza, sexo, edad, idioma, opinión, origen, estrato social y capacidad económica.  
Artículo 9.- Separación de procesados y condenados a causa del sexo.  
Las internas mujeres bajo proceso de detención y/o condenadas, deberán de 
permanecer en centros penales distintos a los que albergan a los hombres, 
debiendo ser el personal de custodia del orden interior del mismo sexo, salvo el 
personal de seguridad y traslado.  
Artículo 10.- Centros de atención especial para menores.  
En los casos de los menores infractores, cuya edad oscile entre los 15 y 18 años 
de edad, se les procurará una atención provisional o definitiva en centros 
especializados dirigidos y administrados bajo la Dirección General del Sistema 
Penitenciario Nacional.  
Artículo 11.- Cooperación.  
Durante el proceso de la ejecución de la pena o de las medidas cautelares 
privativas de libertad, le corresponde al Sistema Penitenciario Nacional la facultad 
de poder o no convenir la cooperación y asistencia con las diferentes asociaciones 
y organizaciones de la sociedad civil, en el diseño y ejecución de los diferentes 
programas educativos, culturales, promoción ambiental y de salud, formación 
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técnica y trabajos prácticos, así como otras actividades encaminadas al rescate y 
fortalecimiento de los valores humanos, morales y las actividades religiosas.  
Artículo 12.- Internos y finalidad del Sistema Penitenciario Nacional.  
Para los fines y efectos de la presente Ley se consideran internos a todas las 
personas privadas de libertad, sea por encontrarse bajo detención provisional o 
por estar sentenciadas al cumplimiento de una pena.  
En todos los casos, la actividad del Sistema Penitenciario Nacional tiene por 
finalidad la readaptación social integral de los privados de libertad que se 
encuentren internos en el Sistema, en beneficio de la familia y la sociedad 
nicaragüense.  
Artículo 13.- Autoridad de aplicación y sus funciones.  
Para los fines y efectos de la presente Ley, se designa como autoridad de 
aplicación de ésta, a la Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional, 
siendo sus funciones las siguientes:  
 
1) En el ámbito de las políticas públicas sobre el Sistema Penitenciario podrá:  
 
1.1 Proponer al Ministro de Gobernación las políticas penitenciarias y 
proporcionarle asesoría en la ejecución de las mismas;  
1.2 Ejecutar las políticas penitenciarias;  
1.3 Presentar al Ministro de Gobernación, proyectos y propuestas de reformas 
legales y sociales vinculadas al tratamiento del interno, así como a la prevención 
del delito en el interior de los centros penitenciarios;  
1.4 Promover el intercambio de cooperación técnica y científica a nivel nacional e 
internacional en asuntos relacionados al sistema penitenciario;  
1.5 Coordinar y supervisar las diversas actividades que desarrollen dentro del 
Sistema Penitenciario Nacional, las diferentes instituciones del Estado 
nicaragüense;  
1.6 Cualquier otra que le faculte la ley y su reglamento; 
 
2) Con relación a los internos:  
 
2.1 Hacer cumplir las sanciones penales y medidas cautelares de privación de 
libertad dictadas por las autoridades judiciales competentes;  
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2.2 Presentar a los internos ante los tribunales de justicia, según sea el caso, y 
garantizar su custodia, todo de conformidad por lo establecido por la autoridad 
competente;  
2.3 Promover la aplicación, control y ejecución de programas de reeducación para 
los internos, con el objetivo de su reinserción gradual a la sociedad por medio del 
Sistema Progresivo, tanto en los centros penitenciarios ordinarios y/o especiales;  
2.4 Promover la asistencia, la participación y la unidad familiar de los internos 
durante el proceso de tratamiento y rehabilitación;  
2.5 Cuidar por la vida, integridad física y moral, así como la seguridad y custodia 
de los internos dentro de las instalaciones del Sistema Penitenciario Nacional y 
durante el proceso de las diligencias que realizare fuera de las instalaciones del 
Centro Penitenciario;  
2.6 Garantizar la seguridad interna y externa de los centros penitenciarios 
ordinarios y especiales, así como la disciplina y control sobre la población 
penitenciaria de acuerdo con el reglamento interno respectivo.  
2.7 Levantar y mantener la información legal relativa a los internos actualizada, así 
como facilitar el acceso a ésta cuando la soliciten las autoridades judiciales, la 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, el Ministerio Público, la 
Comisión Pro Derechos Humanos y la Paz de la Asamblea Nacional, la Policía 
Nacional o cualquier otro órgano competente del Estado, así como las diferentes 
organizaciones de derechos humanos jurídicamente reconocidas y establecidas 
en el país y los familiares de los internos o sus defensores.  
2.8 Promover, coordinar, ordenar y supervisar la participación y apoyo de las 
diferentes entidades públicas, sean estas nacionales o extranjeras, públicas o 
privadas; y de la sociedad civil, así como de aquellas personas interesadas a título 
particular en el proceso de asistencia y atención post penitenciaria. 
 
3) En lo relativo a la organización interna:  
 
3.1 Administrar y controlar la actividad penitenciaria, evaluar su funcionamiento de 
conformidad con las directrices establecidas por el Ministerio de Gobernación;  
3.2 Administrar y controlar el proceso de selección, ingreso, formación, 
capacitación, rotación, especialización y promoción en la carrera penitenciaria del 
personal penitenciario;  
3.3 Proponer, administrar, ejecutar y controlar el presupuesto asignado al Sistema 
Penitenciario Nacional de conformidad a la ley de la materia y a las normativas 
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especificas establecidas por el Ministerio de Gobernación y la Contraloría General 
de la República;  
3.4 Divulgar todo lo relativo con la política y programas desarrollados por la 
administración del Sistema Penitenciario Nacional;  
3.5 Establecer el sistema administrativo, técnico y financiero que brinde efectiva 
garantía al funcionamiento de los diferentes centros penitenciarios del país, todo 
de conformidad con las normas establecidas en la presente Ley y las diferentes 
instancias de dirección del Ministerio de Gobernación;  
3.6 Organizar y ejecutar los diferentes mecanismos de controles estadísticos de la 
población penal; y  
3.7 Cualquier otro que al respecto establezca la presente Ley y los reglamentos 
específicos. 
CAPÍTULO III 
DE LA ESTRUCTURA ORGANIZATIVA Y SUS FUNCIONES 
 
Artículo 14.- Estructura del Sistema Penitenciario Nacional.  
El Sistema Penitenciario Nacional está organizado y estructurado de la forma 
siguiente:  
 
1. La Dirección General, integrada por un Director General, dos Subdirectores 
Generales y un Inspector General. El Director General es el superior jerárquico y 
máxima autoridad del Sistema, a quien se le subordinan todos los demás 
funcionarios y empleados del Sistema Penitenciario Nacional;  
2. Las Especialidades Nacionales;  
3. Los Órganos Nacionales de Apoyo; y  
4. Las Direcciones Penitenciarias. 
 
 
Artículo 15.- Funciones del Director General del Sistema Penitenciario 
 Nacional.  
El Director General del Sistema Penitenciario Nacional es el encargado de 
ejecutar la política penitenciaria establecida por el Gobierno de la República, 
debiendo prestar estricto cumplimiento a la Constitución Política, la presente Ley y 
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su Reglamento, así como cualquier otra ley vinculada a estas materias y los 
Acuerdos y Resoluciones Ministeriales.  
Para tal efecto, al Director General se le establecen las siguientes funciones:  
 
1) Cumplir y hacer cumplir la Constitución Política, el ordenamiento jurídico del 
Estado nicaragüense, así como los acuerdos, tratados y convenios internacionales 
relativos a la materia y demás disposiciones de carácter general que regulen la 
actividad penitenciaria;  
2) Dirige el proceso de selección, por medio del concurso por oposición, para el 
nombramiento, promoción y remoción del personal penitenciario, de conformidad a 
lo establecido en la presente Ley y su Reglamento;  
3) Administrar los recursos técnicos y materiales y de la ejecución presupuestaria 
de conformidad a lo establecido en Presupuesto General de la República;  
4) Supervisar el cumplimiento y desempeño del personal del Sistema Penitenciario 
Nacional;  
5) Girar las instrucciones y disposiciones generales necesarias para el 
funcionamiento de la institución;  
6) Presentar al Ministro de Gobernación, para su respectiva aprobación, los 
planes, programas y proyectos que vaya a desarrollar el Sistema Penitenciario 
Nacional;  
7) Dirigir, supervisar y controlar la actividad de los diferentes órganos 
administrativos del Sistema Penitenciario Nacional;  
8) Informar de manera sistemática y constante al Ministro de Gobernación sobre 
todas las actividades que se realicen en el Sistema Penitenciario Nacional y de 
aquellos acontecimientos, que por su naturaleza sean de relevancia;  
9) Realizar, previa consulta con el Ministro de Gobernación, las coordinaciones 
con los diferentes organismos gubernamentales y no gubernamentales, públicos o 
privados, nacionales o extranjeros, con el objetivo de facilitar la ejecución de los 
objetivos y políticas penitenciarias;  
10) Garantizar el cumplimiento de los deberes y derechos del personal 
penitenciario, todo de conformidad a lo establecido en la legislación vigente;  
11) Presentar al Ministro de Gobernación informe trimestral, semestral y anual de 
todas las actividades realizadas en el Sistema Penitenciario;  
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12) Proponer las mejoras y reformas que considere necesarias para el mejor 
funcionamiento del Sistema Penitenciario Nacional, así como corregir las 
irregularidades del servicio penitenciario, de acuerdo con la presente Ley y su 
Reglamento y cualquier otro reglamento especifico que se establezca;  
13) Proponer al Ministro de Gobernación el otorgamiento de reconocimientos y 
condecoraciones para el personal que labore en el Sistema Penitenciario Nacional 
y personalidades que se destaquen en el apoyo al trabajo del Sistema;  
14) Otorgar los reconocimientos y condecoraciones propias del Sistema 
Penitenciario Nacional que se encuentren autorizadas y reguladas por normativas 
internas del Sistema;  
15) Representar legalmente al Sistema Penitenciario Nacional, con funciones de 
Apoderado General de Administración;  
16) Determinar los locales que serán destinados al alojamiento de privados de 
libertad para el cumplimiento y ejecución de pena.  
17) Cualquier otra función que le establezca la presente Ley.  
 
Artículo 16.- Otros Cargos y Auxilio al Director General del Sistema.  
Para el ejercicio del cargo y sus funciones, el Director General del Sistema 
Penitenciario Nacional, dispondrá del respaldo y auxilio de dos Subdirectores 
Generales y del Inspector General, quienes son los inmediatos y principales 
colaboradores en cualquier asunto inherente a la gestión del Sistema Penitenciario 
Nacional.  
Las funciones de los Subdirectores Generales son aquellas que les delegue el 
Director General del Sistema Penitenciario Nacional.  
Artículo 17.- Funciones del Inspector General.  
El Inspector General tiene la función de fiscalizar, inspeccionar e informar al 
Director General sobre las actuaciones de los funcionarios, empleados y demás 
personal del Sistema Penitenciario Nacional, el cumplimiento de las normativas 
penitenciarias, así como del cuido del funcionamiento y prestigio de la Institución.  
También podrá hacer propuestas y recomendaciones con relación a las medidas y 
sanciones disciplinarias que se les aplicarán a los miembros del Sistema 
Penitenciario Nacional que incurran en faltas o delitos.  
Artículo 18.- Consejo Directivo Nacional.  
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Créase el Consejo de Dirección Nacional, como el órgano de asesoría y consulta 
del Sistema Penitenciario Nacional y que está integrado por el Director General, 
los dos Subdirectores Generales, el Inspector General, los directores de 
especialidades nacionales, los directores de los órganos de apoyo y los directores 
de los centros penitenciarios del país.  
Este Consejo de Dirección Nacional sesionará por lo menos una vez al mes de 
forma ordinaria, pudiendo reunirse de forma extraordinaria cuando a criterio del 
Ministro de Gobernación o del Director General sea considerado necesario.  
Artículo 19.- Consejo Técnico.  
El Consejo Técnico es el órgano asesor del Director General, integrado por los 
Directores de Especialidades Nacionales y cualquiera de los otros jefes, que a 
criterio del Director General, sea considerado necesario designar para la 
integración y funcionamiento de éste.  
Artículo 20.- Especialidades Nacionales.  
Las Especialidades Nacionales ejercen funciones rectoras de asesoría, definición 
de normativas generales de carácter nacional; teniendo la responsabilidad de la 
supervisión, control, análisis y evaluación de los diferentes programas que se 
desarrollen en el Sistema, para tal efecto, deberán tener una estrecha relación 
funcional con los órganos de ejecución.  
Son Órganos de Especialidades Nacionales las siguientes:  
 
1) Dirección de Reeducación Penal;  
2) Dirección de Control Penal; y  
3) Dirección de Seguridad Penal.  
 
Artículo 21.- Funciones de la Dirección de Reeducación Penal.  
La Dirección de Reeducación Penal tiene la función de brindar asesoría, 
planificación, control y evaluación de los diferentes programas y actividades de 
rehabilitación social destinados a la reinserción del interno a las actividades 
productivas, de su familia y de la sociedad.  
Artículo 22.- Funciones de la Dirección de Control Penal.  
La Dirección de Control Penal tiene la función especial de asesorar, planificar, 
controlar y evaluar todo lo relativo al registro, control administrativo y estadístico 
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de cada uno de los internos vinculados al ingreso, egreso, expedientes 
penitenciarios y toda la situación jurídica de los internos.  
Artículo 23.- Funciones de la Dirección de Seguridad Penal.  
La Dirección de Seguridad Penal tiene la función de asesorar, planificar, controlar 
y evaluar las actividades y planes de seguridad de las instalaciones penitenciarias 
y el movimiento diario de los internos fuera de las instalaciones físicas del Sistema 
Penitenciario Nacional.  
Artículo 24.- Integración de las Direcciones.  
La definición de la integración de estas Direcciones será establecida en el 
Reglamento de la presente Ley.  
Artículo 25.- Órganos Nacionales de Apoyo y sus funciones.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento, son Órganos 
Nacionales de Apoyo los siguientes:  
 
1) División Administrativa Financiera;  
2) División de Personal;  
3) División de Información, Planificación y Estadística;  
4) División de Escuela para Estudios Penitenciarios;  
5) División de Asesoría Jurídica;  
6) División de Auditoria Interna;  
7) División de Servicios Médicos; y  
8) División de Proyectos e Inversiones. 
 
Los Órganos Nacionales de Apoyo tienen la función de asesorar, asistir, capacitar 
y administrar los recursos humanos, materiales y financieros de la Institución, en 
beneficio de los privados de libertad y los funcionarios del Sistema Penitenciario 
Nacional.  
Artículo 26.- Direcciones Penitenciarias.  
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Las Direcciones Penitenciarias son órganos de ejecución, que tienen bajo su 
responsabilidad la administración, control y resguardo de los privados de libertad o 
internos remitidos por las autoridades judiciales competentes para el cumplimiento 
de las sanciones penales y medidas cautelares privativas de libertad.  
Están integradas por estructuras homólogas de las especialidades y órganos de 
apoyo nacionales. Estas Direcciones ejecutan las actividades penitenciarias en 
materia de rehabilitación, seguridad y control penal.  
Los responsables de estas áreas se subordinan al director del Centro, el que a su 
vez se subordina al Director General del Sistema Penitenciario Nacional.  
Artículo 27.- Autorización a los funcionarios para el uso de armas de fuego 
en el ejercicio de sus funciones.  
Los funcionarios del Sistema Penitenciario Nacional, en general, como parte 
integrante del sistema de seguridad de la nación, quedan autorizados para el uso 
de armas de fuego en el ejercicio de sus funciones.  
El procedimiento para el uso y empleo de la fuerza y armas de fuego se 
establecerá en el Reglamento de la presente Ley, y que se limita por el principio 
de racionalidad y proporcionalidad de acuerdo a las exigencias de las 
circunstancias, tales como la defensa propia o de terceros, cuando haya peligro 
inminente de muerte o lesiones graves, en los casos de fuga de una persona 
sometida a custodia o detención.  
La portación de armas de cualquier tipo en el interior del penal queda limitada 
salvo por las circunstancias de motín, secuestro, fuga y la preservación de las 
instalaciones del Centro.  
 
CAPÍTULO IV  
DE LA COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL 
 
Artículo 28.- Coordinaciones.  
Para el logro de los fines y objetivos de la presente Ley, las autoridades del 
Sistema Penitenciario Nacional, deberán de establecer las respectivas 
coordinaciones con las autoridades judiciales que corresponda, el o los 
representantes del Ministerio Público, la Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos, la Oficina de Ejecución y Vigilancia de las Sanciones Penales 
a los Adolescentes, el Patronato Nacional para los Privados de Libertad, la Policía 
Nacional y las diferentes agencias o asociaciones promotoras de los derechos 
humanos de interés.  
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Artículo 29.- Colaboración.  
Las autoridades del Sistema Penitenciario Nacional, deben brindar la respectiva 
colaboración e información que resulte necesaria, a solicitud de las autoridades 
referidas en el artículo 28 de la presente Ley, así como lo dispuesto en el artículo 
216 del Código de la Niñez y la Adolescencia.  
Artículo 30.- Asociaciones civiles y religiosas para el apoyo del Sistema.  
La Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional y las diferentes 
asociaciones civiles y religiosas que se formen para el apoyo del trabajo 
penitenciario, deberán orientar sus planes y proyectos para ser desarrollados con 
las instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, procurando la 
reincorporación del privado de libertad a la sociedad. 
 
CAPÍTULO V  
DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA Y LOS CENTROS PENITENCIARIOS  
 
Artículo 31.- Centro penitenciario.  
El centro penitenciario es un establecimiento administrativo y funcional que tiene 
su propia organización jerárquica. Cada centro está formado por los 
departamentos o unidades que faciliten la distribución y separación interior de los 
internos, de acuerdo a los criterios establecidos en la presente Ley y su 
Reglamento.  
Artículo 32.- Dependencias y ambientes del Sistema.  
Los centros penitenciarios procurarán un conjunto de dependencias y ambientes 
que puedan llegar a permitirle al interno una convivencia adecuada y el alcance de 
los fines y objetivos propuestos.  
Los ambientes básicos de los que debe disponer son los siguientes:  
 
1. Área para brindar atención médica y psicológica;  
2. Escuela, biblioteca e instalaciones deportivas y recreativas;  
3. Dormitorios, baños, patios e instalaciones sanitarias;  
4. Talleres y lugares para la actividad productiva;  
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5. Comedor, cocina, salones para visitas, así como área para los encuentros 
conyugales;  
6. Cualquier otra instalación que resulte necesaria para el cumplimiento y 
ejecución de la pena, así como las actividades conexas del privado de libertad y 
de las autoridades del Sistema Penitenciario Nacional.  
 
Artículo 33.- Unidades de atención a las privadas de libertad en condiciones 
de pre y post natal.  
Los centros penitenciarios, dentro de sus instalaciones, procurarán contar con 
ambientes o unidades especiales para la atención a las privadas de libertad que 
se encuentren en la etapa de pre y post natal. Se procurará que el parto se realice 
en un establecimiento asistencial de salud fuera del centro penal, en los casos en 
que el niño nazca dentro de las instalaciones del Sistema Penitenciario Nacional 
no debe de hacerse constar esta circunstancia en su partida de nacimiento, sino 
que se tendrá como lugar de nacimiento el nombre del municipio en donde este 
ubicado el centro.  
En los casos en que el centro penitenciario no tenga las instalaciones especiales 
para el período pre y post natal, las privadas de libertad deben ser ubicadas bajo 
el régimen de convivencia familiar hasta que el niño o niña cumpla los seis meses 
de edad propicios para la lactancia materna. Este artículo será para las privadas 
de libertad donde la ley penal no contempla ningún tipo de fianza o beneficio.  
En los otros casos se respetará la convivencia familiar hasta que el niño o niña 
cumpla los dos años de edad.  
Las autoridades del Sistema Penitenciario Nacional deben de realizar los trámites 
pertinentes de forma escrita, de éstos se debe llevar un registro en forma de 
expediente por caso, del que se deben dejar copia como soporte ante cualquier 
suceso futuro.  
Artículo 34.- Locales para el alojamiento de los privados de libertad.  
Los locales para el alojamiento de los privados de libertad, así como aquellos en 
que donde se desarrolle la vida comunitaria de éstos, deben tener garantizados el 
espacio físico necesario, así como las instalaciones higiénico sanitarias básicas 
para la satisfacción de las necesidades de éstos, el acondicionamiento para la 
circulación de aire suficiente, la iluminación natural y artificial de todas las áreas; 
condiciones se deben ajustar a los recursos materiales del Sistema y los factores 
climáticos del país.  
Artículo 35.- Centros especiales para adolescentes.  
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Son centros especiales de detención provisional y de internamiento para 
adolescentes, aquellos que se establezcan para éstos de conformidad a lo 
establecido en el artículo 227 del Código de la Niñez y la Adolescencia.  
Artículo 36.- Remisión de los privados de libertad.  
Para el cumplimiento de los objetivos y fines de la presente Ley, las personas 
condenadas con privación de libertad o los acusados y apremiados que estando 
detenidos hayan sido puesto a la orden de autoridad judicial competente deberán 
ser remitidos al centro penal que designe la Dirección General del Sistema 
Penitenciario Nacional. Los requisitos para la recepción de detenidos serán las 
sentencias, prisión preventiva, o sentencia condenatoria, órdenes o mandamientos 
judiciales respectivos y la remisión de detenidos.  
Artículo 37.- Confección de expediente del privado de libertad.  
A los ciudadanos privados de libertad, al momento de su ingreso al Sistema 
Penitenciario Nacional, se les confeccionará un expediente penitenciario, en el 
cual se le deberá de levantar toda la información relativa a su situación procesal y 
penitenciaria, dicho expediente deberá de contener lo siguiente:  
 
1. Nombre y apellidos y demás generales de ley, número de cédula;  
2. Causa o causas judiciales y autoridad judicial competente que conoció y 
resolvió, acompañado de copia de la sentencia del judicial;  
3. Registro dactilar y fotos de frente y de perfil del privado de libertad; y  
4. Acumulación cronológica de las diligencias sucesivas de carácter penal, 
procesal y penitenciario que se practiquen.  
 
Artículo 38.- Chequeo médico.  
A cada uno de los ciudadanos privados de libertad, al momento de su ingreso a 
los centros penitenciarios, deberá de practicárseles un chequeo médico con el fin 
de verificar y establecer su estado de salud físico y mental.  
En los casos en que el privado de libertad presente algún tipo de lesión, se debe 
de informar de inmediato a la autoridad judicial correspondiente para que esta 
adopte las medidas pertinentes de conformidad con la ley procesal penal vigente.  
Artículo 39.- Clasificación de los privados de libertad.  
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La clasificación de los privados de libertad en los diferentes centros penitenciarios 
se efectúa atendiendo los criterios siguientes:  
 
1) Por situación legal:  
 
1.1 Acusados; y  
1.2 Condenados. 
 
2) Por sexo:  
 
2.1 Masculino; y  
2.2 Femenino. 
 
3) Por edad:  
 
3.1 Adolescentes, entre 15 y 18 años no cumplidos;  
3.2 Jóvenes, entre 18 y 21 años;  
3.3 Adultos. 
 
4) Por patología física o psíquica, que imposibilite su permanencia en el régimen 
común de la población penal.  
5) Por régimen penitenciario:  
 
5.1 Adaptación;  
5.2 Laboral;  
5.3 Semi abierto;  
5.4 Abierto; y  
5.5 Convivencia Familiar. 
Artículo 40.- Reglamento de los centros penitenciarios.  
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Al ingresar un ciudadano en calidad de privado de libertad en cualquiera de los 
centros penitenciarios, se le dará a conocer los reglamentos respectivos y se le 
explicará de forma sencilla y clara, cuáles son sus derechos y obligaciones, así 
como las normativas disciplinarias existentes y los procedimientos para formular 
peticiones y quejas.  
En los casos en que los privados de libertad sean ciudadanos extranjeros, las 
autoridades del Sistema Penitenciario Nacional deben de informar por escrito a las 
autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores para que estos notifiquen a los 
representantes diplomáticos del país del interno.  
Artículo 41.- Registro y requisa.  
Cuando un ciudadano privado de libertad ingrese a un centro penitenciario, serán 
registrados y requisados todas sus pertenencias, objetos de valor y dinero, de 
conformidad al reglamento especifico, debiendo prestársele el debido respeto a su 
dignidad humana.  
El dinero, objetos de valor y demás prendas propias que le sean retiradas, se 
depositarán en lugar destinado exclusivamente para tal fin por las autoridades del 
centro penitenciario, hasta ser entregadas al familiar o persona que indique el 
privado de libertad o su entrega al interno hasta su excarcelación.  
Al momento del retiro de los objetos requisados se debe de elaborar un acta de 
ocupación que debe de firmar el interno y de la cual se le debe de entregar una 
copia al privado de libertad o a su familiar o persona que este designe. La entrega 
se debe de realizar en presencia del interno.  
Artículo 42.- Destino de valores y objetos requisados.  
En los casos en que el privado de libertad se de a la fuga o cuando este fallezca, 
todos los valores y objetos requisados que aún permanezcan en el centro 
penitenciario, deben de ser entregados a sus familiares; en caso de no ser 
reclamados por la familia en el plazo de seis meses, todos los valores y objetos 
pasan a ser propiedad del centro penitenciario correspondiente, para ser utilizados 
en beneficio de los demás privados de libertad.  
Artículo 43.- Separación en caso de enfermedad.  
En los casos en que el privado de libertad llegase a presentar signos de 
enfermedad mental o cualquier enfermedad infecto-contagiosa, el médico del 
centro penitenciario debe de separarlo del resto de la población penal y sin mayor 
trámite deberá de informar al director del centro, quien a su vez debe dar cuenta al 
juez para que este proceda de acuerdo al Código Penal vigente.  
Artículo 44.- Información a la familia.  
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En los casos de enfermedad grave o muerte del privado de libertad, las 
autoridades del centro penitenciario deben de informar de inmediato a los 
familiares de éste o sus allegados, trámite que deberá de realizarse de 
conformidad a los procedimientos establecidos en nuestro ordenamiento jurídico 
vigente.  
Artículo 45.- Libertad del interno.  
La libertad del interno únicamente podrá realizarse por medio de orden escrita 
librada por la autoridad judicial competente, quien deberá dirigir la orden al director 
del centro penitenciario quien sin mayor trámite y dilación procederá a la 
excarcelación del interno, salvo que éste tuviere otras causas o penas pendientes.  
En los casos en que la Asamblea Nacional otorgue indulto o amnistía, bastará la 
presentación de la ley o del decreto legislativo al director del centro penitenciario, 
por medio del cual se le concede al privado de libertad el perdón para su 
reinserción a la sociedad y las actividades productivas.  
Artículo 46.- Otorgamiento de beneficios legales.  
El director del centro penitenciario podrá proponer a la autoridad judicial 
competente el otorgamiento de los beneficios legales relativos a la suspensión de 
penas y la libertad condicional en favor de los privados de libertad que reúnan los 
requisitos establecidos en el Código Penal. El Director General del Sistema 
Penitenciario Nacional, por medio del Ministro de Gobernación, elaborará al 
Presidente de la República, listas de privados de libertad para que gocen del 
beneficio del indulto y su posterior reinserción social.  
Artículo 47.- Inspección de los centros penales.  
Las autoridades judiciales, procuradores penales, los fiscales, procuradores para 
la defensa de los derechos humanos, diputados, y los funcionarios de la oficina de 
ejecución y vigilancia de las sanciones penales a los adolescentes, el Inspector 
General del Sistema Penitenciario, de conformidad con la legislación vigente, en 
todo tiempo y momento y sin mayor trámite, podrán inspeccionar los centros 
penitenciarios para verificar si el cumplimiento de las sanciones penales y medidas 
de privación de libertad se efectúan en la forma y modalidad previstas por la 
presente Ley.  
Artículo 48.- Traslado de los internos condenados.  
El traslado de un centro penitenciario a otro de los privados de libertad o internos 
que hayan sido condenados, únicamente podrá ser ordenado por el director 
general del Sistema Penitenciario Nacional, quien a su vez deberá informar al juez 
de ejecución de la pena.  
Análisis de la figura de la Libertad Condicional en la legislación penal nicaragüense 
 
En los casos en que los traslados se realicen por medidas de seguridad, se 
procederá a realizar éste de manera inmediata, debiendo comunicársele al juez en 
las subsiguientes veinticuatro horas de realizado el traslado.  
En cualquier caso, el interno tiene derecho a ser trasladado con todas sus 
pertenencias, si las tuviere, y que su familia sea informada de inmediato o en 
ausencia de éstas a las personas que señale el interno.  
Artículo 49.- Traslado y conducción de los privados de libertad.  
Los traslados y conducciones de los privados de libertad o internos ante la 
autoridad judicial, clínicas, hospitales o cualquier otro sitio a los que deban ser 
conducidos con autorización expresa, se deben de realizar de tal forma que la 
seguridad no atente ni perjudique la dignidad y los derechos humanos del privado 
de libertad ni represente peligro para la sociedad.  
Artículo 50.- Seguridad interior de los centros penitenciarios.  
La seguridad interior de los centros penitenciarios se garantizará a través de la 
observación directa de los internos, haciendo uso de medios técnicos y auxiliares, 
recuentos, registros personales, requisas en las pertenencias de éstos, así como 
controles y requisas en las instalaciones y dependencias del centro. Toda requisa 
debe de realizarse en presencia del interno.  
Artículo 51.- Horario de actividades.  
Los centros penitenciarios deben de disponer de un horario de actividades de los 
internos quienes están obligados a cumplirlo y regirse por dicho horario en la 
realización de todas y cada una de las labores ordinarias y extraordinarias del 
centro.  
Para cualquier actividad que se organice para los privados de libertad o internos, 
el horario debe ser conocido y cumplido por la totalidad de la población penal.  
 
CAPÍTULO VI  
DEL RÉGIMEN PENITENCIARIO 
 
Artículo 52.- Régimen Penitenciario.  
El régimen penitenciario es el conjunto de normas jurídicas y legales, establecidas 
por la Ley y su Reglamento, así como las disposiciones de carácter administrativo 
para regular las condiciones y circunstancias que norman, tutelan y controlan la 
convivencia pacífica de la población penal privada de libertad, la disciplina y el 
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orden en los centros penales, con la finalidad de crear el ambiente adecuado para 
el alcance de los fines y objetivos del Sistema Penitenciario Nacional.  
Artículo 53.- Equipo interdisciplinario.  
Para los efectos de la ubicación, clasificación, tratamiento, progresión o regresión 
en régimen y otras funciones propias del régimen penitenciario, en cada uno de 
los diferentes centros penitenciarios del país debe existir un equipo 
interdisciplinario, con autonomía funcional en el ámbito profesional.  
Los privados de libertad o internos podrán presentar peticiones y quejas al juez de 
ejecución de la pena en relación al régimen y tratamiento penitenciario.  
El equipo interdisciplinario se integra de la manera siguiente:  
 
1. El Director del Centro Penitenciario, quien lo preside;  
2. El jefe de reeducación;  
3. Psicólogos;  
4. Trabajadores Sociales;  
5. Sociólogos; y  
6. Médicos. 
 
Su funcionamiento estará regulado por el Reglamento de la presente Ley.  
Artículo 54.- Sustento de la ejecución de la pena.  
La ejecución de la pena se sustenta en el sistema progresivo, el cual constituye un 
medio y un instrumento para brindar el tratamiento penitenciario.  
La clasificación, definición del tipo de seguimiento y la atención que se debe de 
brindar al privado de libertad o interno; le corresponde al equipo interdisciplinario 
efectuar la valoración de cada uno de los internos, momento a partir del cual se 
determinará en que régimen serán ubicados éstos, tomando en consideración los 
diferentes regímenes establecidos en los artículos 56, 57, 58, 59 y 60 de la 
presente Ley.  
Artículo 55.- Prisión preventiva.  
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Los ciudadanos que ingresen a los diferentes centros penitenciarios con prisión 
preventiva en calidad de acusados, deberán ser ubicados en ambientes separados 
de los condenados, para el solo efecto de asegurar su comparecencia ante la 
autoridad judicial correspondiente durante el proceso y no deberán ser sometidos 
al Sistema Progresivo.  
Artículo 56.- Régimen de adaptación.  
En el régimen de adaptación deberán ser ubicados aquellos privados de libertad 
que ingresen condenados por medio de sentencia firme emitida por el judicial que 
conoció de la causa; los procedentes de prisión preventiva que hayan sido 
sentenciados y que durante su permanencia en el mismo hayan tenido o 
demostrado mal comportamiento y los que hayan sido regresados en régimen. 
Estos permanecen dentro de sus celdas bajo un estricto control y vigilancia, con 
participación limitada en todas las diferentes actividades artísticas y recreativas del 
Sistema.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento.  
Artículo 57.- Régimen laboral.  
Los privados de libertad o internos ubicados en el régimen laboral son aquellos 
que voluntariamente aceptaron el tratamiento reeducativo y han solicitado la 
integración en las diversas actividades del penal, su ubicación será en las galerías 
y celdas sin candados y/o de acuerdo a las condiciones físicas del centro 
penitenciario.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento.  
Artículo 58.- Régimen semiabierto.  
El régimen semiabierto se caracteriza por mantener al privado de libertad o interno 
bajo un sistema de control y seguridad acorde al grado y nivel de confianza que 
las autoridades del centro penitenciario tengan en el interno. En este régimen se 
debe promover y fomentar la responsabilidad del interno y acrecentar la auto 
confianza; el fin y el objetivo es prepararlo para su ingreso al régimen abierto, 
ubicándole en áreas internas o externas del centro penitenciario.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento.  
Artículo 59.- Régimen abierto.  
El régimen abierto está fundamentado en la disciplina aceptada voluntariamente 
por el privado de libertad o interno y la ausencia de controles rígidos, ubicándolos 
en áreas externas del Centro Penal.  
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En este régimen se deben de planificar y elaborar programas cuyos objetivos 
específicos y particulares sean el trabajo, posibilidad de actividades laborales 
externas o trabajos eventuales en el exterior del centro penitenciario, y otras 
actividades de carácter educativas o formativas, culturales o cualquier otra, que 
permitan preparar a los privados de libertad o internos para su reinserción en la 
sociedad.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento.  
Artículo 60.- Régimen de convivencia familiar.  
El régimen de convivencia familiar se establece como un período previo a la 
libertad definitiva, su objetivo es fortalecer las relaciones del privado de libertad 
con su núcleo familiar, preparándolo para su vida social al recuperar su libertad.  
En este régimen, los privados de libertad conviven en el exterior del centro 
penitenciario junto a su familia de origen o adquirida, estos internos aún se 
encuentran vinculados al Sistema Penitenciario Nacional. Para el control de éstos, 
se deben establecer los mecanismos de control y registros que al efecto 
consideren pertinente las autoridades del Sistema para dar garantía plena a quién 
goce del beneficio de este régimen y cuanto resulte necesario.  
Bajo este régimen, se podrán ubicar a los ciudadanos que en general carezcan de 
antecedentes penales, siempre y cuando los delitos por los cuales hayan sido 
procesados y condenados no sean aquellos que por su naturaleza no aceptan 
fianza de ningún tipo.  
La incorporación a este Régimen es a propuesta del director general del centro 
penitenciario, quien debe de coordinar con el juez ejecutor de la pena, en base a 
los criterios y las recomendaciones del equipo interdisciplinario.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento de este régimen.  
Artículo 61.- Permanencia en un régimen.  
La permanencia o progresión de los privados de libertad o internos condenados en 
uno u otro régimen está determinado exclusivamente por el estudio y 
caracterización que de forma individualizada realice equipo interdisciplinario y el 
nivel de comportamiento del interno.  
Artículo 62.- Progreso y permanencia en cualquier régimen.  
Para los casos en que el privado de libertad progrese o se mantenga en régimen, 
es necesario que cumpla con el plazo de permanencia establecido para cada uno 
de ellos así como la concurrencia favorable de los factores siguientes:  
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1) Valorar los antecedentes penitenciarios;  
2) Observar buena conducta;  
3) Participar en las actividades que lo preparen para su reinserción a la sociedad 
al recuperar la libertad; tener una valoración general sobre sus actitudes, 
comportamiento y acciones en el centro penitenciario; y  
4) No tener otras causas pendientes por hechos delictivos dentro del centro 
penitenciario.  
 
Artículo 63.- Excepción de ubicación.  
Los ciudadanos que sean privados de libertad a consecuencia de sentencia 
judicial firme emitida por autoridad competente, deben de ser ubicados en el 
régimen semiabierto desde el momento de la notificación de la sentencia 
condenatoria, aún cuando inicialmente hayan sido clasificados en el régimen 
laboral, en el caso de los privados de libertad o internos condenados a penas 
correccionales que reúnan, por lo menos, los elementos establecidos en 
numerales 1) y 4) del artículo 62 de la presente Ley.  
Para los privados de libertad que por su comportamiento o inadaptación extrema 
representen un alto grado de peligrosidad y riesgo para la convivencia de los 
demás internos del centro penitenciario, las autoridades del Sistema Penitenciario 
Nacional, establecerá un local y un contingente de seguridad para atender estos 
casos.  
Artículo 64.- Regresión a un régimen inmediato inferior.  
La regresión del privado de libertad a un régimen inmediato inferior se hará 
efectivo en los casos siguientes:  
 
1. Cuando se cometa un nuevo delito;  
2. En los casos en que de manera reiterada y manifiesta el interno se negare a 
cumplir las normas propias de su régimen;  
3. Cuando se tratare de internos implicados en fugas, motines o cualquier tipo de 
violencia o intento de estos. 
 
En estos casos le corresponde al equipo interdisciplinario valorar los hechos, 
circunstancias y factores que intervinieron en cada caso concreto, debiendo ubicar 
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al interno en el régimen que corresponda, inclusive en unidades de máxima 
seguridad si resultase necesario, sin perjuicio de lo que en última instancia decida 
el juez de ejecución de la pena. 
 
CAPÍTULO VII  
DEL TRATAMIENTO PENITENCIARIO 
 
Artículo 65.- Tratamiento penitenciario.  
El tratamiento penitenciario consiste en el conjunto de actividades organizadas 
con el objetivo de desarrollar una actividad de auto-respeto, responsabilidad 
individual y social del privado de libertad o interno con relación a su familia y a la 
sociedad en general, logrando con ello el alcance de los fines y objetivos de la 
reeducación y reinserción social de los internos.  
Artículo 66.- Objetivos del tratamiento penitenciario.  
El objetivo del tratamiento penitenciario es proporcionar a los privados de libertad 
o internos, a través de servicios, atención y seguimiento, diferentes oportunidades 
para la superación académica, técnica y vocacional, brindarles las posibilidades 
para desempeñar un oficio y prepararlos para la vida, teniendo como punto de 
partida la aceptación voluntaria del interno y el respeto a su dignidad.  
Artículo 67.- Formas organizativas de los Centros Penitenciarios.  
Los centros penitenciarios son las instancias en donde se instituyen los 
instrumentos y elementos del tratamiento penitenciario, así como las diversas 
formas de organización de éstos. El Reglamento de la presente Ley establecerá el 
procedimiento.  
En los centros podrán organizarse consejos disciplinarios y consejos evaluativos 
los que tendrán participación activa en la educación formal e informal, enseñanza 
y capacitación de un oficio, así como la participación en las actividades laborales, 
culturales y deportivas, o de aquellas otras actuaciones específicas que se puedan 
diseñar encaminadas a la reinserción en la sociedad del interno.  
Artículo 68.- Aplicación del tratamiento penitenciario.  
Para la aplicación del tratamiento penitenciario, el Sistema Penitenciario Nacional 
deberá de promover e impulsar las diferentes formas de participación de la familia 
de los privados de libertad, sea por medio de los diferentes comités de familiares 
de los internos, así como la participación de las diferentes asociaciones civiles sin 
fines de lucro, organismos e instituciones y ciudadanos en general preocupados 
por la recuperación y el bienestar de los ciudadanos internos en el Sistema.  
Análisis de la figura de la Libertad Condicional en la legislación penal nicaragüense 
 
El Reglamento de la presente Ley establecerá los procedimientos y mecanismos 
de participación de la sociedad civil en el proceso de reinserción de los privados 
de libertad. 
 
CAPÍTULO VIII  
DE LOS PERMISOS DE SALIDA, COMUNICACIONES Y VISITAS 
 
Artículo 69.- Permisos extraordinarios.  
Los directores de los centros penitenciarios, en casos de fallecimiento o 
enfermedad grave de los padres, hermanos, cónyuge o compañero (a), en unión 
de hecho estable y de los hijos, previa solicitud del interesado, podrán otorgar al 
privado de libertad o interno un permiso de salida extraordinario para que 
temporalmente y no más de 72 horas, con las medidas de seguridad pertinentes, 
puedan asistir o concurrir ante la familia.  
De lo establecido en el párrafo anterior se exceptúan los permisos para los 
internos de alta peligrosidad y los que por medidas de seguridad no puedan visitar 
el lugar en donde se cometió el acto punible.  
Todo lo relativo a los permisos extraordinarios, el director del centro penitenciario, 
deberá de informarlo por escrito a la autoridad judicial competente de la causa, a 
la orden de quien se encuentra el acusado o condenado, en un término no mayor 
de 24 horas posteriores a la decisión tomada.  
Los permisos extraordinarios de salida transitoria, serán normados de acuerdo al 
procedimiento establecido en el Reglamento de la presente Ley.  
Artículo 70.- Derecho a la comunicación y las visitas.  
Para los fines y efectos de la presente Ley, se reconoce el derecho de los privados 
de libertad a tener comunicación y visitas, de acuerdo al régimen en que se 
encuentren ubicados, de parte de sus familiares y personas allegadas al núcleo 
familiar o de representantes legales acreditados que se interesen por su situación 
legal o de salud, sin restricción alguna.  
Artículo 71.- Formas de comunicación.  
Las autoridades de los centros penitenciarios deberán facilitar las posibilidades a 
los privados de libertad para que éstos se puedan comunicar con sus familiares, 
personas allegadas al núcleo familiar y representantes legales acreditados de 
forma oral, escrita o telefónica.  
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Estas comunicaciones no tendrán más restricciones que las impuestas por la 
seguridad y el orden; el procedimiento para la periodicidad de las comunicaciones 
y las visitas serán establecidas en el Reglamento de la presente Ley.  
Artículo 72.- Visitas conyugales y sus locales.  
Las visitas conyugales para los privados de libertad serán únicamente para 
esposas o compañeras en unión de hecho estable debidamente registradas en el 
expediente del interno.  
Las autoridades de los diferentes centros penitenciarios deberán procurar 
establecer locales especiales para estas visitas conyugales y familiares que se 
realizarán de acuerdo a las prerrogativas establecidas para cada régimen 
penitenciario, en el caso de los internos ubicados en régimen semi abierto y 
abierto la visita conyugal será cada ocho días.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento.  
Artículo 73.- Asistencia espiritual.  
Los privados de libertad o internos gozan del derecho del ejercicio del culto 
religioso y a comunicarse con sus guías espirituales llamados por ellos o por 
aquellos que presten colaboración en el centro penitenciario.  
Artículo 74.- Conocimiento de noticias veraces.  
Cuando la dirección del centro penitenciario tenga noticias confirmadas de la 
defunción o enfermedad grave de familiares directos o parientes cercanos hasta 
en un cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, se debe de informar 
de inmediata al privado de libertad.  
Artículo 75.- Acceso a los centros penitenciarios.  
Tienen acceso a los centros penitenciarios del país las diferentes organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales, así como las de derechos humanos y 
religiosas de diferentes denominaciones; también tienen derecho al acceso a los 
centros aquellas personas naturales debidamente acreditadas que deseen 
colaborar con el Sistema Penitenciario Nacional en las labores de rehabilitación, 
atención y promoción de los derechos humanos de los internos.  
Artículo 76.- Evaluación de las actividades.  
Todas las actividades realizadas por las organizaciones, entidades o personas 
naturales o jurídicas comprendidas en el artículo 30 de la presente Ley, serán 
evaluadas periódicamente, en conjunto con las autoridades superiores del Sistema 
Penitenciario Nacional con el propósito de ratificar los proyectos y programas que 
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se desarrollan así como el mantenimiento, modificación, suspensión o supresión 
de los programas. 
 
CAPÍTULO IX  
DEL TRABAJO PENITENCIARIO Y SU FUNCIÓN REHABILITADORA 
 
Artículo 77.- Participación en el trabajo penitenciario.  
La participación del privado de libertad o interno en el trabajo penitenciario, es el 
elemento fundamental para hacer posible el tratamiento penitenciario, por lo que 
los internos deben de cumplir con las características siguientes:  
 
1) Voluntad expresa del privado de libertad o interno;  
2) No tener carácter aflictivo, ni ser considerado una medida correctiva;  
3) No atentar contra la dignidad del interno;  
4) En lo posible, debe ser suministrado por la administración del centro 
penitenciario; sin embargo se podrán realizar contratos de trabajo de prestación de 
servicios con empresas o particulares fuera del centro, todo bajo la 
responsabilidad, supervisión y custodia de las autoridades del Sistema 
Penitenciario Nacional;  
5) El trabajo debe de tener carácter formativo y productivo, con el único objetivo de 
preparar al interno para su reinserción al mercado laboral al momento de que éste 
recupere su libertad;  
6) Organizar el trabajo teniendo en cuenta, en lo posible, el perfil ocupacional del 
interno;  
7) Determinar las condiciones y circunstancias de seguridad, salud e higiene 
laboral. 
 
La remuneración salarial de los privados de libertad estará en correspondencia al 
tipo de trabajo, modalidad y características del mismo; todo lo relativo a las 
medidas de seguridad del interno es por cuenta y responsabilidad exclusiva de la 
dirección del Sistema Penitenciario Nacional.  
Artículo 78.- Excepciones en trabajo penitenciario.  
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Para los fines y efectos del trabajo penitenciario, quedan exceptuados de trabajar 
los mayores de sesenta años, los sometidos a tratamiento médico, los 
incapacitados permanentes, las mujeres embarazadas, conforme a las normas 
laborales vigentes y los que por medidas de seguridad se establezcan.  
En el caso de los internos exceptuados en el párrafo anterior, éstos podrán optar 
al trabajo y solicitarlo a la dirección del centro penitenciario en donde se 
encuentren internos; en estos casos el trabajo que se les ofrezca debe estar de 
acuerdo a su salud y la condición física.  
Las excepciones establecidas en este artículo no limitan los beneficios 
penitenciarios que se les otorgan.  
 
CAPÍTULO X  
DEL CENTRO NACIONAL DE PRODUCCIÓN PENITENCIARIO 
 
Artículo 79.- Centro Nacional de Producción Penitenciario.  
Créase el Centro Nacional de Producción Penitenciario, que en lo sucesivo se le 
denominará Centro de Producción, como un ente desconcentrado del Ministerio de 
Gobernación, con capacidad propia para adquirir obligaciones y derechos, y cuyo 
objeto primordial constituye esencialmente contribuir a la función social de reforma 
del privado de libertad y al financiamiento de las actividades del Sistema 
Penitenciario Nacional; su organización, estructura y funcionamiento lo define la 
presente Ley y su Reglamento.  
Las autoridades del Ministerio de Hacienda y Crédito Público deben de tener 
inscrito y registrado al Centro de Producción Penitenciaria como uno de los 
proveedores del Estado para que este proceda a ofertar sus servicios y productos 
elaborados.  
Artículo 80.- Dirección del Centro de Producción.  
El Centro de Producción está dirigido por una Junta Directiva que se integra con 
los representantes de las instituciones siguientes:  
 
1. El Ministro de Gobernación o su representante, quien asume la presidencia y 
representación de la Junta Directiva;  
2. El Director General del Sistema Penitenciario Nacional;  
3. Un representante del Patronato Nacional de Reos;  
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4. El gerente general del Centro de Producción, deberá ser un oficial del Sistema 
Penitenciario con idoneidad para el cargo; y  
5. Un supervisor, dándole la participación a las organizaciones civiles o religiosas. 
Estas eligen su representante a la Junta Directiva.  
 
El nombramiento del gerente del Centro de Producción, a propuesta de la Junta 
Directiva, le corresponde únicamente al Ministro de Gobernación.  
En ningún caso los miembros de la Junta Directiva recibirán pago de dieta, 
incentivos, salarios y ningún otro tipo de retribución por pertenecer a la Junta 
Directiva.  
Artículo 81.- Patrimonio del Centro de Producción.  
Para el cumplimiento de los fines y objetivos del Centro de Producción, se deben 
de contabilizar como patrimonio de éste la totalidad de los bienes muebles e 
inmuebles que actualmente tiene asignados de parte del Sistema Penitenciario 
Nacional.  
También constituyen parte del patrimonio de éste, los bienes que obtenga a 
cualquier título, sea gratuito u oneroso, la reinversión de las utilidades generadas 
por sus áreas productivas o los que provengan de aportes o donaciones, legados, 
subvenciones de cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, sean 
estas nacionales o extranjeras, así como las asignaciones ordinarias o 
extraordinarias provenientes del Estado.  
Artículo 82.- Objetivos del Centro de Producción.  
Para los fines y efectos del funcionamiento del Centro de Producción, se 
establecen como objetivos los siguientes:  
 
1) Promover, impulsar, desarrollar, y fortalecer los diferentes programas de 
reinserción social de los privados de libertad;  
2) Promover e impulsar permanentemente la creación de empleos para los 
privados de libertad para su posterior incorporación a las actividades socio 
económicas de la sociedad;  
3) Desarrollar y ampliar los diferentes programas productivos del Sistema 
Penitenciario Nacional con alto nivel de calidad y productividad;  
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4) Realizar las inversiones que resulten necesarias para mejorar la calidad de las 
condiciones de vida de los privados de libertad, y de los funcionarios del Sistema 
Penitenciario Nacional; y  
5) Establecer relaciones comerciales con cualquier persona natural o jurídica, 
pública o privada, para ofertar y comercializar los productos provenientes de las 
actividades agropecuarias y agroindustriales, así como aquellos otros productos 
cuyo origen radique en las actividades industriales, artesanales, grupos culturales 
o artísticos, o de otra índole generados por el Centro de Producción. 
 
Artículo 83.- Autorización para la realización de proyectos.  
El Centro de Producción, puede establecer diversos proyectos o actividades 
productivas en todos los centros penitenciarios del país, asumiendo bajo su cuenta 
y responsabilidad, la formulación, aprobación, ejecución y administración de éstos.  
La Junta Directiva del Centro Nacional de Producción podrá solicitar apoyo 
económico a los organismos nacionales e internacionales para la realización de 
los proyectos.  
Artículo 84.- Parámetros de los proyectos.  
Los proyectos que impulse el Centro de Producción deben de cumplir con los 
parámetros siguientes:  
 
1. Viabilidad y factibilidad económica y financiera;  
2. Vocacionalmente formativos;  
3. Contribuir al sostenimiento y la unidad de la familia del privado de libertad;  
4. Que su función sea de carácter social y su realización sea para la natural 
incorporación a la vida social del privado de libertad, así como que sus 
componentes sean de carácter educativo y formativo; y  
5. Que no representen riesgos potenciales a la seguridad pública y ciudadana. 
 
Artículo 85.- Autorización para el trabajo de los privados de libertad en el 
Centro de Producción.  
La dirección general del Sistema Penitenciario Nacional pondrá a disposición del 
centro de producción a los privados de libertad, siempre y cuando no representen 
mayor riesgo y peligro para la seguridad de los centros penitenciarios y el personal 
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del Sistema, para la realización y ejecución de las diferentes actividades 
productivas.  
Artículo 86.- Uso de las utilidades.  
El cien por ciento de las utilidades netas generadas por las diferentes actividades 
productivas del Centro de Producción, serán destinadas para la creación y 
ampliación de los diferentes proyectos productivos que cumplan con los requisitos 
establecidos en los artículos 6 y 84 de la presente Ley, y para el mejoramiento de 
las condiciones alimenticias, médicas y de infraestructura del Sistema 
Penitenciario.  
Artículo 87.- Prioridad a los bienes y servicios.  
Para contribuir al logro de los fines y objetivos establecidos en el artículo 6 de la 
presente Ley, los representantes legales de cada una de las diferentes 
instituciones del Estado deberán establecer prioridad en la adquisición de bienes y 
servicios ofrecidos por el Centro de Producción.  
Corresponde al Sistema Penitenciario Nacional la elaboración de las placas para 
el parque automotor que circule en el país; en este caso deberá cumplir con las 
medidas y demás requisitos técnicos que al respecto establezca la Policía 
Nacional por medio de la Especialidad de Tránsito así como observar las medidas 
de calidad, control y seguridad que resulten necesarias. También podrán elaborar 
aquellas otras que normal y habitualmente son utilizadas por los diferentes 
gobiernos locales. 
 
CAPÍTULO XI  
DE LA EDUCACIÓN, INSTRUCCIÓN Y DEPORTES 
 
Artículo 88.- Educación y formación de los internos.  
Los centros penitenciarios deben de disponer de una escuela en la que se 
desarrolle la educación y formación básica de los privados de libertad o internos, 
especialmente para analfabetas y jóvenes de bajo nivel académico.  
El sistema educativo para los privados de libertad debe ser administrado, técnica y 
financieramente por el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, por lo que la 
enseñanza impartida debe de ajustarse a los programas y políticas oficiales del 
Estado. En todos los casos la instrucción y educación para los privados de libertad 
debe de estar orientada a que éstos puedan alcanzar los niveles académicos y 
títulos respectivos.  
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La promoción de la enseñanza y la capacitación técnica de los internos, debe 
fomentar la participación de los diversos organismos del Estado y la sociedad civil, 
indistintamente de su naturaleza, con la finalidad y objetivo de ayudar al Sistema 
Penitenciario y al Ministerio de Educación, Cultura y Deportes para crear las 
condiciones técnicas y materiales necesarias para facilitar la reinserción social del 
privado de libertad.  
Artículo 89.- Derecho a la educación, cultura y deportes.  
Los privados de libertad o internos tienen derecho a disponer de locales 
apropiados para el desarrollo de las diferentes actividades educativas, culturales y 
deportivas, orientadas a su desarrollo físico, psíquico y mental, así como textos 
oficiales o libros diversos, revistas y periódicos de libre circulación en el país que 
les facilite su formación académica.  
El proceso informativo y académico también puede realizarse a través de 
audiciones radiofónicas, televisivas u otros medios similares.  
La única limitación con relación al derecho a la educación está determinado por 
razones de seguridad penitenciaria.  
Artículo 90.- Apoyo al sistema educativo.  
Los privados de libertad de mayor nivel y formación académica y técnica podrán 
servir de multiplicadores de los diferentes programas de formación académica que 
desarrolle el Sistema Penitenciario Nacional en coordinación con las autoridades 
del Ministerio de Educación Cultura y Deportes y por la vía de convenios con las 
diferentes universidades y/o centros de estudios superiores y técnicos del país, 
esa participación como multiplicadores será tomada en cuenta para los efectos de 
la liquidación de la pena del reo.  
 
CAPÍTULO XII  
DE LA SALUD E HIGIENE  
 
Artículo 91.- Servicios médicos.  
El Sistema Penitenciario Nacional, en cada uno de los diferentes centros 
penitenciarios, debe tener una unidad de servicios médicos básicos y preventivos 
para atender a los privados de libertad que en el se encuentren internos, los que 
sin excepción deben de ser atendidos y asistidos sin discriminación alguna en las 
diferentes instalaciones del Ministerio de Salud o sus respectivas unidades de 
salud pública.  
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Artículo 92.- Cuerpo médico del Sistema.  
La unidad de servicios médicos del Sistema Penitenciario Nacional, es la 
encargada de brindar los servicios de supervisión control y vigilancia de la higiene 
y la salubridad básica requerida para cada uno de los diferentes centros 
penitenciarios de acuerdo a las normativas establecidas por las autoridades 
superiores de la referida unidad y la dirección del Sistema.  
Artículo 93.- Otros servicios médicos.  
Los internos podrán a su costa, solicitar los servicios médicos especializados que 
brinden los centros asistenciales privados, previo dictamen del Instituto de 
Medicina Legal y la valoración del médico del centro penitenciario, debiéndose 
movilizar al interno al centro referido, salvo que por razones de seguridad no sea 
conveniente su traslado.  
Artículo 94.- Promoción de proyectos y programas ambientales.  
El Sistema Penitenciario Nacional, podrá promover la realización y desarrollo de 
proyectos y programas sostenibles de carácter ambiental, con la participación de 
los privados de libertad, teniendo siempre presente el régimen en que estos se 
encuentren. 
 
CAPÍTULO XIII  
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD  
 
Artículo 95.- Derechos de los privados de libertad.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y sin perjuicio de los derechos 
establecidos en la Constitución Política de la República, los privados de libertad 
tienen derecho a lo siguiente:  
 
1. Al respeto de su dignidad en cualquier circunstancia, por lo que las autoridades 
y funcionarios de la administración del Sistema Penitenciario Nacional deben 
mantener una relación de estricto respeto y un trato adecuado; así como a la 
práctica de la libre expresión de pensamiento, conciencia y credo religioso;  
2. A ser asesorado jurídicamente por un profesional del derecho y tener acceso a 
la justicia y garantía sobre su seguridad personal, así como a recibir de parte de la 
administración penitenciaria, el cuido y resguardo de su seguridad física, personal, 
moral, educación y recreación;  
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3. A tener libre acceso para con su defensor y a comunicarse privadamente con él;  
4. A ser asesorado jurídicamente por un profesional del derecho y tener acceso a 
la justicia y recibir información escrita sobre su situación procesal y penitenciaria;  
5. A ser informado para conocer de los reglamentos y las demás disposiciones de 
carácter general emitidas por las autoridades competentes que regulen la 
ejecución de las penas;  
6. A entrevistarse privadamente con el director del centro penitenciario cuando 
exista circunstancias o hechos que de alguna manera pongan en riesgo o que 
afecten sus derechos;  
7. A realizar de forma escrita a la autoridad que corresponda, las peticiones y 
quejas que estime pertinente, de las cuales debe de obtener una pronta resolución 
escrita, sea esta satisfactoria o no, en todos aquellos asuntos que sean 
estrictamente de la competencia de la administración penitenciaria;  
8. A un régimen alimenticio adecuado y a poseer enseres y utensilios, prendas de 
vestir y artículos de uso personal de conformidad a lo normado por las autoridades 
del centro penitenciario;  
9. A escuchar radio, leer periódicos y revistas, así como tener y conservar las 
relaciones con el exterior del centro penitenciario, de conformidad a la normativa 
del centro penitenciario;  
10. A un trabajo remunerado, que éste no sea aflictivo y a que se le brinde 
capacitación para el trabajo que desempeñará.  
11. A disponer, dentro de los establecimientos de detención, de locales adecuados 
y dignos para la realización de visitas familiares, conyugales y especiales, de 
acuerdo con las disposiciones vigentes y las condiciones materiales del centro 
penitenciario;  
12. A recibir tratamiento penitenciario y a gozar de los beneficios derivados del 
Sistema Progresivo, en caso de los condenados;  
13. A mantener relaciones de familia e interrelación con personas u organismos de 
apoyo comunitario, sin más limitaciones que las estrictamente necesarias en virtud 
de la seguridad interna del centro penitenciario;  
14. A participar en las actividades del centro penitenciario, con las limitaciones 
derivadas por su ubicación en determinado régimen penitenciario;  
15. A formular peticiones y quejas ante las autoridades competentes; 
especialmente al juez de ejecución de la pena;  
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16. A mantener permanente comunicación con el equipo interdisciplinario que 
participa en su valoración y la movilidad dentro del centro penitenciario, de 
acuerdo al régimen en que se encuentre ubicado;  
17. A convivir en un ambiente adecuado, de acuerdo con la clasificación y 
ubicación en régimen; así como participar en aquellas actividades que contribuyan 
a desarrollar sanamente sus potencialidades y aptitudes;  
18. A las y los privados de libertad mayores de 70 años o los que padezcan de 
enfermedades crónicas o en fase terminal se les otorgará el beneficio del régimen 
de convivencia familiar, previa valoración del médico forense.  
19. Los demás derechos que le determine la presente Ley y su Reglamento o que 
sean establecidos en otros cuerpos dispositivos de nuestro ordenamiento jurídico, 
siempre que no contradiga lo preceptuado por la presente Ley.  
 
Artículo 96.- Obligaciones de los privados de libertad.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento, se establecen a los 
privados de libertad las obligaciones siguientes:  
 
1. Permanecer en el centro penitenciario a disposición de la autoridad judicial 
hasta su debida liberación o cumplimiento de la respectiva condena impuesta;  
2. Cumplir con las normas de régimen interior y con las disposiciones orientadas 
por los funcionarios penitenciarios en el ejercicio de sus funciones, así como las 
medidas restrictivas y sanciones que se le impongan de acuerdo a su conducta y 
disciplina en el centro penitenciario previstas por la presente Ley y su Reglamento;  
3. Colaborar para alcanzar una adecuada convivencia, respetar al personal del 
Sistema Penitenciario Nacional, a los otros internos y a las demás personas que 
entraren a los recintos penitenciarios;  
4. Asistir y cumplir con la disciplina laboral;  
5. Cuidar del aseo e higiene personal, así como de las instalaciones del centro 
penitenciario;  
6. Realizar labores de limpieza y saneamiento de las instalaciones del centro 
penitenciario, así como de sus artículos personales;  
7. Participar en las actividades formativas, educativas, laborales, sociales 
deportivas y culturales que se definan como necesarias para el desarrollo de sus 
capacidades y habilidades; y  
Análisis de la figura de la Libertad Condicional en la legislación penal nicaragüense 
 
8. Cualquier otra que establezca la presente Ley y su Reglamento. 
 
Artículo 97.- Derechos de los adolescentes.  
De conformidad a lo establecido en el Código de la Niñez y la Adolescencia, los 
adolescentes, durante la ejecución de las medidas cautelares de privación de 
libertad, gozan de los derechos siguientes:  
 
1) A recibir información sobre:  
 
1.1 Sus derechos en relación con las personas responsables del centro de 
detención;  
1.2 Los reglamentos internos sobre comportamiento y vida en el centro, en 
especial lo relativo a las medidas disciplinarias que puedan aplicársele. Estas 
medidas deben colocarse en lugar público y visible para que las conozcan todos 
los privados de libertad;  
1.3 El contenido del plan individual de ejecución orientado a reinsertarlo en la 
sociedad; y  
1.4 La forma y medios de comunicación con el mundo exterior, permisos de salida 
y régimen de visita.  
 
2) A que se le mantenga, en cualquier caso, separado de los condenados por la 
legislación penal común;  
3) A que se le ubique en un lugar apto para el cumplimiento del plan de ejecución 
de la pena y a que no se le traslade arbitrariamente;  
4) A no ser incomunicado ni sometido a régimen de aislamiento o imposición de 
penas corporales. Cuando la incomunicación o aislamiento deban ser aplicados 
para evitar actos de violencia contra el adolescente o un tercero, esta medida se 
notificará a la Oficina de Ejecución y Vigilancia de las Sanciones Penales a los 
Adolescentes y a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos para 
que, de ser necesario, la revisen y fiscalicen;  
5) A recibir servicios de salud, educativos y sociales adecuados a su edad y 
condiciones, así como a ser asistido por personas con la formación profesional 
requerida;  
6) A dirigir peticiones y quejas ante la administración del centro penitenciario, la 
oficina de ejecución y vigilancia, autoridades judiciales competentes, Procuraduría 
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para la Defensa de los Derechos Humanos u otras autoridades y organizaciones 
de derechos humanos;  
7) A contar con asesoría y defensa especializada; y  
8) Los demás derechos que le otorgue el centro penitenciario establecido para los 
adultos y que sean aplicables a los adolescentes.  
 
Artículo 98.- Sometimiento a plan individual.  
Para la ejecución de las medidas de privación de libertad, los adolescentes deben 
someterse al plan individual establecido para tal efecto el que será controlado y 
supervisado por la oficina de ejecución y vigilancia de las sanciones penales a los 
adolescentes. 
 
CAPÍTULO XIV  
DEL PATRONATO NACIONAL PARA PRIVADOS DE LIBERTAD DEL SISTEMA 
PENITENCIARIO NACIONAL Y LA PARTICIPACIÓN COMUNITARIA 
 
Artículo 99.- Creación del Patronato Nacional para privados de libertad en el 
Sistema Penitenciario.  
Créase el Patronato Nacional para Privados de Libertad en el Sistema 
Penitenciario Nacional, como un organismo de apoyo a la administración 
penitenciaria y de gestión comunitaria en beneficio de los privados de libertad, 
siendo sus objetivos los siguientes:  
 
1. Apoyar el tratamiento y gestión reeducativo;  
2. Elaborar y promover programas, proyectos, convenios, y campañas tendientes 
al beneficio económico y financiero de la Institución, con el objetivo único de 
mejorar las condiciones de vida de las personas privadas de libertad;  
3. Brindar apoyo a los ciudadanos que recuperan su libertad, en especial lo 
relativo a lo laboral, social y moral.  
 
Artículo 100.- Integración del Patronato.  
El Patronato Nacional para los Privados de Libertad estará integrado de la manera 
siguiente:  
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1. Un representante del Ministro de Gobernación, quien lo preside o en quien 
delegue;  
2. Dos representantes del Sistema Penitenciario Nacional;  
3. Cuatro representantes de la sociedad civil y gremiales;  
4. Tres miembros de los clubes de servicio comunitario;  
5. Dos representantes de la iglesia católica;  
6. Dos representantes de la iglesia evangélica;  
7. Las diferentes organizaciones promotoras de los derechos humanos;  
8. Cualquier otra que a criterio del Ministro de Gobernación resulte necesario. 
 
Artículo 101.- Funcionamiento del Patronato  
Para el funcionamiento del Patronato Nacional para atención a los privados de 
libertad ubicados en el Sistema Penitenciario Nacional se integrará una Junta 
Directiva, cuya composición, integración y funcionamiento será establecido en el 
Reglamento de la presente Ley.  
Los fondos destinados para el funcionamiento del Patronato Nacional para 
atención a los privados de libertad se constituirá con las donaciones, legados y 
subvenciones provenientes de cualquier persona natural o jurídica, nacional o 
extranjera, sea ésta pública o privada, más el aporte ordinario o extraordinario que 
a tal efecto realice el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el que será incluido 
en el Presupuesto General de la República a través del Ministerio de Gobernación.  
La Junta Directiva en ningún caso podrá tener más de nueve miembros con sus 
respectivos suplentes.  
Artículo 102.- Funciones del Patronato Nacional.  
El Patronato Nacional para Atención a los Privados de Libertad internos en el 
Sistema Penitenciario Nacional tendrá las funciones siguientes:  
 
1. Organizar los diferentes patronatos departamentales para atención a los 
privados de libertad internos en el Sistema Penitenciario Nacional en dependencia 
de la localización de los centros penitenciarios;  
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2. Cuidar y tutelar por los derechos de las personas privadas de libertad ubicadas 
en prisión preventiva, sin perjuicio de la institución en la que se encuentren 
internos; y  
3. Cualquier otra que al respecto establezca la presente Ley y su Reglamento.  
CAPÍTULO XV  
DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO Y SUS ESTÍMULOS 
 
Artículo 103.- Régimen y objetivos disciplinarios.  
El régimen disciplinario de los privados de libertad está dirigido a garantizar la 
seguridad y una convivencia ordenada, a fin de desarrollar el sentido de 
responsabilidad y la capacidad de autocontrol, elementos básicos para la 
consecución de los fines y objetivos de la presente Ley y su Reglamento.  
Las autoridades del Sistema Penitenciario deben de establecer en cada uno de los 
centros penitenciarios un organismo que contribuya a las actividades de los 
privados de libertad; su integración, organización y funcionamiento se regulará por 
medio del Reglamento de la presente Ley.  
Artículo 104.- Corrección y aplicación de sanciones al interno.  
Los privados de libertad deben ser corregidos disciplinariamente de acuerdo a los 
casos que se determinen reglamentariamente, debiendo aplicárseles las 
sanciones que expresamente se detallan en la presente Ley y su Reglamento, 
estas correcciones las determina el equipo interdisciplinario.  
Contra toda medida correctiva o sanción disciplinaria que se aplique a un privado 
de libertad, cabe el recurso, por parte del interno, ante el juez de ejecución de la 
pena.  
Artículo 105.- Clasificación de las faltas.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento las infracciones se 
clasifican de la forma siguiente:  
 
1. Muy graves;  
2. Graves; y  
3. Leves. 
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Artículo 106.- Medidas disciplinarias.  
Las autoridades penitenciarias, deben imponer de tal forma que no afecten la 
salud ni la dignidad del interno, las medidas siguientes:  
 
1. Amonestación verbal o escrita;  
2. Privación de participación en actos recreativos ordinarios y extraordinarios;  
3. Privación de permisos de salida de hasta tres veces consecutivas;  
4. Internamiento en su celda;  
5. Internamiento en celda individual; y  
6. Regresión en Régimen. 
 
Artículo 107.- Condiciones de las celdas en caso de internamiento.  
En los casos de internamiento en las celdas individuales, los privados de libertad 
deben tener las condiciones básicas necesarias para no perjudicar la salud física y 
mental de éstos, razón por la cual las condiciones físicas de las celdas deben de 
ser inspeccionadas y evaluadas por el médico del penal.  
La sanción de internamiento en celda, únicamente le será aplicada al privado de 
libertad cuando en los hechos cometidos por el interno se aprecie la notoria y 
manifiesta agresividad y violencia o en los casos en que de forma reiterada y 
progresivamente, altere la convivencia en el centro penitenciario o cuando se 
ponga en riesgo la seguridad interna del centro o la vida del personal o de los 
demás internos. Esta medida correctiva no le será aplicada a los privados de 
libertad de sexo femenino que se encuentren en proceso de gestación; las que se 
encuentren lactando, sino hasta doce meses después del parto, también se 
excluyen a las que tuviesen a los hijos consigo.  
El internamiento se debe aplicar previa autorización escrita del director del centro 
penitenciario y después que el médico de éste examine al interno (a) y que 
certifique que se encuentra en condiciones adecuadas de salud.  
El médico del centro está obligado a visitar todos los días a los privados de 
libertad que están cumpliendo tales sanciones y posteriormente informar al 
director del centro del estado de salud del interno.  
Artículo 108.- Medidas cautelares en caso de riesgo.  
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En los casos en que esté en riesgo la integridad física de los privados de libertad y 
su familia, así como el orden y la seguridad en el centro penitenciario o de su 
personal, se deben tomar las medidas cautelares siguientes:  
 
1. Ubicación del privado de libertad en unidades de máxima seguridad dentro del 
mismo centro; y/o  
2. Ubicación del interno en las unidades de seguridad en otro centro penitenciario. 
 
Las medidas cautelares se utilizarán exclusivamente como forma de prevención y 
solución circunstancial y temporal ante situaciones de inminente peligro personal o 
institucional. En cualquiera de los casos estas medidas deben de ser razonadas y 
fundamentadas por escrito por parte del director del centro penitenciario, todo 
debe de hacerse constar en el expediente del privado de libertad y comunicárselo 
de forma personal al interno.  
Estas medidas no se deben de aplicar a las mujeres embarazadas, a las madres 
en proceso de lactancia de sus hijos, sino hasta doce meses después del parto o a 
las que tuviesen hijos consigo.  
Artículo 109.- Información de la infracción y la sanción.  
Los privados de libertad deberán de ser sancionados únicamente cuando de 
previo se les haya informado de la infracción que se les señala o atribuye, siempre 
y cuando este haya presentado los argumentos válidos en su defensa. Las 
sanciones solamente podrán ser impuestas cuando el equipo interdisciplinario del 
centro donde está ubicado el interno las haya expuesto al director del centro para 
que éste las apruebe.  
Los internos sujetos a sanciones disciplinarias podrán hacer uso de la petición de 
revisión de la medida correctiva que se le aplique, el Reglamento de la presente 
Ley establecerá el procedimiento.  
Artículo 110.- Utilización de medidas coercitivas.  
Para vencer la resistencia activa o pasiva de los privados de libertad ante las 
órdenes del personal penitenciario en el ejercicio de su cargo o para sofocar y 
abortar cualquier acto contrario al orden y la seguridad del centro, le corresponde 
en todo tiempo y de forma exclusiva al director de éste, autorizar la utilización de 
los medios coercitivos que al respecto establezca el Reglamento de la presente 
Ley, siempre y cuando su objetivo sea impedir cualquier acto de evasión, violencia 
entre los internos, disturbios o quebrantamientos de la disciplina del centro que 
atenten contra la seguridad de éste y sus agentes o que se causen daños entre 
ellos, a otras personas o a sí mismo.  
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Su uso está dirigido al restablecimiento de la total normalidad.  
Artículo 111.- Estímulos a los internos.  
En los casos de los privados de libertad que pongan de manifiesto la buena 
voluntad por medio de la buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de 
responsabilidad podrán ser estimulados de conformidad al programa de estímulos 
que al respecto establezca el Reglamento de la presente Ley.  
 
CAPÍTULO XVI  
DEL PERSONAL Y LA CARRERA PENITENCIARIA 
 
Artículo 112.- Sobre el personal.  
Para los fines y efectos de la presente Ley, el Sistema Penitenciario Nacional debe 
disponer del personal profesionalmente calificado, teniendo presente el tipo, la 
singularidad y las características de las labores profesionales apropiadas que se 
requieran.  
Artículo 113.- Carrera Penitenciaria y los principios que la regulan.  
Se establece la Carrera Penitenciaria, reconociéndoles a los actuales funcionarios 
y demás personal sus derechos por antigüedad y especialización.  
La Carrera Penitenciaria del personal del Sistema Penitenciario se rige bajo los 
principios de:  
 
1. Selección;  
2. Capacidad profesional;  
3. Concurso por oposición pública;  
4. Igualdad de oportunidades para ambos sexos;  
5. Idoneidad;  
6. Respeto a los derechos humanos;  
7. Disciplina; y  
8. Méritos.  
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La presente Ley y su Reglamento establecerán las normas para su regulación.  
Artículo 114.- Formación y actualización del personal.  
El personal del Sistema Penitenciario Nacional, bajo los parámetros establecidos 
en la Carrera Penitenciaria, antes de su ingreso y nombramiento, así como 
durante el desempeño de sus funciones en virtud del cargo que desempeña, 
deben de recibir los cursos de formación y actualización que establezca la escuela 
para estudios penitenciarios, así como someterse a los exámenes de selección 
establecidos.  
En general, el ingreso del personal estará a cargo de la Dirección General del 
Sistema Penitenciario Nacional, y únicamente podrán ser nombrados y recibir 
promociones aquellos empleados y funcionarios miembros del Sistema 
Penitenciario Nacional que hayan cursado y aprobado los diferentes programas de 
estudio y capacitación impartidos por el Sistema Penitenciario Nacional o por el 
Ministerio de Gobernación en coordinación con cualquier otro ente, sea este 
público o privado, nacional o extranjero.  
Para el ingreso al Sistema Penitenciario Nacional, los interesados deberán haber 
cursado y aprobado al menos el tercer año de educación secundaria.  
El Reglamento de la presente Ley establecerá las normativas de carácter 
procedimental.  
Artículo 115.- Clasificación del personal del Sistema.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento, el personal del 
Sistema Penitenciario Nacional se clasifica de la forma siguiente:  
 
1) Personal Penitenciario; y  
2) Personal Administrativo.  
 
En el desempeño de sus funciones, el personal penitenciario y el personal 
administrativo se rigen por la Carrera Penitenciaria; como norma supletoria se le 
aplicarán las normas establecidas en las leyes de Servicio Civil y la de Carrera 
Administrativa, en lo que fuese pertinente y que no requiera de reglamentación, 
así como lo establecido en el Código del Trabajo, siempre que no contradigan la 
presente Ley y su Reglamento.  
Artículo 116.- Requisitos y políticas para ingresar al personal del Sistema.  
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Para su ingreso, el personal del Sistema Penitenciario Nacional debe cumplir los 
requisitos existentes en las políticas de personal que se establecen en la presente 
Ley, su Reglamento y la Carrera Penitenciaria.  
Artículo 117.- Representantes de la ley y compensación económica.  
Los funcionarios del Sistema Penitenciario Nacional, en el desempeño de sus 
funciones, son representantes de la ley y como tales gozan de la calidad de 
agentes de la autoridad pública, y no tienen más responsabilidades de los que 
expresamente la ley y su reglamento les otorga.  
Los haberes económicos tales como salarios, prestaciones y beneficios de 
seguridad social, entre otros, de los funcionarios y personal general del Sistema 
Penitenciario, deben ser equivalentes a los máximos estándares aplicados a las 
otras estructuras afines del Ministerio de Gobernación. 
 
CAPÍTULO XVII  
DE LAS OBLIGACIONES Y DERECHOS DEL PERSONAL DEL SISTEMA 
PENITENCIARIO  
 
Artículo 118.- Obligaciones del personal.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento, son obligaciones del 
personal del Sistema Penitenciario Nacional las siguientes:  
 
1. Cumplir y respetar la Constitución Política de la República de Nicaragua, la 
presente Ley y su Reglamento, los tratados, convenios y acuerdos internacionales 
y demás disposiciones comprendidas dentro del ordenamiento jurídico 
nicaragüense que regulen el trabajo penitenciario;  
2. Respetar la dignidad humana del privado de libertad, proteger y defender los 
derechos humanos de éstos; y  
3. Hacer uso de la fuerza en aquellos casos, que por su naturaleza y agravante, 
resulte estrictamente necesario, medida que deberá de ser racional, proporcional a 
la causa que le de origen y que la situación lo requiera.  
 
Artículo 119.- Consejo de Género.  
Créase el Consejo de Género del Sistema Penitenciario Nacional, como una 
instancia de análisis debate de inquietudes, intereses y problemática de las y los 
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funcionarias y funcionarios del Sistema, así como buscar soluciones adecuadas, 
presentar propuestas y sugerencias, aportes y recomendaciones para que puedan 
ser valoradas y consideradas por la Jefatura Nacional de la institución.  
Artículo 120.- Derechos de los funcionarios.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento, son derechos de los 
funcionarios del Sistema Penitenciario Nacional, los siguientes:  
 
1. Estabilidad en el desempeño de su cargo, únicamente podrán ser retirados o 
dados de baja del servicio por las causales previstas por la presente Ley y su 
Reglamento;  
2. Percibir un salario de acuerdo al cargo que se desempeña, nivel académico, 
capacidad, especialidad, antigüedad y riesgo;  
3. Ser promovido en cargo, de acuerdo a los requisitos establecidos, 
reglamentados y cumplidos, teniendo presente la igualdad de oportunidades, 
tomando en cuenta los méritos y capacidad demostrada;  
4. Ser dotado de los medios técnicos, materiales y el avituallamiento necesarios 
para el cumplimiento de las misiones y funciones, así como las condiciones 
básicas mínimas para poder laborar en otra región cuando las exigencias del 
cargo y la función lo requieran;  
5. Recibir asistencia legal de parte de la institución en los procesos judiciales que 
tenga que enfrentar a consecuencia del ejercicio de sus funciones;  
6. Tener y gozar de un régimen especial de seguridad social obligatorio y un 
programa para el desarrollo humano para todo el personal del Sistema 
Penitenciario Nacional, sin exclusión, que entre otros aspectos deberá de 
comprender el seguro social, así como cualquier otro beneficio que se le otorgue a 
los asegurados bajo este régimen, dicho régimen debe ser establecido por el 
Instituto de Seguridad Social y Desarrollo Humano del Ministerio de Gobernación, 
de conformidad a lo establecido en la Ley 228, Ley de la Policía Nacional, 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial, número 162 del 28 de Agosto de 1996 y su 
Reglamento;  
7. Para el ejercicio de la fuerza pública, el personal del Sistema Penitenciario 
Nacional debe ser dotado de las armas de fuego y los medios técnicos defensivos 
apropiados y necesarios por parte del Ministerio de Gobernación; y  
8. Cualquier otro que le establezca la presente Ley y su Reglamento o cualquier 
otra Ley de la República.  
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CAPÍTULO XVIII  
DE LAS DENOMINACIONES, PERMANENCIA, ROTACIÓN Y BAJA 
 
Artículo 121.- Determinación de la jerarquía.  
La jerarquía está determinada por la denominación jerárquica y del cargo que 
desempeñe u ocupe el funcionario. La correspondencia entre la jerarquía del 
cargo y la denominación está determinada por la presente Ley y su Reglamento.  
Artículo 122.- Exclusividad de las denominaciones y su uso.  
Para los fines y efectos de la presente Ley y su Reglamento, las denominaciones 
aquí establecidas, son de uso exclusivo del Sistema Penitenciario Nacional, 
siendo éstas las únicas que se imponen a sus miembros.  
Artículo 123.- Denominaciones.  
Con el objeto normativo y funcional del personal y del cumplimiento de la carrera 
penitenciaria, se establecen las denominaciones siguientes:  
 
1. Prefecto;  
2. Subprefecto;  
3. Alcaide;  
4. Subalcaide;  
5. Primer Alguacil;  
6. Alguacil;  
7. Sub alguacil; y  
8. Agente. 
 
Artículo 124.- Denominaciones.  
Corresponde al Director General del Sistema Penitenciario Nacional la 
denominación de Prefecto y a los dos Subdirectores Generales e Inspector 
General la de Subprefecto.  
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La denominación de Alcaide recae sobre los directores de Especialidades 
Nacionales, directores de centros penitenciarios y directores de órganos 
nacionales de apoyo; en los casos de los subdirectores de las respectivas 
estructuras se les denominan Subalcaide.  
A los cargos de Jefe de Departamento u Oficina se les denomina Primer Alguacil; 
los Jefes de Sección y Unidades son denominados como Alguacil y en los casos 
de los Oficiales, se les denomina Sub Alguacil.  
Al personal base del Sistema Penitenciario Nacional se le denominará Agente.  
Artículo 125.- Simbología de las denominaciones penitenciarias.  
Para los fines y efectos de la presente Ley, la simbología de las denominaciones 
penitenciarias, la promoción y tiempo de permanencia en el cargo se determinará 
en el Reglamento específico que para tal efecto se establezca.  
Artículo 126.- Nombramiento del Director General.  
El Director General del Sistema es nombrado por el Ministro de Gobernación, para 
un periodo de cinco años contados a partir de la fecha de su nombramiento, 
selección que se realizará a propuesta del Consejo de Dirección Nacional, de 
entre los miembros de la carrera penitenciaria que tengan las mayores 
denominaciones.  
Artículo 127.- Requisitos para el nombramiento.  
Para los fines y efectos del nombramiento del Director General del Sistema 
Penitenciario Nacional se deben de cumplir con los requisitos siguientes:  
 
1. Ser nacional de Nicaragua;  
2. Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;  
3. Haber cumplido al menos 25 años de edad;  
4. Tener grado académico mínimo profesional;  
5. No tener antecedentes penales;  
6. No haber incurrido en infracciones catalogadas como graves por el Reglamento 
Disciplinario del personal del Sistema, o que por su naturaleza atenten o lesionen 
el prestigio de la institución. 
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Artículo 128.- Nombramiento de los Subdirectores Generales y del Inspector 
General.  
Los nombramientos en los cargos de los dos Subdirectores Generales y del 
Inspector General, a propuesta del Consejo de Dirección Nacional, es facultad 
exclusiva del Ministro de Gobernación, de entre los miembros de la Carrera 
Penitenciaria que tengan las denominaciones mayores por un periodo igual al del 
Director General del Sistema, pudiéndose ratificar en el cargo hasta por un periodo 
más.  
El nombramiento de los otros cargos y la permanencia en los mismos es 
competencia de la Jefatura Nacional de acuerdo a lo establecido en la presente 
Ley y su Reglamento.  
Artículo 129.- Integración de la Jefatura Nacional del Sistema.  
La Jefatura Nacional del Sistema Penitenciario Nacional está integrada por el 
Director General, los dos Subdirectores Generales y el Inspector General, quienes 
en conjunto constituyen el nivel superior de mando de la Institución.  
Artículo 130.- Promociones del personal del Sistema.  
Las promociones del personal del Sistema Penitenciario Nacional están 
determinadas por el tiempo de permanencia en el cargo, el nivel y grado 
académico obtenido, los estudios de especialización, los cursos penitenciarios 
recibidos, así como por la eficiencia y la disciplina demostrada en el desempeño 
de sus funciones.  
Artículo 131.- Privación de la denominación y el cargo.  
La denominación y el cargo pueden privarse por efecto de sentencia ejecutoriada 
dictada por autoridad judicial competente.  
Artículo 132.- Causales de baja.  
Son causales de baja del personal del Sistema Penitenciario Nacional las 
siguientes:  
 
1) Renuncia, previo trámite correspondiente;  
2) Abandono del servicio sin causa justificada;  
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3) Por incurrir en infracciones catalogadas como graves por el Reglamento 
Disciplinario del Personal del Sistema, o que por su naturaleza atenten o lesionen 
el prestigio del Sistema;  
4) Por interdicción civil;  
5) Discapacidad total o permanente;  
6) Expiración del contrato de trabajo;  
7) Retiro;  
8) Jubilación; y  
9) Muerte. 
CAPÍTULO XIX  
DEL REGIMEN DISCIPLINARIO DEL PERSONAL 
 
Artículo 133.- Disciplina del personal de la institución.  
El personal del Sistema Penitenciario Nacional está sujeto a la disciplina 
institucional que garantice el cumplimiento de los principios de jerarquía, ética y 
profesionalismo, así como los deberes establecidos en el Reglamento Disciplinario 
del Personal.  
Artículo 134.- Procedimiento para la aplicación de sanciones.  
Para los fines y efectos de la aplicación de la presente Ley y su Reglamento, se 
establecerá un Reglamento Disciplinario para el personal, en el que se estipule el 
procedimiento para la aplicación de las sanciones pertinentes; en todos los casos 
se deja a salvo el derecho a la defensa del afectado.  
 
CAPÍTULO XX  
DEL RETIRO Y LA JUBILACIÓN  
 
Artículo 135.- Retiro y beneficios.  
Concluido el periodo para el que haya sido nombrado el Director General y los 
periodos de los Sub Directores Generales e Inspector General, respectivamente, 
pasarán a retiro activo en tanto no cumplan con la edad establecida por la ley para 
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adquirir la condición de pensionado, de conformidad a lo establecido en la Ley Nº 
228, Ley de la Policía Nacional para ser ubicado en la categoría de pensionado.  
Los beneficios que recibirán por la condición de retiro activo comprende la 
sumatoria de todas las prestaciones económicas y de seguridad que por razón de 
su cargo hayan recibido durante el plazo en que se hayan desempeñado, sin 
embargo estos podrán ser convocados a prestar el servicio activo en caso de 
extrema necesidad hasta cumplir la edad para la condición de pensionados.  
Artículo 136.- Retiro activo.  
Los miembros del Consejo de Dirección Nacional del Sistema Penitenciario 
Nacional, pasarán a retiro activo al haberse agotado todas las posibilidades de 
promoción y rotación, aún en aquellos casos en que no hubiesen cumplido el 
tiempo de servicio activo ni la edad requerida para adquirir la condición de 
pensionado.  
Artículo 137.- Haberes.  
Los haberes en concepto de retiro activo están a cargo del Ministerio de 
Gobernación el que deberá de incluir la partida presupuestaria en el Presupuesto 
General de la República. Una vez asegurados los haberes, el retiro se hará 
efectivo, de conformidad al procedimiento establecido en el Reglamento de la 
presente Ley. 
 
CAPÍTULO XXI  
DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES 
 
Artículo 138.- Exenciones y exoneraciones.  
Con el propósito de reforzar el presupuesto del Sistema Penitenciario Nacional y 
hacer posible el cumplimiento de sus fines y objetivos, así como su misión y 
función social, las compras locales, las importaciones, donaciones, legados, 
subvenciones provenientes de personas naturales o jurídicas, o de organismos 
nacionales e internacionales, públicos o privados, con destino al Sistema 
Penitenciario Nacional, están exentas del pago de todo tipo de impuesto municipal 
o fiscal. Este será deducible del impuesto sobre la renta del donante, de 
conformidad a lo establecido en la ley de la materia vigente.  
Artículo 139.- Centros penitenciarios especiales.  
El Estado, en cumplimiento de las normas especiales vigentes, debe de construir y 
equipar los centros penitenciarios especiales para adolescentes e internas 
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embarazadas; temporalmente, mientras no existan este tipo de centros, los 
privados de libertad a los que se refiere esta norma, deben de permanecer en los 
centros penitenciarios existentes en los que se deben de crear las condiciones 
materiales adecuadas para tal fin.  
Artículo 140.- Coordinación.  
Las autoridades del Sistema Penitenciario Nacional, en coordinación con el 
Ministerio de Gobernación y el Ministerio de Salud, deberán de crear las 
condiciones materiales en los centros penitenciarios del país para aquellos 
privados de libertad a quienes les sobreviniere disminución de sus facultades 
mentales.  
Artículo 141.- Tratamiento psiquiátrico.  
En caso de que un privado de libertad presente un trastorno mental temporal o 
permanente será referido para su tratamiento a las unidades de salud 
especializados del Ministerio de Salud. Si el privado de libertad presenta por 
dictamen médico un trastorno mental permanente será trasladado al Hospital 
Nacional Psiquiátrico.  
Artículo 142.- Selección y capacitación.  
La Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional debe de seleccionar y 
capacitar a los funcionarios que trabajarán y brindarán atención especializada a 
los adolescentes privados de libertad.  
Artículo 143.- Reconocimiento de tiempo en servicio.  
A todos los funcionarios y demás personal penitenciario, que a la fecha de la 
entrada en vigencia de la presente Ley se encuentren prestando servicio activo en 
el Sistema Penitenciario Nacional, se les reconoce el tiempo transcurrido para el 
cómputo de la carrera penitenciaria.  
Para los fines y efectos del retiro, en el caso del Director General, los cinco años 
de permanencia en el cargo se le contabilizan a partir de la entrada en vigencia de 
la presente Ley.  
Artículo 144.- Área especial.  
Los funcionarios públicos miembros del Poder Judicial, Contraloría General de la 
República, el Ejército de Nicaragua, la Policía Nacional, la Procuraduría General 
de la República, Ministerio Público, del Sistema Penitenciario Nacional, que se 
involucraren en algún hecho delictivo y fuesen procesados o condenados, por 
motivo de su seguridad personal, en todos los casos deben de ser ubicados en un 
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área especial e independiente y separada del resto de la población penal interna 
en los centros penitenciarios respectivo.  
Artículo 145.- Participación técnica de la Dirección General del Sistema 
Penitenciario Nacional.  
Toda obra de construcción o remodelación en cualquiera de los centros 
penitenciarios del país, se debe de realizar con la participación técnica de la 
Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional.  
Artículo 146.- Derechos y deberes contraídos por la Dirección de Régimen 
Laboral o Dirección de Producción Industrial.  
Los derechos y deberes contraídos por la Dirección de Régimen Laboral o 
Dirección de Producción Industrial, sin solución de continuidad, son asumidos por 
el Centro de Producción Penitenciario.  
Artículo 147.- Valor y vigencia de grados.  
A partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley y su Reglamento, 
quedan sin valor ni vigencia los grados que actualmente tiene el personal del 
Sistema Penitenciario Nacional y que fueron otorgados de conformidad a la Ley 
No.54, “Ley de Grados del Ministerio del Interior” y se pone en vigencia la 
jerarquía penitenciaria que dispone la presente Ley y su Reglamento.  
Artículo148.- Reglamentación.  
El Presidente de la República, de conformidad al artículo 150, numeral 10) de la 
Constitución Política de la República, reglamentará la presente Ley.  
Artículo 149.- Derogaciones.  
La presente Ley de la República deroga las siguientes leyes y normas 
administrativas que regulan el funcionamiento y la actividad del Sistema 
Penitenciario Nacional:  
 
1. El Reglamento para las Cárceles de la ciudad de Managua de 1879;  
2. El Reglamento para las Penitenciarías en Managua de 1901;  
3. El Reglamento Interior de la Cárcel y Casas de Mujeres publicado en 1914;  
4. El Reglamento para Gobierno y Disciplina de la Guardia Nacional y de las 
Cárceles Penitenciarias de 1929, reformado en 1943 y convertido en Código 
Jurídico Militar en 1949;  
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5. La Ley de Patronato Nacional y los Patronatos Departamentales de reos de 
1946 y su Reglamento de 1947, reformado en 1948;  
6. Las Normas y Procedimientos de Control, Reeducación y Seguridad Penal 
contenidas en las Ordenes No. 023, 028, 034 y 035 de 1987 del Ministerio del 
Interior;  
7. El Documento Base para la Reeducación Penal comprendido en la Orden No. 
069 - 86 del Ministro del Interior de 1986, y  
8. El Decreto No. 62-90: Creación de la Comisión Nacional Penitenciaria. 
 
Artículo 150.- Vigencia.  
La presente Ley es de orden público y entrará en vigencia sesenta días después 
de la fecha de su publicación en La Gaceta, Diario Oficial.  
Dada en la Ciudad de Managua en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional a 
los once días del mes de Septiembre del año dos mil tres.- JAIME CUADRA 
SOMARRIBA.- Presidente de la Asamblea Nacional.- MIGUEL LÓPEZ 
BALDIZON.- Secretario de la Asamblea Nacional.  
Por Tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintiuno de Noviembre del año dos mil tres.- ENRIQUE BOLAÑOS GEYER.- 
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LEY No. 745, Aprobada el 01 de Diciembre del 2010 
 
 
Publicada en La Gaceta No. 16 del 26 de Enero del 2011 
 
El Presidente de la República de Nicaragua 
 




LA ASAMBLEA NACIONAL 
 
Ha ordenado la siguiente: 
 




Principios y Disposiciones Generales 
 
Artículo 1 Objeto de la Ley. 
El objeto de la presente Ley es regular el control jurisdiccional de la ejecución de 
las sanciones penales, la vigilancia penitenciaria, el seguimiento de las medidas 
de seguridad y establecer el procedimiento para la tramitación y resolución de los 
incidentes correspondientes, garantizando la finalidad reeducativa de la imposición 
de la pena y la reinserción en la sociedad de la persona condenada. 
 
Art. 2 Legalidad y Garantía Ejecutiva. 
Nadie podrá ser sometido a la ejecución de una pena o medida de seguridad que 
no esté establecida por sentencia firme dictada por autoridad competente. 
 
El control de legalidad de los actos de la autoridad administrativa, será ejercido por 
el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. No podrán aplicarse sanciones o 
medidas administrativas, si no es mediante resoluciones debidamente motivadas y 
firmes. 
La sanción penal se ejecutará en la forma establecida por la Constitución Política 
de la República de Nicaragua, los instrumentos internacionales ratificados por la 
República de Nicaragua, las leyes y sus reglamentos, de conformidad con el 
principio de legalidad. 
 
Art. 3 Respeto a la Dignidad e Igualdad. 
En la ejecución de la pena y medidas de seguridad, toda persona condenada 
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deberá ser tratada con el debido respeto a la dignidad inherente al ser humano, 
con protección de los derechos que de ella se derivan y en condiciones de 
igualdad, sin discriminación por razón de nacimiento, nacionalidad, credo político, 
sexo, raza, religión, idioma, opinión, origen, posición económica o condición social. 
 
El Estado debe garantizar la integridad física, moral o psicológica de las personas 
condenadas, los que no podrán ser sometido a torturas, procedimientos, penas ni 
tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
 
Las autoridades judiciales y administrativas respetarán la tradición, cultura, usos y 
costumbres de los pueblos y comunidades indígenas, de conformidad a las 
disposiciones vigentes en el Código Penal. 
 
Art. 4 Control Jurisdiccional de la Sanción Penal. 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria velará por el efectivo cumplimiento 
de la sanción impuesta, controlará la aplicación del régimen penitenciario y el 
respeto de las finalidades constitucionales y legales de las penas y medidas de 
seguridad. 
 
De igual manera, ejercerá el control de legalidad de las acciones u omisiones de la 
autoridad penitenciaria, salvo en materia administrativa cuando no afecte derechos 
fundamentales o derechos y beneficios penitenciarios. 
 
Art. 5 Derecho de Defensa. 
En la ejecución de la pena y medidas de seguridad, así como en la aplicación del 
régimen disciplinario, se garantizará el derecho a la defensa. 
 
El Estado, a través de la Defensoría Pública, garantizará la asesoría legal a las 
personas condenadas que no tenga capacidad económica para sufragar los 
gastos de un abogado particular. 
 
Las resoluciones del Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria serán 
notificadas a la persona condenada de conformidad a lo dispuesto en la Ley. 
 
Art. 6 Finalidad y Ejecución de la Pena y Vigilancia. 
La sanción penal en su fase de ejecución tendrá la finalidad primordial de procurar 
la transformación de la persona condenada mediante el sistema progresivo, 
aplicando un conjunto de beneficios, derechos e incentivos que estimulen su 
incorporación a un plan de reeducación y de reinserción paulatina en la sociedad. 
El Estado deberá proporcionar los medios adecuados para lograr su fin. 
 
Art. 7 Gratuidad de la Justicia. 
La justicia en Nicaragua es gratuita. No se podrá cargar a la persona condenada el 
costo del traslado a audiencias orales u otras diligencias judiciales. 
 
Art. 8 Celeridad Procesal. 
En sus actuaciones los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria harán 
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prevalecer, la realización pronta, transparente y efectiva de la justicia. 
 
Cuando por alguna circunstancia no se ubique el expediente judicial de la persona 
condenada, será obligación del Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria 
asegurar su inmediata reposición, con la copia de sentencia o la verificación de la 
información necesaria que permita su tramitación. De la misma manera se 
procederá cuando por impugnación el expediente se encuentre en una instancia 
superior y sea necesario resolver un nuevo incidente. 
 
Art. 9 Impugnación. 
Las partes del proceso tienen derecho a impugnar las resoluciones emitidas por 
los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Art. 10 Proporcionalidad. 
Las potestades que esta Ley otorga a los Jueces de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria serán ejercidas racionalmente y dentro de los límites de la más 
estricta proporcionalidad, para lo cual se atenderá a la necesidad e idoneidad de 
su ejercicio y a los derechos individuales que puedan resultar afectados. 
 
El control de proporcionalidad de los actos de la autoridad administrativa, será 
ejercido por el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Art. 11 Intervención de la Víctima. 
El ofendido o víctima tiene derecho a ser parte en el proceso de ejecución de las 
penas y medidas, desde su inicio hasta su extinción o en cualquier estado en que 
se encuentre el proceso sin retrotraer los actos ya realizados, siempre y cuando 
solicite su intervención. 
 
Art. 12 Oralidad y Publicidad. 
Los incidentes se resolverán en audiencia oral y pública de acuerdo con los 
principios de inmediación y publicidad, con las partes presentes salvo limitación 
conforme la Constitución Política de la República de Nicaragua y el Código 
Procesal Penal. 
 
En los casos en que no sea necesario evacuar prueba se prescindirá de la 
audiencia oral. 
 
Art. 13 Licitud y Libertad Probatoria. 
Los hechos de interés en el proceso de ejecución y vigilancia penitenciaria, podrán 
ser probados por cualquier medio de prueba lícita. La prueba se valorará conforme 
el criterio racional y observando las reglas de la lógica. 
 
Art. 14 Detención ilegítima. 
La privación de libertad que exceda del plazo de la sanción impuesta, cuando se 
trate de efectiva prisión, considerando la aplicación de los beneficios 
penitenciarios, constituye una detención ilegítima. 
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Tratándose de reclamos por detención ilegítima de libertad, cualquier persona se 
encuentra legitimada para accionar a favor de la persona condenada, sin 
constituirse en parte, solicitando directamente o a través de defensor particular o 
público, la intervención del Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Art. 15 Límites de la Sanción Penal. 
En la ejecución de la sanción penal, es ilegítima la restricción de otros derechos 
fundamentales no limitados por la sentencia impuesta, salvo las medidas 
administrativas necesarias para asegurar el efectivo cumplimiento de la pena y la 
seguridad del centro de detención. 
 
La sanción privativa de libertad consiste en la limitación de la libertad ambulatoria 
o de circulación de la persona condenada, bajo la custodia o control de las 
autoridades correspondientes. Las penas privativas de libertad se cumplirán 
sucesivamente. 
 
El día de privación de libertad equivale a veinticuatro horas, el mes a treinta días y 
el año a trescientos sesenta y cinco días. 
 
No se impondrá pena o penas que, aisladamente o en conjunto, duren más de 
treinta años. Para efectos de la aplicación de este límite, cuando la persona 
condenada se encuentre cumpliendo una sanción y se le imponga una nueva, la 
suma de la nueva pena más el monto pendiente de descontar no podrá exceder 
del límite constitucional. 
 
Art. 16 Descuento de la Sanción Privativa de Libertad. 
 
a) Extinción de Pena. 
El trabajo se reconocerá como un derecho para efecto de descuento y 
cumplimiento de la pena, a razón de un día de privación de libertad por día 
trabajado, una vez que la sentencia este firme, siempre y cuando la persona 
condenada se haya incorporado a alguna de las áreas artesanales, industriales, 
agropecuarias, de servicios, educativas entre otras, conforme la Ley del Régimen 
Penitenciario y de Ejecución de la Pena y su reglamento. 
 
Durante el cumplimiento de la medida cautelar de prisión preventiva, el tiempo 
laborado será abonado a la condena a razón de dos días de privación de libertad 
por cada día laborado. 
 
b) Libertad Condicional. 
Se podrá otorgar, la libertad condicional en los delitos graves y menos graves, 
cuando a la persona condenada haya cumplido las dos terceras partes de efectiva 
prisión, cuando concurran las circunstancias del Código Penal. 
 
Este beneficio solo se podrá, aplicar cuando a la persona condenada haya 
cumplido las tres cuartas partes de la pena de efectiva prisión, en los delitos de: 
terrorismo, secuestro extorsivo, tráfico y extracción de órganos y tejidos humanos, 
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tráfico de migrantes ilegales, delitos relacionados con estupefacientes, 
psicotrópicos y otras sustancias controladas exceptuando el delito tipificado de 
tenencia en el Código Penal, lavado de dinero bienes o activos, tráfico ilícito de 
armas, fabricación, trafico, tenencia y uso de armas restringidas, sustancias o 
artefactos explosivos, tráfico ilícito de vehículos, crimen organizado, violencia 
doméstica o intrafamiliar, delitos contra la libertad e integridad sexual, delitos 
contra el orden internacional, robo con violencia o intimidación en las personas, 
robo agravado. 
 
Cuando el delito sexual sea cometido contra niños, niñas y adolescentes no habrá 
lugar a ningún beneficio. 
 
c) Incidente de Suspensión de Ejecución de la Pena 
 
Corresponde exclusivamente al Juez o Tribunal sentenciador establecer las 
condiciones de cumplimiento de la sanción impuesta. Esta autoridad en la 
sentencia de condena podrá resolver sobre la suspensión condicional de la pena, 
en los supuestos establecidos en el artículo 87 del Código Penal. 
 
En el caso que el Juez o Tribunal sentenciador otorgaré la suspensión de la 
ejecución de la pena, el expediente judicial será remitido inmediatamente al Juez 
de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, quien controlará el cumplimiento de las 
obligaciones o deberes que se le hubiesen impuesto en la resolución. 
 
Promovido el incidente ante el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, se 
convocará audiencia a las partes para la evacuación de pruebas y su 
fundamentación. En caso de un trámite de urgencia motivada, cuando exista 
arraigo en el territorio nacional y se asegure contar con la presencia de la persona 
condenada cuando sea requerido, el Juez podrá conceder la libertad mediante 
caución personal, mientras se resuelve definitivamente el incidente en los plazos 
que se establecen en el artículo 404 del Código Procesal Penal. 
 
La Suspensión de la Ejecución de la Sentencia procederá solamente en los delitos 
menos graves y en las faltas penales. Son delitos menos graves, aquellos cuyo 
límite máximo a imponer conforme a la Ley es hasta cinco años de prisión. 
 
Art. 17 Aplicación de los Derechos y Beneficios. 
Para efectos de la extinción de pena contenida en la presente Ley, únicamente se 
tomará en cuenta el tiempo laborado. En ningún caso se podrá sumar un derecho 




De la Jurisdicción y Competencia 
 
Art. 18 De los Juzgados de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria.  
Los Juzgados de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria estarán organizados bajo lo 
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dispuesto en la Ley No. 260, "Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de 
Nicaragua" y demás leyes aplicables. Los funcionarios que ejerzan el cargo 
contarán con la calificación y especialización requerida y serán asistidos por un 
equipo interdisciplinario, que prestará auxilio en la gestión. 
 
Art. 19 Competencia Funcional. 
Corresponderá exclusivamente al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria en 
base a las funciones establecidas en el Código Procesal Penal y a lo dispuesto en 
la sentencia firme condenatoria, resolver los incidentes de libertad anticipada 
relativos a la libertad condicional, libertad condicional extraordinaria, suspensión 
de ejecución de la pena, de enfermedad, ejecución diferida, convivencia familiar 
ordinaria y extraordinaria, unificación de penas, cuando la última autoridad 
sentenciadora no lo haya resuelto, así como el abono de medidas cautelares de 
prisión preventiva y detención domiciliar no aplicado, la adecuación de pena 
impuesta en el extranjero, revocación de beneficios, la extinción y prescripción de 
las penas y la cancelación de antecedentes penales. 
 
La devolución de los bienes a la víctima se realizará inmediatamente después de 
la primera audiencia cuando así proceda, de no realizarse la entrega el Juez de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria ordenará la misma, conforme lo ordenado en 
sentencia condenatoria. 
 
Los incidentes de revisión en cuanto a la modificación de la pena para la 
aplicación de retroactividad de la Ley, serán resueltos por los tribunales de 
revisión conforme el artículo 21 del Código Procesal Penal. 
 
Tratándose de personas detenidas únicamente bajo prisión preventiva, el 
competente para resolver los incidentes relativos a violación de derechos y 
garantías constitucionales relacionados con su detención o las condiciones de la 
misma, será el juez de la causa a cuya disposición se encuentre. 
 
Art. 20 Competencia Territorial. 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria será competente para conocer de 
los incidentes y asuntos correspondientes de las personas condenadas por la 
autoridad judicial de su departamento. 
 
Cuando las autoridades penitenciarias efectúen el traslado de la persona 
condenada a otro centro penitenciario distinto del lugar de la circunscripción donde 
fue sentenciado, deberán comunicarlo al Juzgado de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria. 
 
Los Jueces de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria de la jurisdicción donde se 
ubica la autoridad penitenciaria coadyuvarán con el juez competente, en la 









Ejecución de Sentencia 
 
Art. 21 Liquidación y Orden de Detención. 
Una vez firme la sentencia condenatoria, esta deberá contener la suma total de la 
sanción impuesta, así como su fecha de firmeza y el periodo exacto de prisión 
preventiva o arresto domiciliar que debe abonarse a la sanción. Se debe prevenir 
a la defensa, para que dentro del plazo de tres días, señale si continuará con la 
representación del condenado en la fase de ejecución e indique lugar para recibir 
notificaciones. 
 
De no encontrarse la persona condenada, se ordenará su inmediata detención y 
su remisión a la autoridad penitenciaria competente. 
 
Asegurada la detención de la persona condenada, se adjuntará a la orden de 
remisión la certificación de la sentencia firme, remitiendo al Juez de Ejecución y 
Vigilancia Penitenciaria el respectivo expediente judicial para su seguimiento y 
control. 
 
Art. 22 Medidas Correctivas. 
Cuando en la visita carcelaria el juez observe alguna irregularidad violatoria de los 
derechos fundamentales de la población penal, solicitará en el mismo acto a la 
autoridad administrativa la explicación de la situación y una propuesta de solución. 
De no quedar resuelto el asunto en ese momento, se procederá conforme el 
numeral 1 del artículo 407 del Código Procesal Penal. 
 
El acta de visita será puesta en conocimiento del Procurador Especial de Cárceles 
de la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos, para su 
conocimiento. 
 
El juez procederá a dictar la medida correctiva dentro de cinco días, notificando a 
la Procuraduría de Cárceles y la autoridad penitenciaria, quienes podrán hacer uso 
del derecho de impugnación. 
 
Este procedimiento no se aplicará cuando la vulneración de derechos señalada 





De la Vigilancia Penitenciaria, Medidas Correctivas y Control del Régimen 
Disciplinario 
 
Art. 23 Visita Carcelaria. 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, conforme el artículo 407 del 
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Código Procesal Penal, deberá visitar los centros de privación de libertad o de 
cumplimiento de medidas de seguridad al menos dos veces al mes, con fines de 
realizar inspecciones, conversatorios, entrevistas cuando lo considere necesario. 
Sin impedimento alguno para su ingreso al centro penitenciario o policial, la 
obstaculización de esta función deberá contenerla en acta e informarlo 
inmediatamente al Consejo de Administración y Carrera Judicial de la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
De cada visita carcelaria levantará un acta donde haga constar su resultado, la 
que comunicará junto con la medida correctiva correspondiente al Director del 
Centro Penal. La Inspectoría Judicial velará por la efectiva visita de las 
autoridades judiciales a los centros penitenciarios. 
 
Art. 24 Remisión de Informe. 
Remitido el expediente judicial, el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria 
solicitará a la Dirección de Control Penal del Sistema Penitenciario, la remisión en 
el plazo de cinco días, de un informe de la situación penitenciaria del interno con la 
proyección de las fechas de cumplimiento de la pena. 
 
Así mismo solicitará, en el plazo de seis meses, el envío de la correspondiente 
ruta progresiva, de conformidad con la Ley No. 473 "Ley del Régimen 
Penitenciario y Ejecución de la Pena", publicada en La Gacetas, Diario Oficial No. 
222 el 21 de Noviembre del 2003. Para las proyecciones de avance en el régimen 
progresivo y del cumplimiento de la sanción, la autoridad penitenciaria deberá 
considerar el eventual abono legal a la sanción por trabajo penitenciario, así como 
los períodos de prisión preventiva o arresto domiciliario cumplidos por la persona 
condenada durante el proceso. 
 
Art. 25 Revisión de la Sanción Disciplinaria. 
Cuando la persona condenada se le imponga una medida correctiva o sanción 
disciplinaria, habiendo agotado la vía administrativa penitenciaria conforme la Ley 
No. 473, "Ley de Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena", podrá acudir 
ante el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, mediante recurso de revisión. 
 
Las sanciones leves que aplique el Sistema Penitenciario no afectarán el derecho 
para optar a un beneficio legal, salvo cuando se trate de infracciones graves y 
reiteradas, que hayan sido impuestas mediante una resolución administrativa. 
 
Solicitada verbalmente la revisión de la sanción ante el funcionario notificador de 
la autoridad administrativa, se remitirá de inmediato el expediente disciplinario 
original o copia certificada y completa del mismo, al Juzgado de Ejecución y 
Vigilancia Penitenciaria. 
 
Del reclamo se debe convocar a las partes dentro del plazo de cinco días, para 
que expresen lo que tengan a bien y ofrezcan pruebas. Evacuada la prueba se 
resolverá el asunto dentro del plazo de cinco días. Lo resuelto no tiene recurso de 
apelación. El procedimiento de revisión de sanción disciplinaria tiene efecto 




Art. 26 Aprobación de Medida de Aislamiento. 
La autoridad penitenciaria solicitará al Juzgado de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria, la aprobación de toda medida de aislamiento, ubicación en celda 
individual o contingente de seguridad que se prolongue por más de cuarenta y 
ocho horas. A la solicitud se adjuntará la medida impuesta administrativamente, 
valoración médica de la persona condenada y los motivos que justifican y hacen 
necesaria la misma, así como el periodo exacto máximo de la medida que se 
pretende. 
 
El juez procederá de oficio y de inmediato a resolver, comunicándolo a la 
autoridad penitenciaria y solicitando en ese mismo acto un defensor público que 
represente a la persona condenada, cuando no tenga defensor particular, 
quedando la Defensoría Pública notificada de la resolución dictada. La resolución 
podrá ser apelada por las partes y por la administración penitenciaria, dentro del 
plazo de tres días. 
 
La facultad de la administración penitenciaria de aplicar medidas de aislamiento 
hasta por cuarenta y ocho horas, tratándose de un mismo interno, no podrá 
aplicarse más de dos veces en un periodo de seis meses. De ser necesario, el 
aplicar nuevamente la medida, se requerirá la autorización del Juzgado de 





Incidentes de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria 
 
Art. 27 Incidente de Peticiones o Queja. 
A través del incidente de peticiones o queja la persona condenada o su 
representante, podrá plantear ante el Juzgado de Ejecución y de Vigilancia 
Penitenciaria, el reclamo de sus derechos fundamentales o penitenciarios 
denegados expresa o tácitamente por la administración penitenciaria. 
 
Tratándose del reclamo contra resoluciones administrativas dictadas 
oficiosamente por la autoridad penitenciaria, la persona condenada inconforme 
tendrá un plazo máximo de un mes para presentar la respectiva queja, a partir de 
la comunicación o notificación de la resolución. 
 
Interpuesta la queja o presentada la petición, si es necesario el Juez de Ejecución 
y Vigilancia Penitenciaria convocará audiencias a las partes dentro de un plazo de 
tres días, para que aleguen lo que tenga a bien y ofrezcan pruebas; en el mismo 
acto de oficio se solicitará un informe a la autoridad penitenciaria dentro del plazo 
máximo de cinco días. De no remitirse el informe oportunamente, de inmediato se 
convocará al responsable administrativo a audiencia oral con la presencia de las 
partes, sin necesidad de la remisión de la persona condenada, cuando la 
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presencia de su representante legal sea suficiente para asegurar su derecho de 
defensa. 
 
Evacuada toda la prueba, se resolverá el incidente dentro del plazo de cinco días. 
 
Art. 28 Trámite para el Incidente de Libertad Condicional. 
La solicitud deberá presentarse por escrito ante la autoridad judicial competente. 
El Juez requerirá a la autoridad penitenciaria, la remisión dentro del plazo máximo 
de ocho días más el término de la distancia el informe de evaluación de conducta 
y el pronóstico individualizado de reinserción social correspondiente de la persona 
condenada, donde conste su desenvolvimiento dentro del penal, sus recursos 
externos de apoyo y deberá contener el grado de peligrosidad social; determinado 
de manera medible y objetiva, tomando en cuenta la reincidencia delictiva, el 
modo de cometer el hecho delictivo y el tipo de delito. 
 
En el mismo auto de trámite, se convocará audiencia a las partes para que 
aleguen lo que tengan a bien y evacuen las pruebas. De no remitirse el informe 
oportunamente, se convocará a la autoridad penitenciaria a la audiencia oral 
correspondiente para que en ese acto rinda su informe. 
 
Cuando sea necesario obtener mayor información o pruebas que evacuar, el Juez 
aún de oficio o a petición de parte abrirá a pruebas el incidente por un plazo de 
ocho días, después del cual decidirá mediante sentencia dentro de un plazo de 
cinco días. 
 
De ser necesario la autoridad podrá suspender la audiencia por el plazo máximo 
de sesenta minutos y en el acto procederá a comunicar a las partes su decisión, 
exponiendo las razones o motivos de la misma y dejando constancia en el acta 
correspondiente. 
 
Art. 29 Condiciones de Cumplimiento de la Libertad Condicional. 
El Juez, al conceder la libertad condicional, podrá imponer a la persona 
condenada, por el plazo que resta para el efectivo cumplimiento de la sanción, 
alguna o algunas de las siguientes condiciones, de acuerdo con las 
particularidades del caso y con fundamento en la prueba evacuada: 
 
a) La obligación de someterse al cuidado y vigilancia de un familiar o responsable 
o institución determinada, que informará regularmente al Juzgado; 
b) La obligación de presentarse periódicamente ante el Juzgado que se designe; 
c) La prohibición de salir del país; 
d) La obligación de tener un domicilio fijo y conocido, mismo que solo podrá 
modificar con autorización del Juzgado; 
e) La prohibición de acercarse o perturbar a la víctima o sus familiares; 
f) La obligación de realizar un oficio, trabajo o incorporarse a programas 
educativos, de capacitación o formativos; 
g) La prohibición de consumir bebidas alcohólicas o drogas o visitar determinados 
lugares o establecimientos; 
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h) La prohibición de tenencia o portación de armas; 
i) La prohibición de conducir vehículos automotores; 
j) El ingreso a un centro para el tratamiento de adicciones o su sometimiento a un 
tratamiento médico externo; 
k) Las condiciones o restricciones propuestas por el propio condenado o cualquier 
otra condición necesaria que se tome útil en función de asegurar el cumplimiento, 
siempre que sea respetuosa de la dignidad humana, sus derechos fundamentales 
y de factible cumplimiento conforme a su situación socioeconómica. 
 
Art. 30 Notificación Personal de la Libertad Condicional a la Persona Privada 
de Libertad. 
La sentencia que otorgue el beneficio de libertad condicional, deberá ser notificada 
de forma personal a la persona condenada para darle a conocer las condiciones 
bajo las cuales se le otorga el beneficio y las consecuencias de su incumplimiento. 
 
Art. 31 Informe de Incumplimiento y Revocatoria Cautelar. 
En caso de que se remita informe de incumplimiento de las condiciones 
impuestas, el juez podrá modificar cautelarmente las condiciones dictadas u 
ordenar la revocatoria provisional del beneficio por el plazo de tres meses, 
mientras se resuelve en definitiva el asunto, previa garantía de defensa y 
audiencia oral. 
 
Art. 32 Revocatoria del Beneficio de Libertad Condicional. La libertad 
condicional será revocada o modificada: 
 
a) Por incumplimiento grave de alguna de las condiciones fijadas por el Juez; y 
b) Por la comisión de un nuevo delito, sancionado con pena privativa de libertad 
mayor de seis meses, durante el periodo de prueba. 
 
Tendrán recurso de apelación, las resoluciones que modifiquen las condiciones u 
ordenen la revocatoria cautelar o definitiva. 
Revocada definitivamente la libertad condicional, la persona condenada deberá 
cumplir el monto de la pena pendiente a partir de la fecha en que la autoridad 
judicial determine que se produjo el incumplimiento del beneficio. Transcurrido el 
plazo de la libertad condicional sin que haya sido revocada, la pena quedará 
extinguida en su totalidad. 
 
Art. 33 Incidente de Libertad Condicional Extraordinaria. 
Para resolver el beneficio de libertad condicional extraordinaria establecida en el 
artículo 97 del Código Penal, se aplicará el procedimiento establecido en los 
artículos anteriores. 
 
Art. 34 Incidente de Enfermedad. 
El incidente de enfermedad, se tramitará de acuerdo a lo dispuesto en el Código 
Procesal Penal y la presente Ley. En aquellos casos en que esté en grave riesgo 
la salud o vida de la persona condenada, el juez procederá de oficio o a instancia 
de parte. 
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Presentado el incidente, se convocará audiencia a las partes para que expresen lo 
que tengan a bien y ofrezcan prueba por el plazo máximo de tres días. En el 
mismo auto, de oficio, se ordenará remitir a la persona condenada para la 
valoración del médico forense. De ser necesario se convoca nueva audiencia para 
la evacuación de pruebas dentro de un plazo de ocho días y el juez resolverá 
dentro del plazo de cinco días. 
 
La autoridad penitenciaria al trasladar a la persona condenada al médico forense, 
deberá remitir el expediente de salud del interno. 
 
Art. 35 Incidente de Ejecución Diferida. 
Planteado el incidente de ejecución diferida, el Juez de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria, convocará a audiencia dentro de un plazo máximo de tres días, si 
fuese necesario incorporar mayores elementos probatorios, aún de oficio abrirá a 
pruebas por un término de ocho días, transcurrido el mismo, el Juez decidirá 
dentro de un plazo máximo de cinco días. Las pruebas se incorporarán de acuerdo 
a lo establecido en las disposiciones comunes de la presente Ley. 
 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria tramitará la libertad de convivencia 
familiar extraordinaria a personas mayores de setenta años o los que padezcan de 
enfermedades crónicas o en fase terminal y a las internas en periodo pre y post 
natal que no tengan las condiciones adecuadas en el centro penitenciario, 
observando el procedimiento para la ejecución diferida y tomando en cuenta las 
disposiciones de la Ley No. 473 "Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la 
Pena" en lo que no se oponga a la presente Ley. 
 
Art. 36 Incidente de unificación de penas. 
Al resolverse la unificación de penas se garantizará el efectivo respeto al límite 
constitucional de las penas y las reglas del concurso real retrospectivo. Cuando la 
unificación de penas no haya sido resuelto por la última autoridad sentenciadora, 
conforme lo establece el artículo 408 del Código Procesal Penal le corresponderá 
hacerlo al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria. 
 
Para resolver la incidencia, el Juez solicitará a las autoridades correspondientes 
un informe de las sentencias condenatorias dentro del plazo de cinco días. Una 
vez radicados los expedientes judiciales ante el Juez de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria, procederá a resolver la incidencia, convocando a las partes para 
que se expresen lo que tengan a bien sobre la unificación de pena y el Juez 
resolverá dentro del plazo de cinco días. 
 
Art. 37 Incidente de Adecuación de las Penas Impuestas en el Territorio 
Nacional. 
La adecuación de las penas es el mecanismo por el cual, se garantiza que las 
penas impuestas no excedan el máximo constitucional de los treinta años. 
 
Para resolver este incidente, el juez de oficio requerirá a la autoridad 
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administrativa que presente un informe, en el plazo máximo de cinco días, de la 
situación jurídica y penitenciaria de la persona condenada y del monto pendiente 
por descontar, a partir del momento que resulte de interés determinar. El Juez 
convocará a las partes dentro del plazo de tres días para que expresen lo que 
tengan a bien, resolviéndose el incidente en el plazo de cinco días. 
 
Art. 38 Incidente de Adecuación de las Penas de las Sentencias Impuestas 
en el Extranjero. 
La adecuación de las penas es el mecanismo por el cual, se garantiza que las 
penas impuestas en el extranjero no excedan el máximo constitucional de los 
treinta años. 
 
De previo la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, examinará si cumple con 
los requisitos de transferencia de la persona condenada, se pronunciará sobre su 
admisión, designando al Juez de Ejecución que adecuará la pena, cuyo asiento 
corresponda al domicilio de la persona condenada. 
 
Radicado el expediente y habiéndose trasladado la persona condenada al territorio 
nacional, el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria celebrará audiencia oral 
con la finalidad de hacer de su conocimiento las garantías y derechos que le 
asisten. En el caso que la persona condenada no designe defensor, el Juez de 
oficio solicitará dentro de un término de cuarenta y ocho horas a la Defensoría 
Pública el nombramiento de un Defensor. Inmediatamente se notificará a las 
partes la nueva audiencia para adecuación de la pena, en la que se incorporará 
las diligencias practicadas, resolviendo la autoridad dentro del término de cinco 
días. 
 
Si la persona condenada viniera del extranjero con una pena superior a la 
establecida en nuestra legislación, se adecuará a ésta. 
 
Art. 39 Incidente de Convivencia Familiar Ordinaria. 
Corresponde al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitencia otorgar el beneficio de 
convivencia familiar, a propuesta fundamentada del Director del Centro 
Penitenciario o a instancia de las partes. A la solicitud de la dirección penitenciaria 
deberá adjuntarse: 
 
a) Constancia del cumplimiento del porcentaje de permanencia en régimen 
abierto. 
b) Evaluación y análisis del Consejo Evaluativo y del equipo interdisciplinario. 
Cuando lo promueva la parte, se requerirá a la autoridad penitenciaria remitir la 
referida constancia y evaluación dentro del plazo de diez días. Recibida la 
documentación penitenciaria, se convocará audiencia a las partes para que 
expresen lo que tengan a bien, resolviendo el Juez en el plazo de cinco días. 
 
Corresponderá al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria dar seguimiento y 
control a los deberes impuestos a las personas que gocen del régimen de 
convivencia familiar. 
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Al aprobarse el beneficio de convivencia, el Juez podrá imponer a la persona 
condenada las condiciones que estime conveniente para asegurar su reinserción 
social. Respecto a la modificación o aplicación de las condiciones que regirán lo 
establecido para el beneficio de libertad condicional. 
 
Art. 40 Incidente de Abono de Prisión Preventiva no Aplicada. 
La prisión preventiva no aplicada por sentencia de no culpabilidad, será abonada 
por el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria a una causa distinta, cuando se 
trate del supuesto establecido en el artículo 68 del Código Penal. 
 
Este incidente procederá a instancia de parte, de la administración penitenciaria o 
incluso de oficio. El Juez ordenará a la autoridad correspondiente emitir un informe 
que deberá contener: el período de prisión preventiva no aplicada, la fecha de los 
hechos de la causa que generó la aplicación de la prisión preventiva no aplicada y 
la fecha de los hechos de la sentencia que se cumple. Recibido el informe se 
convocará audiencia a las partes para darlo a conocer y expresen lo que tengan a 
bien, resolviendo el Juez en el plazo de cinco días. 
 
Art. 41 Incidente de Extinción de la Pena. 
Se tramitará el incidente de extinción de la pena: 
 
1. Por el cumplimiento día a día de la pena impuesta, cuando voluntariamente no 
se realizó el trabajo penitenciario o se haya restringido el derecho por disposición 
administrativa. 
2. Por el cumplimiento de la pena privativa de libertad, considerando el abono 
legal por trabajo penitenciario conforme lo establecido en el artículo 6 de la 
presente Ley. 
3. Por el cumplimiento satisfactorio del periodo de prueba de la suspensión de 
ejecución de la pena, de la libertad condicional y la convivencia familiar, 
4. Por el pago de la sanción de multa o de días multa impuesta. 
5. Por la efectiva prestación del trabajo en beneficio de la comunidad impuesto 
como sanción. 
 
6. De manera anticipada en los siguientes casos: 
 
a) Por la muerte de la persona condenada; 
b) Por el vencimiento del plazo de prescripción de la pena establecido en el 
Código Penal; y 
c) Por concesión de la Asamblea Nacional, de indulto o amnistía. 
 
Promovido por la parte o de oficio el incidente de extinción de la sanción penal, se 
pedirá informe dentro del plazo de cinco días, a las autoridades correspondientes. 
El mismo se pondrá en conocimiento de las partes por el plazo de tres días para 
que expresen lo que tengan a bien, convocándose audiencia a las partes si fuere 
necesario y resolviendo el juez en el plazo de cinco días. 
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Art. 42 Incidente de Cancelación de Antecedentes Penales. 
Cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 136 del Código Penal, la 
persona condenada o su representante podrá solicitar la cancelación de sus 
antecedentes penales. 
 
El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria solicitará un informe en el plazo de 
cinco días al Registro Nacional de Antecedentes Penales y a la Dirección de 
Control Penal del Sistema Penitenciario Nacional, poniéndolo en conocimiento a 
las partes por tres días para que se pronuncien y posteriormente se resolverá la 
incidencia en el plazo de cinco días. 
 
Art. 43 Disposiciones Comunes. 
Las siguientes disposiciones tienen el carácter general que regirá en el presente 
capítulo: 
 
1) Los incidentes en materia de ejecución de la pena se resolverán en un plazo de 
no más de tres meses. La inobservancia injustificada de los plazos establecidos en 
esta Ley implica un mal ejercicio de funciones y causa responsabilidad 
disciplinaria. 
 
2) Las evaluaciones, diagnósticos y exámenes médicos forenses elaborados por el 
Instituto de Medicina Legal, que consten en informes o dictámenes redactados al 
efecto se incorporarán a la audiencia a través de la declaración del profesional que 
haya realizado la evaluación, exámenes y demás prácticas periciales forenses o 
en su defecto por las personas que los supervisó. Cuando el Juez lo estime 
necesario convocará a audiencia para proceder de la misma forma a incorporar los 
dictámenes o informes elaborados por psicólogos penitenciarios, médico 
penitenciario u otro perito que tenga que informar sobre un tema de interés para la 
resolución del caso planteado. 
 
3) En el caso de las pruebas documentales se incorporarán en cualquier incidente 
planteado ante el Juez de Ejecución con la lectura de las mismas. 
 
4) El período de prueba de ocho días en los incidentes de la fase de ejecución y 
vigilancia penitenciaria, podrán ser ampliados por la mitad, más el término de la 
distancia. 
 
5) El Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, ordenará en la sentencia que 
otorgue un beneficio legal o conceda libertad por cualquiera de las causas 
establecidas en la presente Ley, la apertura de un expediente de vigilancia post- 
penitenciaria, donde constarán copia de la sentencia que concedió el beneficio o 
declaración del derecho, acta de fianza, peticiones e incidencias del liberado 
condicionalmente, durante el período de prueba. Debiendo ingresar en dicho 
expediente copia de cédula de identidad y foto reciente del sancionado. 
 
Los incidentes se resolverán con cualquiera de las partes presentes. 
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Art. 44 Juez Técnico. 
Se realizarán con juez técnico los juicios por delitos de violencia doméstica o 
intrafamiliar, abigeato, secuestro extorsivo y crimen organizado. Esta disposición 
es aplicable también a los delitos contenidos en los siguientes capítulos: delitos 
contra la libertad e integridad sexual; lavado de dinero, bienes o activos; delitos 
relacionados con estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas; 
terrorismo; cohecho; tráfico de influencias; peculado; malversación de caudales 
públicos fraudes, exacciones y robo con violencia o intimidación en las personas y 
el robo agravado. En todos estos delitos que en la pena se clasifique como grave 
por su naturaleza, se tramitarán en prisión preventiva mientras dure el proceso 
hasta que se dicte sentencia. 
 
Art. 45 Recurso de Apelación y Casación. 
La autoridad judicial competente para conocer del recurso de apelación contra las 
sentencias del Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, será la Sala Penal 
del Tribunal de Apelaciones de la circunscripción judicial correspondiente. Y para 
conocer y resolver del recurso de casación, será competente la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia. 
Los recursos se admitirán en el efecto devolutivo. Se tramitará de conformidad con 
lo dispuesto en el Código Procesal Penal y deberán resolverse dentro del plazo 




Sobre la Ejecución de Medidas Alternativas a la Privación de Libertad 
 
Art. 46 Pena de Días Multa y Multa. 
Cuando la sanción penal impuesta al condenado sea de días multa o multa, una 
vez remitido el expediente al Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, para 
su seguimiento y control, la autoridad judicial determinará la fecha exacta en que 
vence el periodo para el efectivo pago de la suma total, los tractos o sumas 
sucesivas. 
 
Cuando el sancionado o su representante solicite una modificación de los plazos 
por variación sensible de su situación económica, deberá ofrecer la prueba 
correspondiente, se dará audiencia a las partes por el plazo de tres días para que 
se pronuncien. Vencida la audiencia y evacuada la prueba, la solicitud se 
resolverá dentro del plazo de cinco días. 
 
Art. 47 Conmutación de la Pena de Días Multa. 
Cuando no se haya satisfecho la sanción de días multa impuesta, se procederá a 
la conmutación de la misma por trabajo en beneficio de la comunidad, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 65 del Código Penal. La resolución 
que ordena la conmutación deberá ser notificada personalmente al sancionado, al 
que se le prevendrá señalar si acepta la misma, so pena de imponer un día de 
prisión por cada ocho horas de trabajo no aceptado. El seguimiento y control de la 
conmutación se realizará de conformidad con el procedimiento establecido para la 
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aplicación de la pena de prestación de trabajo en beneficio de la comunidad. 
 
En caso de que el individuo no acepte o incumpla con el trabajo en beneficio de la 
comunidad, se procederá a la imposición de la pena privativa de libertad, de 
conformidad con lo establecido en el párrafo segundo del artículo 65 del Código 
Penal, previo derecho de defensa. 
 
Contra la resolución que ordena la conmutación por trabajo en beneficio de la 
comunidad y la que impone la pena privativa de libertad procede el recurso de 
apelación. 
 
Art. 48 Conmutación de la Pena de Multa. 
De no haberse satisfecho la sanción de multa se procederá a la conmutación de la 
pena, de conformidad con lo establecido en el párrafo tercero del artículo 65 del 
Código Penal. 
 
Contra la resolución que ordena la conmutación de la pena de multa, procede el 
recurso de apelación. 
 
Art. 49 Trabajo en Beneficio de la Comunidad. 
Radicado el expediente en el Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, se 
ordenará inmediatamente la presentación personal del sancionado con la finalidad 
de advertirle de sus obligaciones, informándole de la entidad beneficiada y el 
encargado de controlar su trabajo, previniéndole presentarse ante éste, dentro del 
plazo de tres días. Vencido ese plazo, se requerirá al encargado de dar 
seguimiento a la prestación, se sirva informar periódicamente sobre el 
cumplimiento de la misma. 
 
En caso de tres ausencias de la persona condenada, se citará a éste y a las 
partes a audiencia oral y de no justificarse las mismas, se procederá a ordenar la 
privación de libertad de conformidad con el artículo 62 del Código Penal. Contra la 
resolución procede el recurso de apelación. 
 
Art. 50 Medidas de Seguridad. 
El Juez de Ejecución de la Pena y de Vigilancia Penitenciaria, será la autoridad 
competente para dar seguimiento y control a la aplicación de medidas de 
seguridad. Semestralmente se requerirá a las autoridades encargadas de la 
atención del condenado, la remisión de un informe sobre el cumplimiento de la 
medida de seguridad y la necesidad o no de mantener la misma. Dicho informe 
será puesto en conocimiento de las partes por el plazo de tres días para que se 
pronuncien y ofrezcan prueba. Convocándose audiencia a las partes si fuere 
necesaria la evacuación de pruebas y se resolverá el asunto dentro del plazo de 
cinco días, pronunciándose el juez sobre mantener, modificar la medida de 
seguridad por una más favorable o cesar la misma cuando haya desaparecido la 
peligrosidad del sujeto, conforme los estudios periciales. 
 
Capítulo VII 
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Del Procedimiento y Tramitación en la Fase de Vigilancia Post penitenciaria y 
Cumplimiento de Penas Privativas de otros Derechos 
 
Art. 51 Disposición Única. 
Corresponde al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria el seguimiento y 
control de las penas no privativas de libertad y privativas de otros derechos. 
 
Dicho control se hará mediante la apertura de un expediente que contendrá todas 
las diligencias relativas a la fase post penitenciaria. Y mediante las visitas que 
realice al lugar del cumplimiento de las penas el equipo auxiliar del Juzgado, 
designado para tal efecto. 
 
Resolver conforme lo previsto para el incidente de ejecución, las peticiones o 
quejas que formulen las personas sujetas a la prestación de trabajo en beneficio 
de la comunidad, en cuanto existan supuestas violaciones por las autoridades 
civiles a cargo de estos. 
 
De oficio o a petición de parte, revocar, revisar, mantener, modificar las 
condiciones del cumplimiento de penas no privativas de libertad cuando la persona 
sujeta al cumplimiento de deberes incurra en la violación de las obligaciones 
establecidas o cuando durante el período de prueba cometiere un nuevo delito y 
obtuviere condena firme. 
 
La competencia estará fijada por la presente Ley y demás disposiciones 
contenidas en el Código Penal, Código Procesal Penal y la Ley No. 473, "Ley de 




Condiciones Básicas de Salud en la Ejecución de la Pena 
 
Art. 52 Derecho a la Salud. 
Toda persona privada de libertad tiene derecho a la salud. El Estado garantizará la 
oportuna asistencia a la salud integral; los estudios diagnósticos, tratamientos y 
medicamentos, le serán suministrados por el Ministerio de Salud, la atención a la 
población penal se realizará mediante los programas asistenciales, de acuerdo a 
lo establecido en la Constitución Política de la República de Nicaragua. Sin 
perjuicio del derecho de la persona condenada de ser asistido por un médico de 
su confianza, previa autorización y supervisión de la autoridad competente y de 
procurarse los medicamentos que sean indispensables para su tratamiento. 
 
Art. 53 Revisión Médico Forense de la Persona Condenada Cuando Ingrese o 
Reingrese. 
Al ingreso o reingreso de la persona condenada a un centro penitenciario, deberá 
ser examinada por un profesional del sistema médico forense en las primeras 
veinticuatro horas, quien dejará constancia en el expediente clínico de su estado 




De encontrar signos de lesiones corporales producto de malos tratos y/o 
alteraciones sicológicas secundarias a síndromes etílicos o de ingesta de drogas, 
estupefacientes o cualquier otra sustancia susceptible de producir dependencia 
física o psíquica u otras afectaciones, las hará del conocimiento inmediato al 
director del centro penitenciario, quien a su vez informará a la autoridad judicial 
competente y a otras instancias según el caso. 
 
Art. 54 Historia Clínica. 
La historia clínica en la que quedará registrado el estado de salud y la asistencia 
médica de la persona condenada, complementará la información del estudio que 
realice el equipo interdisciplinario, para caracterizar, individualizar y orientar el 
tratamiento de rehabilitación penitenciario adecuado. 
 
Art. 55 De la Asistencia Médica Primaria. 
En cada centro penitenciario se dispondrá de un servicio de asistencia médica del 
Ministerio de Salud, encargado de brindar a las personas condenadas, atención de 
salud básica, de urgencia, en medicina general y odontológica. Así mismo 
desarrollará los programas de atención, promoción de salud y prevención de 
enfermedades en la población penitenciaria. 
 
Art. 56 De la Clínica Médica. 
Todo centro penitenciario dispondrá de una sala de observación para los cuidados 
médicos de las personas condenadas que por su estado de salud lo requieran y 
previa indicación del facultativo, la administración penitenciaria establecerá un 
programa especial de visitas de sus familiares hasta tres veces a la semana 
durante el período que permanezca en esta sala e informará al juez competente. 
 
Art. 57 Programas de Asistencia Médica Especializada. 
Todo centro penitenciario en coordinación con el Ministerio de Salud ofrecerá los 
programas de asistencia médica primaria y especializada para el control del 
tratamiento y evolución clínica de las personas condenadas con enfermedades 
agudas y crónicas dispensarizadas. De igual manera garantizará el acceso a 
programas de rehabilitación cuando la persona condenada presente 
enfermedades vinculadas al consumo y dependencia de alcohol y/o drogas de 
abuso u otros estupefacientes. 
 
Art. 58 Del Traslado Hospitalario. 
La persona condenada cuando lo requiera deberá ser trasladada a una unidad de 
salud hospitalaria especializada del Ministerio de Salud, donde deberá ser 
atendida con prioridad, en caso de emergencia médica o quirúrgica que no pueda 
ser tratada adecuadamente en los establecimientos médicos penitenciarios. El 
médico penitenciario hará del conocimiento inmediato al director del centro 
penitenciario, quien tomará las medidas urgentes del caso y a su vez informará a 
la autoridad judicial competente y a la Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos. 
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La persona condenada que sufra de alguna enfermedad que no pueda ser 
manejada adecuadamente en los establecimientos médicos penitenciarios, que 
ponga en grave riesgo su salud o su vida, el Juez de Ejecución y vigilancia 
Penitenciaria actuará conforme lo establecido en el Código Procesal Penal. 
 
Si la enfermedad sucediera en el período en que no esté firme la condena, el 
competente para resolver lo que corresponda sobre la medida cautelar, es el Juez 
que conoce de la causa en el caso de no hacerlo esta autoridad, el director del 
penal informará al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria para que este 
ordene las medidas de atención medica, debiendo enviar un informe al Juez de la 
causa. 
 
Tratándose de persona condenada que por su estado de salud no pueda ser 
atendida clínicamente en el Sistema Penitenciario, el Juez procederá vía incidente 
ordenar su hospitalización inmediata por motivo de salud y bajo las condiciones 
que determine, con el debido control y vigilancia de la autoridad penitenciaria. Una 
vez que cese su condición de salud, ingresará nuevamente al Sistema 
Penitenciario. 
 
Art. 59 De la Atención en Centro Médico Privado. 
Si la persona condenada se enferma y solicitare ser atendido en un centro médico 
asistencial privado, previa autorización de la autoridad judicial, deberá asumir los 
gastos que esto incurra. La administración del centro penitenciario notificará al 
juez competente para su debida autorización. 
 
Art. 60 De la Atención Psiquiátrica y Psicológica. 
Si durante el cumplimiento de la pena a la persona condenada, le sobreviniere una 
enfermedad psiquiátrica o un trastorno psicológico, una vez certificado el 
diagnóstico por el facultativo especialista, deberá ser incorporado al programa de 
salud mental, ubicándosele en un área adecuada dentro del sistema penitenciario 
para su debido tratamiento. 
 
Art. 61 Traslado a un Centro Especializado del Ministerio de Salud. 
Cuando la persona condenada requiera tratamiento médico psiquiátrico por 
agudización de la enfermedad, que implique perturbación de la conciencia, pérdida 
de la autonomía psíquica, en tanto la institución penitenciaria no disponga de sus 
propios centros asistenciales, se trasladará a un centro especializado del 
Ministerio de Salud. 
 
La administración penitenciaria informará de inmediato al Juez competente para 
que proceda conforme lo dispuesto en la normativa penal vigente, además 
informará á la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos. 
 
Art. 62 De la Atención a Enfermedades Crónicas y/o Terminales. 
Si durante el cumplimiento de la pena privativa de libertad, la persona condenada 
presentare limitaciones funcionales de órgano y sistemas, con menoscabo 
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psíquico o incapacidades físicas a consecuencia de la evolución o por 
complicaciones de enfermedades cancerosas e infecciosas en etapas terminales 
que lo limiten para realizar sus actividades habituales, la administración 
penitenciaria informará al Juez competente al momento de su conocimiento para 
que proceda de acuerdo a la normativa penal vigente. 
 
Art. 63 Informe a la Autoridad Judicial Sobre las Personas Privadas de 
Libertad con Enfermedades Crónicas. 
Las autoridades del centro penitenciario deberán mantener informado 
permanentemente al Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria de las personas 
condenadas con enfermedades crónicas de naturaleza infecciosa y no infecciosa, 
asimismo de las que presentaren enfermedades vinculadas a las adicciones con 
dependencia alcohólica o abuso de drogas. Se deberá informar si las personas 
afectadas reciben tratamiento conforme los programas de salud establecidos. 
 
Art. 64 De las Privadas de Libertad en Estado de Embarazo. 
Cuando la persona privada de libertad ingrese al centro penitenciario en estado de 
embarazo, en cualquier periodo de gestación o conciba el embarazo en la fase de 
cumplimiento de la pena, los servicios médicos penitenciarios deberán incorporarla 
al programa de control prenatal que ofrece el Ministerio de Salud. La 
administración penitenciaria informará al Juez competente para que proceda de 
acuerdo a la normativa penal vigente. 
 
Si durante el embarazo la persona condenada presentare enfermedad o una 
complicación propia que ponga en riesgo su vida y la del producto de la 
concepción, deberá ser trasladada a un centro hospitalario especializado del 
Ministerio de Salud. Actuará igualmente la autoridad judicial competente en 
correspondencia con la normativa penal vigente. 
 
Art. 65 De las Personas Privadas de Libertad con Incapacidad Valetudinarias. 
La persona privada de libertad, independiente de su edad cronológica, que 
presentare cuadros de incapacidad funcional física ó psíquica y que las mismas le 
causen limitaciones de manera permanente para realizar sus actividades 
habituales y laborales dentro del régimen penitenciario o valerse por si mismo; 
certificada esta condición por el Instituto de Medicina Legal, la administración 
penitenciaria remitirá el informe al Juez competente para que este de oficio tramite 
el incidente de libertad. 
 
Art. 66 Resistencia a los Alimentos y al Tratamiento Médico. 
Si la persona privada de libertad se negare a ingerir alimentos, se intensificarán 
los cuidados y controles médicos por lo menos dos veces al día. Se informará de 
inmediato al Juez competente y a la Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos, sobre el grave riesgo a fin de que se realicen las acciones 
pertinentes. 
 
Si la persona condenada en su calidad de enfermo se negare a recibir la 
asistencia médica, tratamientos o cuidados necesarios, se informará de inmediato 
Análisis de la figura de la Libertad Condicional en la legislación penal nicaragüense 
 
al Juez competente para que ordene lo que tenga a bien y a las autoridades 
pertinentes según el caso. 
 
Art. 67 Recepción y Ocupación. 
Cuando la persona privada de libertad ingrese o reingrese al centro penitenciario 
con medicamentos en su poder o los reciba del exterior, serán recibidos para ser 
evaluados por el personal médico del centro, quien dictaminará la pertinencia de 
su uso, en caso contrario informará inmediatamente al director del centro 
penitenciario, para que se proceda a su ocupación. 
 
Art. 68 Convalecencia. 
Cuando la persona privada de libertad se encuentre en estado de convalecencia, a 
consecuencia de tratamientos médicos quirúrgicos o procedimientos diagnósticos 
realizados en centros hospitalario público o privados, el centro penitenciario 
dispondrá de locales, recursos técnicos, personal médico y enfermería adecuados 
para garantizar su rehabilitación. Debiendo la administración penitenciaria informar 
al Juez competente. 
 
Art. 69 De las Condiciones Médicas en las Medidas Disciplinarias. 
Cuando se tomen medidas disciplinarias a las personas privadas de libertad, 
deberá considerarse sus condiciones físicas y psíquicas para que no vayan a ser 
agravadas con dicha medida. 
 
Art. 70 Fallecimiento de Privados de Libertad. 
Cuando la persona privada de libertad falleciere en el centro penitenciario, en el 
centro asistencial o en el traslado a éste; la administración penitenciaria informará 
a lo inmediato a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos y al 
Juez competente, de igual manera se solicitará la intervención al médico forense 
para que se practique la autopsia médico legal. 
 
Cuando las circunstancias de muerte se asocien a hechos de violencia dentro o 
fuera del centro penitenciario o la muerte sobreviniera súbitamente la autopsia 
médico legal será ineludible. La administración penitenciaria informará 




Disposiciones Finales y Transitorias 
 
Art. 71 Creación del Registro Nacional de Antecedentes Penales. 
Se ordena la creación dentro del plazo de seis meses, a partir de la vigencia de la 
presente Ley, de un Registro Nacional de Antecedentes Penales, adscrito a la 
Corte Suprema de Justicia, encargado de recopilar, archivar y mantener 
actualizada la información de todas las sentencias condenatorias dictadas por los 
Juzgados y Tribunales de la República, registrando los antecedentes penales 
correspondientes. La Corte Suprema de Justicia deberá reglamentar el 
procedimiento para la cancelación automática de los antecedentes y el acceso a 




Art. 72 Auxiliar Judicial. 
Para el seguimiento y control de beneficios y derechos, se asignará al menos una 
plaza de auxiliar judicial y asistente social en cada despacho. Tratándose de 
circunscripciones judiciales donde existan varios Juzgados de Ejecución y 
Vigilancia Penitenciaria, podrán ubicarse en una oficina administrativa 
independiente, adscritos a las dependencias de Ejecución de la Pena. 
 
Art. 73 Normativa Aplicable. 
Esta Ley tiene efecto retroactivo cuando favorezca al condenado, conforme la 
Constitución Política de la República de Nicaragua y leyes vigentes. 
 
Art. 74 Reformas. 
La presente Ley reforma parcialmente donde dice Sistema o Centro Penitenciario, 
por Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, del artículo 116, numerales 1), 2) 
y 3) del Decreto No. 16-2004 Reglamento de la Ley No. 473, "Ley de Régimen 
Penitenciario y de Ejecución de Pena", aprobado el 12 de Marzo del 2004, 
publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 54 del 17 de Marzo del 2004. 
 
Art. 75 Derogaciones. 
La presente Ley deroga el artículo 96, numeral 7 de la Ley No. 473 "Ley de 
Régimen Penitenciario y de Ejecución de Pena" y el artículo 115 del Decreto No. 
16-2004, "Reglamento de la Ley No. 473, Ley de Régimen Penitenciario y de 
Ejecución de Pena". Para lo no previsto expresamente en esta Ley, regirá el 
Código Penal y el Código Procesal Penal, Esta Ley deroga toda disposición que 
se le oponga. 
 
Art. 76 Vigencia. 
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta Diario 
Oficial. 
 
Dado en la ciudad de Managua, en el Salón de Sesiones de la Asamblea 
Nacional, el primero de diciembre del año dos mil diez. Ing. René Núñez Téllez. 
Presidente de la Asamblea Nacional. Dr. Wilfredo Navarro Moreira, Secretario de 
la Asamblea Nacional. 
 
Por tanto: Téngase como Ley de la República, Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veinticuatro de Enero del año dos mil once. DANIEL ORTEGA SAAVEDRA, 
Presidente de la República de Nicaragua. 
 
 
